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“Divorcio por mutuo consentimiento y la unión de hecho otorgado por notario público 
según el art. 18 numerales 22 y 26 de la ley notarial” 
La presente tesis, trata sobre el  divorcio por mutuo consentimiento y la unión de hecho 
otorgada por notario público según el art 18 numerales 22 y 26 de la ley notarial; contiene 
cuatro capítulos:  
 
En el primer capítulo se realizó una investigación sobre el origen de las instituciones; cómo 
nace el divorcio por mutuo consentimiento y la unión de hecho, las mismas que tienen como 
base la familia; hablamos de la definición de divorcio y su normativa legal según la legislación 
ecuatoriana. El segundo capítulo, menciona la normativa del divorcio por mutuo consentimiento 
y la unión de hecho otorgada por notario público en el ecuador; se abordan los requisitos para 
cada uno, y el trámite a seguir.  El tercer capítulo contiene de forma general un análisis de las 
atribuciones acordadas a los notarios, que anteriormente solo eran de competencia de los jueces 
de  lo civil del Ecuador;  hacemos mención a la evolución de la ley, sustentada en la necesidad 
del Gobierno del Ecuador de  adoptar estas medidas con el objeto de descongestionar el sistema 
judicial y lograr mayor celeridad en la administración de justicia, a cuyo  objeto se transfiere a 
conocimiento de los Notarios aquellos asuntos de jurisdicción voluntaria. El capítulo cuarto 
contiene  la investigación de campo, para conocer  resultados respecto a los divorcios por mutuo 
consentimiento otorgados por notario público, que se han realizado en las notarías 1, 2 y 3 del 
Cantón Latacunga en el año 2012, y además, con la aplicación de  encuetas a los usuarios, se ha 
buscado medir el grado de conocimiento de los ciudadanos  sobre estas atribución otorgadas a 
los Notarios Públicos. 
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Este trabajo investigativo parte desde la fuente primigenia de la cual arranca la legislación 
ecuatoriana, esto es,  la Constitución del Ecuador;  de ella emanan y a ella se sujetan todas las 
normas de derecho positivo que se expiden y ponen  en vigencia, entre ellas,  la recientes 
reformas a la Ley Notarial publicada en el  Registro Oficial No 406 del 28 de noviembre del 
2006, por la  cual se entregan ciertos  asuntos de jurisdicción voluntaria para resolución de los 
Notarios; la inquietud surge respecto al alcance de la citada reforma, en el sentido de si están 
atribuidas a los Notarios facultades plenas o completas sobre los asuntos de jurisdicción 
voluntaria o si las nuevas atribuciones están limitadas  a ciertos actos, como los contemplados 
en los  numerales 22 y 26 del Art. 18, referidos al divorcio por mutuo consentimiento con 
limitaciones y la legalización de unión de hecho.  Pero más allá de los alcances de la reforma, lo 
que vale destacar es la motivación de la misma, esto es,  el deseo de contribuir a facilitar el  
acceso de los ciudadanos a la administración de justicia y a una solución pronta de sus 
problemas; no son pocos los autores y miembros de la Academia que de tiempo atrás, han 
venido abogando porque  los asuntos de jurisdicción voluntaria  se eliminen  del Código 
Adjetivo Civil, y pasen a ser parte de los actos de competencia notarial, para que bajo la 
denominación de actos no contenciosos, respecto de los cuales existe un acuerdo previo de las 
partes, se ventilen y sean  autorizados por los notarios, en virtud de la fe pública que les concede 
la propia Constitución.  
La estructura del presente trabajo investigativo facilita la comprensión de mi propuesta; la Tesis 
consta de cuatro capítulos,  que con una secuencia lógica  buscan desarrollar el tema.  En el 
primer capítulo me refiero al  origen histórico de la jurisdicción señalando la civilización en 
donde se originó, quiénes la ejercían, para qué asuntos; igualmente, nos ocupamos de algunas 
necesarias definiciones y de los términos útiles que van de acuerdo al tema general; de manera 
más específica nos referimos a las características generales sobre el Divorcio y la Unión de 
Hecho otorgadas por Notario Público, acudiendo a  la doctrina pertinente para reforzar los 
argumentos. 
En el segundo capítulo , en forma más particularizada, nos avocamos al estudio minucioso del 
trámite de divorcio por mutuo consentimiento, otorgado por Notario Público,  refiriendo 
antecedentes  y una breve reseña histórica de las atribuciones Notariales y entre ellas, sobre el 
traslado de competencias netamente judiciales o que requerían  orden de Juez, sobre asuntos de  
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jurisdicción voluntaria; examinamos los requisitos para dar trámite al Divorcio Por Mutuo 
Consentimiento Otorgado Por Notario Público, y así mismo, los requisitos a cumplir para la 
Unión De Hecho Otorgada Por Notario Público. Intentamos despejar dudas, desde lo 
conceptual, sobre lo que constituye la  Unión de Hecho otorgada por Notario Público y si ella 
constituye o no Estado Civil en el Ecuador, conforme a nuestra normativa legal en concordancia 
con el Instructivo de la Ley de Registro Civil. 
En el capítulo tercero, nuestro análisis busca fundamentar o justificar el  porqué de las  
atribuciones acordadas a los notarios, que antes  eran de competencia de los Jueces de   lo Civil 
del Ecuador y  su impacto en el objetivo de  descongestión del sistema judicial, beneficiando a 
los usuarios con mayor celeridad en los trámites, y por último, a manera de ilustración 
incluimos en este Capítulo casos prácticos y ejemplos de trámites ventilados en la vía notarial, 
sobre divorcio por mutuo consentimiento y de igual forma sobre la Unión de Hecho. 
Después del desarrollo del tema planteado en los tres primeros capítulos, el cuarto y final 
contiene mi INVESTIGACIÓN DE CAMPO, precisando sus propósitos, su procedimiento, los 
resultados y la interpretación de los mismos.  La muestra examinada fue tomada de entre los 
usuarios que acuden a las tres notarías del cantón Latacunga, provincia de Cotopaxi;  el objetivo 
de la misma era determinar el conocimiento de los usuarios sobre la facultad acordada a los 
Notarios en lo referente a esos dos trámites; los casos tramitados por esa vía y su impacto en el 















1. EL PROBLEMA: 
1.1. Planteamiento del problema: 
EL SER HUMANO ES UN SER SOCIAL; diversas necesidades o diversas circunstancias han 
obligado o llevado al ser humano a buscar compañía, integrarse en grupos, asociarse con 
diversas motivaciones, colaborar con sus semejantes o coparticipar en empresas y labores 
comunes. Para la propia preservación de la especie, la naturaleza generó los dos géneros: 
masculino y femenino, para que relacionándose entre sí hicieran posible la reproducción de la 
especie; este hecho generó vínculos entre ascendientes y descendientes  y todos aquellos 
provenientes de un tronco común, generando los llamados vínculos de parentesco; de este 
mismo relacionamiento surgió el concepto de familia, misma que desde muy antiguo se 
constituyó en la célula fundamental de la sociedad; en el agrupamiento de seres humanos más 
sólido, en el que se cultivaron vínculos afectivos, de solidaridad y de protección; su 
importancia, como medio de cohesión social y convivencia armónica, le han valido el 
reconocimiento y la protección del estado y del derecho. Sin embargo, dentro de la dinámica 
social, es obvio que también la institución familiar haya evolucionado, haya adquirido nuevas 
formas, entre en crisis y se disgregue; así, la institución del matrimonio que en su momento 
buscaba dar permanencia a la familia, se ve afectada por la aceptación del divorcio como forma 
legal de poner fin al estado de matrimonio; al principio, en su intento de preservar la familia y 
proteger a los hijos, el derecho limitó las causas del divorcio y estableció requisitos formales 
como cortapisas, pero el acrecimiento de casos de quienes optaban por esa opción han 
determinado simplificación de trámites y requisitos y el aparecimiento de la figura del divorcio 
por mutuo consentimiento primero bajo competencia de los jueces de lo civil, pero luego con el 
objeto de facilitarlos y acortar sus plazos, otorgando facultad a los Notarios Públicos. Por otra 
parte, la realidad sociológica, que ponías en evidencia que cada vez con mayor frecuencia las 
parejas formaban uniones de hecho sin la concurrencia del vínculo matrimonial, dio como 
resultado el reconocimiento jurídico a esta nueva realidad, para protección de los hijos y para 
fines patrimoniales de los bienes adquiridos en común o por cada uno de los partícipes en estas 
uniones de hecho; en este caso, la facultad para otorgar reconocimiento legal a estas uniones ha 
transitado también desde lo judicial a los Notarios Públicos. Pues bien, nos interesa conocer, 
cuánto el ciudadano común conoce respecto a la posibilidad del divorcio por mutuo acuerdo 
ante Notario Público; y, cuánto respecto a la posibilidad de constituir legalmente una unión de 
hecho también ante Notario Público; queremos saber, en lo que respecta a la ciudad de 
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Latacunga, provincia de Cotopaxi, con qué frecuencia, los ciudadanos han utilizado esta 
posibilidad legal acudiendo a los Notarios Públicos y si en virtud del número de casos 
efectivamente atendidos, podemos sacar conclusiones en el sentido de si se ha justificado el 
otorgamiento de esas facultades a los Notarios Públicos y si se ha cumplido con el propósito de 
descongestionar el sistema judicial ecuatoriano. Este es el planteamiento del problemas y éstos 
los propósitos de la presente investigación   
1.2. Formulación del problema: 
¿Por qué se dan el Divorcio por Mutuo Consentimiento y la legalización de la Unión de Hecho 
como atribución conferida a los Notarios del País? 
1.3. Preguntas directrices: 
¿Qué es un Divorcio por Mutuo Consentimiento? 
¿En qué consiste la declaratoria de una Unión de Hecho otorgada por Notario Público? 
¿Cómo se expresa el consentimiento para el Divorcio Consensual? 
¿Se está cumpliendo con los requisitos indispensables previstos en la Ley para dar trámite al 
Divorcio por Mutuo Consentimiento y la legalización de Uniones de Hechos? 
¿Con que frecuencia se está otorgando Actas de Divorcio Por Mutuo Consentimiento y 
Legalizaciones de Unión de Hechos en las Notarías Primera, Segunda y Tercera del Cantón 
Latacunga, Provincia de Cotopaxi? 
¿Existen mecanismos adecuados para verificar el cumplimiento y transparentar esos procesos? 
¿La Unión de Hecho constituye o no Estado civil en la Legislación Ecuatoriana? 
¿Qué efectos Legales tiene la Unión de Hecho otorgada por Notario Público? 




1.4.1. Objetivo general: 
Contribuir al conocimiento de las atribuciones otorgadas a los Notarios Públicos, conforme al 
Art 18 de la Ley Notarial vigente, Numerales 22 y 26 y  analizar su impacto en el  
descongestionamiento del Sistema Judicial Ecuatoriano. 
1.4.2. Objetivos Específicos: 
 
 Investigar el desarrollo del divorcio y la unión de hecho como atribución de los 
Notarios de República del Ecuador y sus resultados durante los años de aplicación. 
 Examinar la observancia de los requisitos establecidos en la Ley para el cumplimiento 
de las atribuciones Notariales del Art 18 Numerales 22 y 26. 
 Determinar los efectos legales de las  Uniones  de Hecho declaradas por los Notarios 
Públicos. 
 Analizar los alcances del  Divorcio por mutuo consentimiento y la Unión de Hecho 
como atribución de los Notarios en el Ecuador. 
 
1.5. Justificación: 
Tras décadas de lucha contra procedimientos  obsoletos que han tornado a la administración de 
justicia en lenta, inoportuna e ineficiente, se han ensayado mecanismos y opciones  para  
mejorar la administración de justicia y descongestionar los juzgados, posibilitando que las  
personas que requieren ventilar asuntos de jurisdicción voluntaria, es decir, proceso 
consensuales que no provocan controversia, puedan en los casos determinados en La ley 
Notarial Actualizada en su Art 18, puedan ventilarlos ante los Notarios Públicos, como acontece 
en los casos previstos en los  numerales 22 y 26 relativos al trámite del  divorcio por mutuo 
consentimiento y a la legalización de la Unión de Hecho, respectivamente. 
Visto el divorcio como la institución jurídica que permite, conforme a derecho, la terminación o 
disolución del vínculo matrimonial, lo que trae consigo efectos en el estado civil de las 
personas, en la situación de los hijos habidos dentro del matrimonio y en el régimen jurídico 
sobre los bienes adquiridos dentro de la relación matrimonial. 
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 Y, así mismo,  la unión de hecho, como la unión  de un hombre y una mujer, libres de vínculo 
matrimonial con otra persona, que genera los mismos efectos jurídicos que el matrimonio entre 
ellos la formación de una sociedad de bienes;  figura jurídica que fue creada con la intención de 
proteger a las familias constituidas sin haber celebrado el matrimonio, pero que ha sido mal 
concebida e interpretada erróneamente, por un gran sector de la ciudadanía, al considerar  que la 
simple unión entre un hombre y una mujer por más de dos años, ya es una unión de hecho, 
olvidándose de un requisito indispensable que debe tener esta unión para constituirse en UNION 
DE HECHO, ESTO ES, SU RECONOCIMIENTO LEGAL PREVIAS LAS FORMALIDADES 
DEL CASO, aclarando que jamás puede considerarse como unión de hecho, la unión del 
hombre o la mujer que estén casados con otra persona, y por más que los 
llamados “convivientes” manifiesten que hayan vivido juntos más de dos años, pues nuestra ley 
no lo reconoce como tal, puesto que la unión de hecho se da, siempre y cuando los convivientes 


















2. MARCO TEÓRICO: 
2.1. Antecedentes de la investigación 
Los actos o negocios jurídicos se crean y configuran según las normas del Derecho material;  es 
así,  que aparecen las instituciones del Divorcio por Mutuo Consentimiento y de la Unión de 
Hecho, aborda das ya en estudios jurídicos generales, pero no en el campo relacionado con la 
facultad  otorgada a los  Notarios Públicos;  en mi exploración previa he encontrado pocos 
proyectos de investigación o tesis de grado, y de las pocas que existen, ellas hacen referencia a 
aspectos de puro derecho y en lo adjetivo, dentro de la competencia asignada a los juzgados de 
lo civil (hoy juzgados de familia) ; por lo expuesto,  este trabajo de investigación, pretende 
complementar la información y analizar qué efectos positivos tiene estas atribuciones constantes 
en el Art 18 de la Ley Notarial  numerales 22 y 26. 
Los orígenes de la  institución notarial nos remontan a unos cuantos  siglos atrás, cuando en la 
época de la Monarquía, era el Monarca quien tenía a su cargo la responsabilidad de administrar 
justicia tanto en lo civil como en lo criminal, facultad que la podía delegar en ciertos 
funcionarios o magistrados.  Además, como  existía una marcada diferencia social entre 
plebeyos y patricios, eran estos últimos quienes iban ocupando las magistraturas o ejerciendo la 
facultad de administrar justicia. 
Los escribanos, como oficio, aparecieron  vinculados a instituciones como los cabildos, las 
audiencias, los juzgados de provincias, a la Real Hacienda,  a la explotación de minas, etc., 
encargándose fundamentalmente de dar fe  de los negocios públicos. Podían ser reales, 
pudiendo en este caso ejercer en cualquier lugar que no tuviese escribano público del número, 
presentando para ello su título en el cabildo. También podían ser públicos o del número, estando 
en este caso el oficio asignado a un territorio y sólo podían ejercer en ese término; podían dejar 
de ser escribanos públicos y mantener su condición real. 
En nuestra aproximación bibliográfica,  podemos citar trabajos aparecidos como tesis de Grado, 
entre ellas la realizada por el Doctor Homero López Obando, de la Universidad Andina Simón 
Bolívar, quien hace un interesante estudio desde el punto de vista histórico-evolutivo, sobre la 
institución notarial y sus atribuciones, para desembocar en una argumentación válida  y de 
aplicación práctica, para contribuir  a tomar en el país la decisión de dejar la actividad de 
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administrar justicia exclusivamente en manos de los jueces y delegar asuntos que no contienen 
controversia a otros funcionarios que dentro del Poder Judicial tienen la facultad de legalizar o 
autorizar, como los notarios. De emprenderse en una reforma de esta naturaleza, expone, los 
actos no contenciosos pasarían a ser de conocimiento exclusivo del notario, contribuyendo a 
mejorar el acceso de los ciudadanos a la justicia. Por lo que mi propuesta, dice,  es que se debe 
eliminar el articulado referente a la jurisdicción voluntaria de la legislación adjetiva civil. 
Otro gran aporte para el derecho Notarial es la tesis elaborado por parte del Doctor Rafael 
Edmundo Rodríguez Sáenz de la  Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, quien en 
su tesis: RESPONSABILIDAD TRIBUTARIA DE LOS NOTARIOS EN LOS ACTOS Y 
CONTRATOS NOTARIALES, en una parte significativa de su investigación aporta en el 
estudio del documento notarial como instrumento público. 
Mencionaré, en este recuento histórico sobre la actividad notarial,  un libro importante autoría  
de las Doctoras Oliva E. Torres Cabrera y el Dra. María P. Bernal Ordoñez, titulado: Práctica 
Notarial y Registral, que en la parte concerniente a este tema,  realizan una investigación 
detenida del divorcio por mutuo consentimiento y la unión de hecho que otorga en documento el 
señor Notario.  
Igualmente, en la obra “El Documento Notarial”, el autor  Carlos A. Pelosi, realiza un estudio 
minucioso del porqué constituyen documentos públicos los actos que celebra un notario y entre 
ellos  los referidos al reconocimiento de la unión de hecho y al divorcio consensual,  previo el 
cumplimiento de requisitos previstos en la Ley. 
2.2. Fundamentación Teórica: 
 Constitucional: 
La  (Constitución de la República del Ecuador, 2008): 
En el Art 11, Numeral 3, establece, que: “Los derechos y garantías establecidos en 
la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de 
directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidos público, 
administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte. 
Para el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales no se exigirán 
condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley.”…. 
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Esta disposición constitucional, es más que suficiente, como fundamento de las atribuciones 
acordadas a los Notarios, en cuanto no atribuye con exclusividad a los funcionarios judiciales la 
potestad de garantizar derechos.  
En el Art. 181, la Constitución atribuye al Consejo Nacional de la Judicatura, lo siguiente: 
 “Serán  funciones del Consejo de la Judicatura, además de las que determine la 
ley: 
1.- Definir y ejecutar las políticas para el mejoramiento y modernización del 
sistema judicial”…. 
Dentro de las políticas de mejoramiento del sistema judicial, está la de descongestionar los 
juzgados atiborrados de causas, para lo cual, no solo se ha optado por incrementar juzgados, 
sino por derivar hacia los Notarios la mayoría de asuntos de jurisdicción voluntaria.  
(Constitución de la República del Ecuador, 2008, pág. 20) 
En el Art. 199 de la Constitución, parte primera, se establece: 
 “Los servicios notariales son públicos. En cada cantón o distrito metropolitano 
habrá el número de notarías o notarios que determine el Consejo de la 
Judicatura”….  
Los Notarios son funcionarios públicos, con formación y título académico en derecho, y su 
presencia en cada cantón de la República, los hace asequibles al público. 
En el Art. 200, la Constitución, dispone- “Las notarias y notarios son depositarios de la fe pública; 
serán nombrados por el Consejo de la Judicatura previo concurso público de oposición y méritos”. …. 
(Constitución de la República del Ecuador, 2008, pág. 21) 
Por esta exigencia, su formación e idoneidad está garantizada, para que las funciones a ellos 
encomendadas, se ejerzan con conocimiento y plena competencia. 
 Legal 




 “La unión estable y monogámica de un hombre y una mujer, libres de vínculo 
matrimonial con otra persona, que formen un hogar de hecho, por el lapso y bajo 
las condiciones y circunstancias que señala éste Código, generará los mismos 
derechos y obligaciones que tienen las familias constituidas mediante matrimonio, 
inclusive en lo relativo a la presunción legal de paternidad, y a la sociedad 
conyugal. 
 La unión de hecho estable y monogámica de más de dos años entre un hombre y 
una mujer libres de vínculo matrimonial, con el fin de vivir juntos, procrear y 
auxiliarse mutuamente, da origen a una sociedad de bienes.”  (Codigo Civil, 
Registro Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al octubre del 2013) 
En el Código Civil en su Art. 223.- manifiesta: PRESUNCION DE LA UNION DE HECHO.-  
“Se presume que la unión es de este carácter, cuando el hombre y la mujer así 
unidos se han tratado como marido y mujer en sus relaciones sociales y así han sido 
recibidos por sus parientes, amigos y vecinos.”…. (Codigo Civil, Registro Oficial 
Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al octubre del 2013, pág. 60) 
El Código Civil en su Art 107 dice.- “Divorcio por Mutuo Consentimiento. Por mutuo consentimiento 
pueden los cónyuges divorciarse. Para este efecto, el consentimiento se expresará del siguiente modo: los 
cónyuges manifestarán, por escrito, por sí o por medio de procuradores especiales, ante el juez de lo civil 
del domicilio de cualquiera de los cónyuges”…. y luego enumera los requisitos que debe contener 
la demanda (Codigo Civil, Registro Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al octubre del 
2013, pág. 30) 
Cabe mencionar que esta disposición requiere ser actualizada, en función de la 
autorización conferida a los notarios, para tramitar divorcios por mutuo consentimiento. 
Ley Notarial 
En el  Art. 18 de la Ley Notarial, se dispone.- “Son atribuciones de los notarios, además de las 
constantes en otras leyes: 
…..”Numeral 22.- Tramitar divorcios por mutuo consentimiento, únicamente en los 
casos en que los cónyuges no tengan hijos menores de edad o bajo su 
dependencia”…,  En el resto del numeral se hace constar la forma de expresar la 
voluntad, los requisitos a  observar, el procedimiento a seguirse, la forma del acto 
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que declara disuelto el vínculo matrimonial, la orden de marginación en el Registro 
Civil y la devolución al notario de una copia con la razón de marginación.  
…”Numeral 26. Solemnizar la declaración de los convivientes sobre la existencia de 
la Unión de Hecho, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos en el Art. 
222 del Código Civil. El notario levantará el acta respectiva, de la que debidamente 
protocolizada, se conferirá copia certificada a las partes”  ( Ley Notarial, Decreto 
Supremo 1404, Registro Oficial 158, actualizada al enero del 2014) 
 Doctrina: 
 
PRACTICA NOTARIAL Y REGISTRAL  
Para introducirnos,  mencionaremos a (Cabanellas de Torres, 2013), quien dice, “la doctrina 
uniforme que se da en un buen número de tratados, llama fe pública a la calidad de documentos 
determinados, suscriptos por funcionarios, cuyas aseveraciones, cumplidas determinadas formalidades 
tienen la virtud de garantizar la autenticidad de los hechos narrados y por consiguiente su validez y 
eficacia jurídica" 
Según (Belaunde Borja, Bermudez Tapia, & Fuentes Ponce de León, pág. 191),  en su obra de derecho 
civil, manifiestan: "Fe pública es la garantía de autenticidad y legitimidad impuesta por 
el poder público, a los contratos y demás actos realizados por personas naturales y/o jurídicas, con 
intervención del funcionario que la ejerce" 
2.3. Caracterización de las variables 
Según (Izquierdo, 2003, pág. 124 y 125), en su obra investigación científica métodos y diseños de 
investigación, las variables son: 
“Variable Independiente: la variable independiente (causa), es la condición 
explicativa de la variable dependiente; por lo tanto, la ubicación de la variable 
independiente es primero en relación a la variable dependiente” 
“Variable Dependiente: la variable dependiente (efecto), constituye la dimensión 
por aplicarse; es decir son los resultados que produce la variable independiente y 




En este sentido, las variables de la investigación son: 
Variable Dependiente:  
1) Atribuciones otorgadas a Notarios Públicos, en actos de mutuo acuerdo. 
2) Conceder el divorcio por mutuo consentimiento y reconocer la  unión de hecho  
Variable Independiente:  
Con las nuevas atribuciones que emanan de la Ley Notarial según el Art 18 numerales 22 y 26,  
el Notario Público aplica jurisdicción y atribuciones en casos consensuales de las partes, con el 
propósito de descongestionar el sistema judicial ecuatoriano. 
 
2.4. METODOLOGÍA. 
2.4.1. Determinación de los métodos a utilizar. 
 Método científico. 
El método científico es un proceso destinado a explicar fenómenos, establecer relaciones entre 
los hechos y enunciar leyes que expliquen los fenómenos físicos del mundo y permitan obtener, 
con estos conocimientos, aplicaciones útiles al hombre. 
Es un método que se ajusta a la verdad, es correctivo, perfectible y progresivo, es racional, 
analítico, objetivo y contempla una verificación empírica de los hechos, lo que nos permitiría  
responder al problema planteado. 
 Método Analítico: 
Este método implica el análisis (del griego análisis, que significa descomposición), esto es la 
separación de un tono en sus partes o en sus elementos constitutivos. Se apoya en que para 
conocer un fenómeno es necesario descomponerlo en sus partes, para una aproximación más 
directa y objetiva. 
 
Se realizara un estudio de con qué frecuencia se utiliza al Notario Público para que dé tramite a 
un Divorcio por mutuo consentimiento y una legalización de Unión de hecho, para en base al 




 Método Sistémico: 
Implica la síntesis (del griego synthesis, que significa reunión), esto es, unión de elementos para 
formar un todo. 
 
Precederé después de un estudio del tema a utilizar la información más relevante  con respecto 
al tema de estudio, procesándola y sistematizándola. 
 
 Método Exegético. 
Se caracteriza por el extraordinario culto hacia la ley escrita. El culto del derecho aparece 
sustituido por el culto de la ley. En lugar de principios se consideran disposiciones legislativas. 
Consiste en la interpretación y explicación de la norma; se explica el contenido, se expone el 
sentido y se determina el alcance de la letra de la Ley y las expresiones que la originaron en la 
forma como el legislador la elaboró, tratando de desentrañar la intención y voluntad del autor, 
su autenticidad e intencionalidad. 
 
 Método Histórico: 
Es todo un proceso organizado que se basa en la realidad de lo estudiado, para elaborar 
conclusiones o exponer resultados sobre hechos históricos investigados. 
 
Utilizando la historia de las ley y de las instituciones jurídicas en actas,  diferentes registros 
oficiales y publicaciones, observar cómo han ido evolucionando las atribuciones Notariales 
referentes al tema. 
 
 Método Inductivo: 
Se iniciará desde el  análisis de las situaciones particulares, es decir, del examen del 
cumplimiento de los requisitos  necesarios en el trámite tanto el Divorcio por Mutuo 
Consentimiento y La Unión de Hecho Otorgada por Notario Público en El Ecuador, para 
confrontarlos con el contenido y mandato de la ley y la formulación de juicios de valor y 




 Método Sintético: 
Es un proceso de razonamiento que tiende a reconstruir un todo, a partir de los elementos 
distinguidos por el análisis; se trata en consecuencia de hacer una exposición metódica y breve, 
en resumen. En otras palabras debemos decir que la síntesis es un procedimiento mental que 
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tiene como meta la comprensión cabal de la esencia de lo que ya conocemos en todas sus partes 
y particularidades. 
 
En el presente trabajo se utilizara este método para interpretar resultados, obtener conclusiones, 
elaborar recomendaciones   y genera conocimientos.  
 
  
2.5. Diseños de la investigación 
La investigación será teórica porque se argumentará mediante  la revisión de las teorías 
relacionadas, en fuentes bibliográficas y documentales, se respaldará en la ley y la doctrina que 
existe sobre el tema. 
Será de tipo cualitativo porque se utilizará la investigación de campo y cuantitativa porque se 
utilizará como herramienta la encuesta y se realizará la respectiva tabulación y estadística de la 
información recolectada. 
2.6. Técnicas e instrumentos de investigación 
Técnica documental o de gabinete: 
 
Para poder responder la pregunta de investigación voy a utilizar la técnica documental que es el 
conjunto de instrumentos y medios a través de los cuales se aplican los métodos, se recoge 
información de las fuentes como: libros, folletos, periódicos, revistas, películas, videos, 
bibliografías, antologías, casetes, cinematecas, etc. 
Utilizaremos para el acopio de información, la técnica del fichaje y concretamente: 
 Fichas Bibliográficas: Es la ficha que contiene los datos de identificación de un libro o 
de algún documento escrito que es objeto de estudio e investigación. La ficha 
bibliográfica es una ficha pequeña, destinada a anotar meramente los datos de un libro o 
artículo. Estas fichas se hacen para todos los libros o artículos que eventualmente 
pueden ser útiles a nuestra investigación, no solo para los que se han encontrado 
físicamente o leído. En ellas se registran las fuentes encontradas, por ejemplo, en el 




 Fichas Nemotécnicas: Son aquellas que sirven para anexar los aspectos más 
importantes del contenido de un libro, de una revista o de un artículo periodístico tales 
como: conceptos, definiciones y comentarios. 
 Fechas Hemerográficas: Son aquellas fichas que registran datos del periódico o revista 
de donde se extrajo alguna información. Consiste en la descripción de los datos 
completos de la revista o del diario para hacer referencia a un número o fascículo, así 
como la descripción única del artículo de una revista. 
 
 Técnica de campo 
Para poder resolver el problema es necesario adentrarse en el problema, para que de este modo 
el investigador no sea únicamente un observador que al final arroje datos, cifras o conclusiones 
frías y vacías; sino que con la investigación de campo el investigador se apropie del problema, 
proponga soluciones humanas que ayuden al desarrollo de la sociedad, así como al 
mejoramiento de la misma. 
Observación: observar atentamente el desenvolvimiento del trabajo en las notarías, la forma de 
atención al público, la agilidad en los trámites, observar registros e informes sobre casos 
tramitados y las medidas implementadas para mejorar procesos. 
Encuesta: Una encuesta es un conjunto de preguntas normalizadas dirigidas a una muestra 
representativa de la población o instituciones, con el fin de conocer estados de opinión o hechos 
específicos. Para lo cual voy a elaborar un cuestionario que contenga preguntas convenientes de 
acuerdo a la naturaleza de la investigación. 
Entrevista: Es también una técnica de recolección de información muy difundida, se realiza 
mediante preguntas formuladas con anticipación a personajes conocedores y/o estudiosos de la 
materia-problemática a investigar, con utilización de cámaras de cine, video, grabadoras, y en 
último caso una libreta de apuntes. 
2.7. Validez y confiabilidad de los instrumentos: 
 




Es confiable porque existe un grado de confianza alto en el instrumento para obtener iguales o 
similares resultados, aplicando las mismas preguntas del mismo hecho o caso. 
 
2.8. Técnicas de procesamiento y análisis de datos 
Los datos que se recopilen serán sometidos a diversos procesos, estos son: 
2.8.1. Clasificación  
Los datos obtenidos serán organizados de acuerdo a parámetros como son género, 
especie, criterios cualitativos y cuantitativos. 
2.8.2. Análisis 
La información recolectada será estudiada para encontrar los datos útiles para el 
cumplimiento de los objetivos de la investigación. 
2.8.3. Síntesis: 
Se pretende generar un saber superior al añadir un nuevo conocimiento que no 
estaba en los conceptos anteriores y que se obtuvo a través de la aplicación de los 
instrumentos de investigación. 
2.8.4. Tabulación  
Se organizará la información obtenida en base a parámetros cuantitativos que serán 










“DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO Y LA UNIÓN DE HECHO 
OTORGADO POR NOTARIO PÚBLICO SEGÚN EL ART 18 NUMERALES 22 Y 26 
DE LA LEY NOTARIAL” 
TITULO I 
ACERCAMIENTO TEÓRICO: CONCEPTOS BÁSICOS Y ORÍGENES DEL DIVORCIO 
POR MUTO CONSENTIMIENTO Y LA UNIÓN DE HECHO. 
 
1.1. DEFINICIONES  BASICAS 
Acercamiento Teórico: Conceptos Básicos 
  
ACEPTACION CONTRACTUAL.- Manifestación a favor del cumplimiento de los derechos 
y obligaciones estipulados por las partes en un contrato.  ( Diccionario Jurídico Espasa, 2002, 
pág. 26) 
 ACEPTACION DE PODER POR EL PROCURADOR.- Sin prejuicio de lo que diga al 
hablar de la figura del procurador quiero decir que el otorgamiento de poder puede ser aceptado 
de forma expresa, en el mismo documento en el que tenga lugar o de forma tácita ….                              
( Diccionario Jurídico Espasa, 2002) 
ACTA NOTARIAL.- Redacción de hechos autorizados por un escribano o de aquellos que han 
pasado ante su presencia y acredita dando fe de los mismos.  (Rombola, 2009) 
 ACERVO.- Conjunto de bienes indivisos.  (Rombola, 2009, pág. 32) 
ACTOS DE PRUEBA.- Son aquellos que realizan las partes ante y con los miembros del 
órgano jurisdiccional pretendiendo convencer al juzgador con alegaciones fácticas….                                
( Diccionario Jurídico Espasa, 2002) 
ACTOS SOLEMNES.- Aquellos que para su validez requieren del cumplimiento de ciertos 
requisitos formales. Por ejemplo para la celebración del matrimonio civil es siempre requerida 
la intervención de funcionario público facultado para la celebración del acto. 
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ADOPCION.- El acto de prohijar o recibir como hijo nuestro a un individuo, aunque 
naturalmente lo sea de otro. Acto solemne revestido de la sanción que establece entre dos 
personas relaciones  de paternidad y filiación puramente civiles…… (Rombola, 2009) 
AUDIENCIA.- El lugar destinado para dar audiencia, es decir el sitio o edificio en que se 
reúnen los jueces para oír y decidirlos pleitos y causas. (Rombola, 2009, pág. 130) 
BIENES.- Todas las cosas, materiales o inmateriales, que no siendo personas pueden ser de 
utilidad para el ser humano… 
CONTRATO BILATERAL.- La convención por la que ambos contrayentes quedan obligados 
recíprocamente el uno con el otro…. (Rombola, 2009, pág. 310) 
CONTRACTUAL.- Referente al Contrato. Dícese de los derechos y obligaciones emergentes 
de un contrato.  (Rombola, 2009, pág. 305) 
DIVORCIO.- Sentencia o acto por el que se pone fin o se disuelve el vínculo matrimonial. 
(Díaz Peñaherrera, 2013) 
ESCRITO.- El pedimento o alegato que se presenta en un pleito o causa. (Díaz Peñaherrera, 
2013, pág. 431) 
ESTADO CIVIL.- Situación de las personas en el orden jurídico, marcado como fundamental  
para la organización social.  ( Instructivo de Aplicación de la Ley de Registro Civil, Identificación y 
Cedulación. en base de las Reformas Dictadas en Agosto de 1989 y en Registro Oficial Nº 
256_Suplemento.) 
ESCRITURA  PÚBLICA.- Documento extendido por un notario, escribano público u otro 
fedatario oficial con atribuciones legales para dar fe de un acto o contrato jurídico, cumpliendo 
por el compareciente y actuante o por las partes estipuladas.  (Benítez Molina & Harbitiz, 2010) 
FAMILIA.- La familia es el elemento natural, universal y fundamental de la sociedad, y tiene 
derecho a la protección de la sociedad y del Estado.  ( http://es.wikipedia.org/wiki/Familia) 
FILIACIÒN.- Procedencia de los hijos respecto de los padres. Calidad que el hijo tiene 
respecto de su padre o madre. La filiación puede tener lugar por naturaleza o adopción y la por 
naturaleza puede ser matrimonial o no matrimonial. (Benítez Molina & Harbitiz, 2010)  
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HECHO JURIDICO.- De acuerdo con las consecuencias existen hechos simples o hechos 
jurídicos cuando producen efectos jurídicos (ambos tipos pueden ser humanos o naturales. ( 
http://es.wikipedia.org/wiki/ Hecho jurídico) 
IDENTIFICACIÒN CIVIL.- Verificación, registro, manejo y conservación de datos 
personales de cada ciudadano con el fin de establecer su identidad civil única. La identificación 
civil incluye todos los datos del registro civil, además puede incluir un número único  o 
información biométrica del ciudadano. La identificación sirve como base para la verificación de 
identidad (ejemplo pasaporte o DNI) (Benítez Molina & Harbitiz, 2010) 
IDONEIDAD:- Cualidad de idóneo, apto. Adecuado y apropiado para algo.  (Instructivo para la 
Estandarización de Procedimientos del Sistema Nacional de Registro Civil, Identificación y Cedulación. 
Suplemento del registro Oficial Nº 214, lunes 19 de noviembre del 2007) 
JUEZ CIVIL.- El que conoce de los negocios contenciosos y voluntarios, el que trata del 
interés pecuniario o no.  (Rombola, 2009, pág. 579) 
JUSTIFICACIÒN.- La prueba que se hace de alguna cosa con instrumento o testigo.  
MATRIMONIO.- Según la clásica definición de Portalis, el matrimonio es una sociedad del 
hombre y la mujer que se unen para perpetuar su especie, para ayudarse, para socorrerse 
mutuamente, para llevar el peso de la vida y compartir su común destino. Más brevemente, es la 
unión del hombre y la mujer para el establecimiento de una plena comunidad de vida.  
2.-  No basta la simple unión del hombre y la mujer, aunque tenga permanencia, como en el 
caso del concubinato, o se hayan engendrado hijos; es preciso además que se haya celebrado de 
acuerdo a la ley. Sólo así queda bajo el amparo y la regulación de ésta. Es claro que la noción 
del matrimonio no se agota aquí, pues, por encima de lo legal, está su sustancia moral y 
religiosa. De ahí que las normas jurídicas, religiosas y morales se disputen el dominio en esta 
materia y que, como lo observa De Ruggiero, una de las características más salientes de la 
historia de la institución es la lucha mantenida entre la Iglesia y el Estado afirmando su derecho 
exclusivo a regularla. Hace ya muchos siglos decía Modestino: “Matrimonio es la unión del 
marido y la mujer y la fusión de toda vida y comunicación del derecho divino y humano” 
(Digesto, XXIII, 2, 1).  ( http://forodelderecho.blogcindario.com/2007/12/00058-el-matrimonio.html) 
MATRIMONIO LEGITIMO.- El matrimonio contraído en cualquier Nación con arreglo a las 
leyes que en ella rigen.  ( Instructivo de Aplicación de la Ley de Registro Civil, Identificación y 
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Cedulación. en base de las Reformas Dictadas en Agosto de 1989 y en Registro Oficial Nº 
256_Suplemento.) 
MINUTA.- El extracto o borrador que se hace de algún contrato u otra cosa, anotando las 
clausulas o partes esenciales para copiarlo después de entenderlo con todas las formalidades 
necesarias a su perfección.  (Orelle, 2008) 
NOTA MARGINAL.-Asiento secundario puesto al margen de los principales registros 
públicos, especialmente en el registro civil, que contiene modificaciones o correcciones de 
situaciones jurídicas. (Benítez Molina & Harbitiz, 2010) 
OTORGAMIENTO.- El permiso, consentimiento, voluntad, licencia o parecer, así como el 
acto de  otorgar o hacer un instrumento, como poder, testamento, etc., para consentir o conceder 
lo que se pide y para ofrecer, estipular o prometer con autoridad pública el cumplimento de 
alguna cosa. 
OTORGANTE.-   Aquel que otorga, confiere establece u ofrece o promete algo. Cada una de 
las partes que contratan a través de un instrumento público. También recibe el nombre de 
otorgante la autoridad juridicial, notarial u otra que da fe de acto y lo autoriza.   (Ruiz Díaz, 2006) 
PACTO.-  El consentimiento o acuerdo de dos o  más personas sobre una misma cosa.  (Ruiz 
Díaz, 2006, pág. 310) 
SENTENCIA:- Dictamen, opinión, parecer propio. Resolución Judicial en una causa: Fallo en 
la cuestión de un proceso. (Benítez Molina & Harbitiz, 2010) 
UNION DE HECHO.- Nuestra ley reconoce la unión de hecho, sin embargo esta figura 
jurídica que fue creada con la intención de proteger a las familias constituidas sin haber 
celebrado el matrimonio, ha sido mal concebida e interpretada erróneamente, por un gran sector 
de la ciudadanía. Así la confusión radica en el sentido de considerar que la simple unión entre 
un hombre y una mujer por más de dos años, ya es una unión de hecho, olvidándose de un 





1.2. Definición,  Características e importancia  del Derecho de Familia  
Orígenes Del Divorcio Por Muto Consentimiento Y La Unión De Hecho 
 
El divorcio y la unión de hecho, surgieron como instituciones dentro del derecho de familia; por 
lo que para llegar a ellas, tenemos primero que hablar de la  familia y de la institución del 
matrimonio que la da origen;  y, en cuanto a la unión de hecho, si bien se reconoce su existencia 
sin vínculo matrimonial de por medio, la ley la reconoce previo el cumplimiento de requisitos ( 
entre ellos, la unión ya de hecho por el lapso de dos años) y formalidades y la homologa al 
matrimonio en cuanto a sus efectos.   
 
Derecho de Familia   
 
Es importante destacar que la familia, constituida en base al matrimonio por regla general, tiene 
como finalidad principal la reproducción, lo cual genera vínculos de parentesco entre sus 
miembros o  vínculos de sangre (consanguinidad) que unen a dos o más personas  entre sí con 
relación a su antepasado o antecesor denominado tronco común. 
 
Este parentesco puede ser en línea recta.- cuando una persona es descendiente o ascendiente de 
otra. 
El parentesco consanguíneo es colateral cuando, procediendo dos personas de un tronco común, 
una de ellas no es ascendiente o descendiente de otra. 
 
Cabe hacer una importante acotación en este tema, ya que  produce efectos,  que son los 
siguientes: 
1.- Origina diversas incapacidades, que constituyen  impedimento para el matrimonio, entre 
parientes comprendidos en ciertos grados. 
2.- Genera obligaciones recíprocas, de los padres de criar y educar a sus hijos y de éstos de 
guardar obediencia y  respeto  para con los ascendientes. 
3.- Confiere u origina  derechos tales como el de  sucesión, el de  alimentos, el de patria 
potestad;   
 
El Art 23 del Código Civil Ecuatoriano, habla del parentesco por afinidad y dice: 
 
 “es  el parentesco que existe entre una persona que está o ha estado casada y los 
consanguíneos de su marido o mujer, o bien entre uno de los padres de un hijo y los 
consanguíneos del otro progenitor”….  
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(Lehmann, 1953, pág. 35), refiriéndose al derecho de familia, expresa: 
 “El derecho de familia es derecho privado, pero muchas de sus normas tiene 
contenido de orden público; en esta rama del derecho se estudian principalmente 
tres materias: a) régimen matrimonial, b) filiación; y, c) guardas” 
Rébora, citado por (Belluscio, 1979, pág. 29), en su libro “Derecho de Familia, Tomo I, Parte 
General”, cuando trata del  Matrimonio,  define al derecho de familia como:  
“El conjunto de normas y principios concernientes al reconocimiento y estructura 
del agregado natural que recibe el nombre de familia; a las funciones que el mismo 
agregado llena y debe llenar, desde el punto de vista de la formación y protección 
de los individuos que lo integran; a las relaciones de estos individuos entre sí y con 
el agregado, como a las de éste con la sociedad civil, con la sociedad política y con 
los sucesivos órganos constitutivos de la una y de la otra, y a las instituciones 




Un concepto muy similar es el que encontramos en el texto Derecho de Familia, de autoría del 
especialista en Derecho de Familia  (Parra, 2008, pág. 3), quien ahonda más en su estudio, 
estableciendo  que: 
 “el derecho de familia es una rama del derecho civil, que tiene por objeto material 
las instituciones familiares  de todo orden, a saber, la filiación, el matrimonio, la 
unión material de hecho, la protección del grupo familiar y de quienes lo componen, 
que son sus grandes centros de atención, entendidos como géneros cuyos 
desarrollos específicos nutren de contenido el campo de acción de este 
ordenamiento jurídico.”  
En cuanto a las funciones que ella tiene, vemos que, independientemente del tipo de familia de 
que se trate, ésta cumple ciertas características básicas que están relacionadas con lo que la 
familia hace. De hecho, como institución primordial de la sociedad, la familia desempeña ciertas 
funciones básicas que le son propias; éstas pueden variar en la forma cómo se expresen en el 
tiempo, pero en todas las épocas las familias las han ejercido. 
Una vez definida y analizada la familia como institución, es pertinente que consideremos   
varios puntos de vital importancia para su  análisis:  
El ( Código de la Niñez y la Familia , actualizada a noviembre 2013), dice en el Art. 98: 
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 “Familia biológica.- Se entiende por familia biológica la formada por el padre, la 
madre, sus descendientes, ascendientes y colaterales hasta el cuarto grado de 
consanguinidad. 
Los niños, niñas y adolescentes adoptados se asimilan a los hijos biológicos. Para 
todos los efectos el padre y la madre adoptivos son considerados como 
progenitores.” 
Para seguir avanzando en el análisis, es necesario considerar, que lo que se conoce como familia 
es resultante del matrimonio como principio general;  al respecto, los tratadistas Planiol y 
Ripert, sobre la familia, dicen:  
 
… “es el conjunto de personas que se hallan vinculadas por el matrimonio, por la 
filiación o por la adopción”. El concepto jurídico de familia, entonces se establece 
alrededor del parentesco y así comprende vínculos conyugales de sangre o 
puramente civiles.”  ( Manual de Derecho Civil Ecuatoriano, Libro Primero, 
Volumen I ) 
 
La familia es una Institución natural, con derechos anteriores a los de los Estados y superiores a 
toda la ley positiva. De ahí que el jurista Larrea Holguín sostiene que el hombre necesita en 
primer término, para existir y perpetuarse de una familia debidamente ordenada, porque está 
comprobado que solo la familia dotada de unidad y permanencia es la más apta para el buen 
desarrollo de las especies, para el progreso mental, cultural y material y aun más económico de 
los pueblos.  
 
En mi criterio personal, la familia  que en su  punto de partida se sustenta en vínculos  
biológicos,  en los años de vida va construyendo vínculos nuevos y sólidos sustentados en  
valores, en la formación intelectual, en la solidaridad resultante de soportar unidos  las 
adversidades, afrontar responsabilidades y en  compartir éxitos y aciertos, y con ella nacen un 
sin número de Instituciones que vienen de la mano, como el proceso de trabajo indispensable 
como fuente de supervivencia o la institución del matrimonio que busca dar permanencia a la 
institución familiar;   
 
En años recientes, bajo el concepto de protección a la familia y sus valores, el derecho ha 
reconocido y dado  vida jurídica y  las mismas oportunidades a la  Unión de Hecho;  y, 
sustentándose en la realidad social, se ha visto la necesitad jurídica de separación entre los 
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cónyuges, cuando ya no existe la comprensión y la posibilidad de una vida en común, 
admitiendo la institución del divorcio por causales y por mutuo consentimiento. 
 
Características del Derecho de Familia 
 
Sintonizando y recurriendo a la opinión autorizada de algunos tratadistas, nos permitiremos 
enunciar las siguientes características: 
 
a) Conviene destacar, en primer término, el carácter prominentemente moral de las 
relaciones familiares. Ninguna otra rama del Derecho -dicen Planiol y Ripert- tocan tan 
de cerca la moral)  
b) "la organización de la familia sólo es sólida cuando está fundada sobre una moral rigurosa. Las 
reglas que gobiernan el Derecho de Familia son más bien preceptos de moral que normas de 
Derecho". ( Manual de Derecho Civil Ecuatoriano, Libro Primero, Volumen I ) Naturalmente, 
que si bien toda norma jurídica es también moral, sin embargo hay ciertas leyes en las 
que puede muy bien resaltar o predominar el aspecto moral, y esto sucede efectivamente 
en el Derecho de familia; 
 
 b) Somarriva, entre otras características pone de relieve que "los actos de familia son de efecto 
absoluto en el sentido de que el estado civil a que ellos dan origen puede oponerse a cualquiera 
persona"; 
c) Fueyo,  enumera siete características propias del Derecho de Familia, y entre ellas la de que 
predominan en él las relaciones estrictamente personales sobre las patrimoniales; 
d) El mismo autor señala que en el Derecho de Familia predomina el interés social sobre el 
individual; 
e) Otra característica consiste en que el Derecho Familiar conserva el formalismo que tiende a 
desaparecer en otros aspectos del Derecho Privado;”  ( Manual de Derecho Civil Ecuatoriano, Libro 
Primero, Volumen I , pág. 40) 
f) “Mientras los derechos patrimoniales son transferibles por contratos o actos entre vivos y por causa 
de muerte, sucede, generalmente, lo contrario con los derechos familiares”; 




h) La representación, está fundamentalmente excluida del ámbito del Derecho de Familia, 
puesto que se trata de derechos de índole muchas veces personalísimos y que por ello sólo 
pueden ejercerse directamente por su propio sujeto activo; y, 
i) Mientras los contratos patrimoniales se rigen tanto en lo que toca a sus requisitos internos y 
externos como a sus efectos, por la ley vigente al tiempo de su celebración, los actos de familia 
se rigen sólo para la celebración, pero sus efectos quedan normados por la ley posterior.”  ( 
Manual de Derecho Civil Ecuatoriano, Libro Primero, Volumen I ) 
 
El carácter natural de la familia trae consigo una consecuencia de suma importancia: que ningún 
poder humano puede restringir arbitrariamente sus derechos, modificar su estructura esencial o 
privarle del ámbito de libertad y de los medios adecuados para su cabal desenvolvimiento. 
 
Desde luego, que aunque la familia en sus lineamientos generales, por ser una estructura natural, 
tiene fijeza, en cambio está sujeta a constante evolución en sus formas accidentales y en sus 
fines secundarios. 
Notables sociólogos como Livio señalan en la familia moderna el desarrollo del fenómeno de la 
concentración y simplificación. Hoy día los lazos familiares en un sentido social y afectivo, 
comprenden menor número de personas que en otros tiempos y las funciones de la familia se 
han restringido a lo esencial. 
 
En períodos de poco desarrollo o de crisis del poder político estatal, las funciones no 
desempeñadas por la autoridad civil han sido sustituidas, por los jefes de familia. 
 
Ahora bien, ¿cuáles son esas funciones estrictamente familiares que el Estado debe respetar y 
tutelar? Tenemos que responder que aquellas que la naturaleza misma del hombre impone. 
 
“El hombre necesita en primer término para existir, para prolongar la existencia de 
la especie en el tiempo, de una familia debidamente ordena-da. Los sociólogos 
demuestran que los estados de promiscuidad sexual no son estados primitivos de la 
humanidad sino de degeneración a la que han llegado ciertos pueblos que corren 
rápidamente a su extinción. 
Está comprobado que la familia dotada de unidad y permanencia es la más apta 
para el buen desarrollo de la especie y para el progreso mental y cultural, material 
y aún económico de los pueblos. 
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El matrimonio unitario e indisoluble crea el clima más propicio para el equilibrio 
moral de los individuos, fomenta la paz entre las personas y las familias, asegura la 
buena educación de los hijos.”  (Parra, “Derecho de Familia”, 2008, pág. 3) 
 
Aparte de la finalidad procreadora que acabamos de ver, que constituye la primera función de la 
familia, ésta debe cumplir la función educadora. No basta que nazcan hombres, es preciso que 
subsistan, y que lleguen a su pleno desarrollo. Lo que en los animales se hace por instinto, en 
los hombres requiere aprendizaje, y aprendizaje a veces largo y penoso que exige paciencia, 
renovados esfuerzos, dedicación desinteresada, sacrificio generoso de otros para que un hombre 
llegue a la posesión de los conocimientos y costumbres, de los sentimientos ordenados y de los 
valores morales adecuados para la vida. Esa labor ardua, que exige compenetración de espíritus, 
vida en común, sentido desinteresado de sacrificio, en una palabra, amor, solamente pueden 
cumplirla aquellos a quienes la naturaleza misma inclina irresistiblemente a cuidar de la nueva 
criatura, es decir, los padres. 
 
Se ha observado que aún entre los animales los padres cumplen una cierta función de 
adiestramiento o desarrollo de los instintos naturales de los hijos. Y mientras la especie es más 
débil los cuidados de los padres a los hijos tienen que ser más prolongados, dándose en algunas 
especies el caso de que la pareja de progenitores se mantienen unidos toda la vida para cuidar 
largamente de la prole. Ahora bien, como observa Ninkof:  
 
“El hombre es el ser más desvalido al nacer, y al mismo tiempo que tiene que llegar 
a una elección -aun hablando sólo desde el punto de vista natural- y desarrollo 
extraordinario, sin parangón en la naturaleza, de aquí que, los padres tienen que 
cumplir una función educadora infinitamente más importante que la de cualquier 
animal. De allí se deriva también la necesidad de la unión de los padres”. 
(Parraguéz Ruiz) 
Ya hemos visto que nuestro Código Civil no define la familia, (salvo para el derecho de 
habitación: Art. 829) pero se refiere numerosas veces a ella y en unos casos se da un alcance 
mayor y en otros uno menor a "la institución familiar”. 
 
Cuando el artículo 27 se refiere a "los parientes de una persona" ( Código Civil, Registro Oficial 
Suplemento 46, pág. 70), no dice exactamente lo mismo que la "familia de una persona", pero sí 
algo que más o menos coincide, y se enumeran allí a los cónyuges, los ascendientes y 
descendientes, los colaterales legítimos hasta el cuarto grado (primos hermanos), y los afines 
hasta el segundo grado (cuñados). 
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En el artículo 829 del Código Civil, para los efectos de los derechos de uso y habitación se 
señala quiénes se comprenden incluidos en la familia de una persona: los cónyuges, los hijos 
legítimos e ilegítimos actuales o futuros, los sirvientes necesarios, los allegados actuales y los 
alimentarlos. Esta familia, en sentido bastante amplio, se reconoce para sólo esos efectos del 
derecho de uso o de habitación, pero también en el concepto social se considera que esa es la 
familia de una persona, en sentido amplio, y puede este concepto tener otras aplicaciones 
jurídicas. 
 
El matrimonio, base de la familia 
 
El genio jurídico de Don Andrés Bello, que no sólo sabía apreciar el valor de la tradición y de 
las creencias de una nación sino, ante todo, subordinar la norma jurídica a la moral, a la recta 
razón y a las verdades trascendentes de la religión, definió el matrimonio en la forma que ha 
perdurado casi hasta hoy en nuestro Código, a pesar de tantas y tantas modificaciones como ha 
sufrido este cuerpo de leyes. He aquí como definía el matrimonio, el artículo 81 del ( Código 
Civil, Registro Oficial Suplemento 46): 
 
Art. 81.- "El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y, una mujer 
se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de 
procrear y de auxiliarse mutuamente" (La Le)' 43 suprimió las palabras "actual e 
indisolublemente"). 
Esta definición que tan objetivamente corresponde al objeto definido, que tantos años inspiró 
realmente toda la legislación ecuatoriana sobre la familia, que ha sido respetada por los mismos 
audaces reformadores no es hoy día más que un símbolo de lo que fue el matrimonio ante la 
legislación de este país, y como una meta a la que deben dirigirse los esfuerzos para que vuelva 
a ser lo que debe ser. 
No se puede tachar este ideal de retrógrado. No se esgrima en contra suya el argumento del 
progreso. En efecto, querer que coincidan las instituciones de una nación con sus creencias más 
profundas, con sus costumbres más puras, enraizar el derecho en la tradición, son exigencias del 
progreso mismo y de la técnica científica. 
 
El Ecuador, país hondamente respetuoso de la razón y respetuoso de sus propias creencias 
religiosas, no puede aceptar que se le imponga por más tiempo en nombre de un vacuo 




Y, actualmente, -decía-, la definición del matrimonio como un “contrato indisoluble, para toda la 
vida” ( Código Civil, Registro Oficial Suplemento 46, pág. 60) (...) es tan sólo un símbolo. Representa 
una gloriosa traición de la lealtad a los principios de moral, pero de ningún modo, lo que de 
hecho es ante todo los poderes civiles. 
 
La sociedad, que cada día se connaturaliza más, encuentra más disculpable el divorcio por 
razones aparentes, sentimentales. 
 
Al escándalo legal ha seguido pues la lenta deformación de las conciencias, y hoy es preciso 
restaurar no solamente las instituciones jurídicas, sino también las costumbres y las mismas 
ideas. 
 
En cuanto al vínculo mismo, es algo mucho más profundo y sagrado, y escapa a la competencia 
del Estado. 
 
Las múltiples reformas al matrimonio civil han ido debilitando progresivamente el sentido de la 
estabilidad de esta básica institución;  finalmente, la Ley 43, bajo el pretexto de buscar mayor 
igualdad del marido y la mujer (en los Considerandos de la Ley se declara que ése es su objeto), 
se reforma de modo injustificado y dañino la definición del matrimonio, como que se quisiera 
borrar de la ley aun el ideal de un vínculo estable y se ha suprimido el calificativo de 
"indisoluble y para toda la vida". Ni siquiera perdura la determinación de que la unión 
matrimonial ha de ser "actual", también esto se ha suprimido y por tanto, cabría el matrimonio a 
plazo o con condición suspensiva, todo lo que hace absurda y degradante la nueva definición, 
que dice así: Art. 81: "Matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen 
con el fin de vivir juntos, procrear y auxiliarse mutuamente". ( Código Civil, Registro Oficial Suplemento 
46) 
 
El cumplimiento más perfecto de esos fines exige a su vez que el matrimonio esté dotado  de 
unidad y de indisolubilidad, a las que se oponen la poligamia, la poliandria y el divorcio. 
 
Sería largo y árido examinar los argumentos biológicos y sociológicos que demuestran cómo la 
procreación es difícil, y en casos extremos imposible, sin respetar la unidad del matrimonio que 
excluye la poligamia, la poliandria y la promiscuidad sexual, y la indisolubilidad que tutela la 






Efectos civiles del matrimonio.  
 
Dado el fin de la sociedad política: el bien común temporal, es evidente que compete al Estado 
una amplia jurisdicción sobre los efectos civiles del matrimonio. Al regular esos efectos, dentro 
de las normas de la moral, con justicia y prudencia, el Estado promueve eficazmente el bien 
común, que es su finalidad. 
 
Como el fin de la Iglesia es distinto del Estado, ambas potestades pueden cumplir el suyo 
propio, sin perjudicarse. Pero como el bien del hombre es uno solo aunque tenga muchos 
aspectos, las dos facetas de su fin (temporal y eterno) tienen que coordinarse debidamente, de 
otro modo no se puede cumplir el fin total y perfecto del hombre ni de la sociedad. La perfecta 
concordancia de las normas eclesiásticas y civiles es necesaria, como en pocas cosas, en el 
delicado asunto del matrimonio. De no existir esa perfecta coordinación, no habrá verdadero 
orden jurídico, y tampoco puede haber sólida paz, armonía, perfección en la familia y en la 
sociedad. 
 
El Estado debe, en primer término, abocar con plena responsabilidad la regulación de los efectos 
civiles del matrimonio, cuestiones patrimoniales, relativas  a  domicilio y  nacionalidad de los 
cónyuges, parentesco, subordinación, herencias, alimentos, patria potestad, tutelas, adopción, 
etc., y al mismo tiempo que satisfaga con celo su propia misión, no debe inmiscuir-se en lo que 
no le corresponde, no debe invadir el campo de acción asignado a la Iglesia por la naturaleza, 
por el carácter sagrado del vínculo matrimonial y por disposición expresa del mismo Autor de 
todas las cosas. 
 
“Que el consentimiento se exprese en forma válida y que no dé lugar a dudas o 
discusiones, tal ceremonia o "matrimonio civil", puede ser necesaria o por lo menos 
conveniente, pero solamente para quienes no tengan religión. Por otra parte, el 
Estado debe vigilar que los matrimonios contraídos por cada ciudadano según su 
respectiva religión se ajusten a las normas del Derecho Natural, dejando en todo lo 
demás amplísima libertad a todas las confesiones y creencias religiosas.”  (Cevallos 
Guerra) 
 
Historia del matrimonio en el Ecuador 
 
Las leyes españolas vigentes en la época colonial y en los primeros años de la República 




Igual cosa sucedía con el Código de Don Andrés Bello, adoptado por el Ecuador y varios otros 
países americanos. Así el artículo 99 del ( Código Civil, 1889) en la edición inmediata anterior a 
las reformas liberales, o sea en la edición de 1889, decía así:  
 
"Toca a la autoridad eclesiástica decidir sobre la validez del matrimonio que se 
trata de contraer o se ha contraído. La Ley Civil reconoce como impedimento para 
el matrimonio los que han sido declarados tales por la Iglesia Católica; y toca a la 
autoridad eclesiástica decidir sobre la existencia y conceder dispensa de ellos".  
 
Como nuestro país era entonces un Estado confesional que reconocía oficialmente como 
religión del Estado a la católica, dicho artículo se encuadraba plenamente en ese sistema. 
A pesar de que la población ecuatoriana era prácticamente en su integridad católica, se 
consideró sin embargo la necesidad de regular la situación de contados extranjeros no católicos 
que podrían querer contraer matrimonio en el Ecuador, y así se dispuso en 1873 que "los que sin 
ser católicos quisieren contraer matrimonio en el Ecuador, deben sujetarse a las prescripciones 
de las leyes civiles y canónicas". (Art. 1 de la Ley, y que reformaba el Art. 114 del Código 
Civil). 
 
En 1902, sin que hubiera cambiado sustancialmente la configuración demográfica del país, ni 
evolucionado la conciencia popular, por la simple imposición de una minoría que subió al poder 
por la fuerza de las armas, contra la voluntad mayoritaria del Estado, se impuso 
precipitadamente una Ley de Matrimonio Civil, que entró en vigencia el 1 de enero de 1903, y 
que hace grave injuria a los derechos de la Iglesia, de los católicos, y vulnera la libertad de 
conciencia en muchos aspectos. Dicha Ley, abría la puerta al divorcio, contrario a la Ley 
natural. 
 
El divorcio se concedía únicamente por el adulterio de la mujer, y los divorciados no podían 
volverse a casar sino diez años después. Pero, una vez abierta la brecha, fácilmente se amplió la 
posibilidad de disolver el hogar; las reformas de 1904, 1910 y 1912 suprimieron aquel plazo de 
espera, y aumentaron las causales de divorcio hasta enumerarlas en varios incisos, algunos de 
los cuales comprenden en rigor varias causas; además, se introdujo el divorcio por mutuo 
consentimiento. Desde 1935, el divorcio por mutuo consentimiento pudo realizarse mediante un 
trámite sumarísimo, practicable en un día ante un funcionario de ínfima categoría como el Jefe o 
Teniente Político, o también en forma tácita por la separación de más de tres años: se estableció 
el trámite verbal sumario para los divorcios por causases de ley, se aumentaron dichas causales 
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y se suprimió la simple separación de cuerpos o divorcio no vincular ("semipleno" o 
"imperfecto"). La supresión de la separación conyugal agravaba la situación de los católicos, y 
en general de quienes consideran el matrimonio indisoluble, pues para solucionar difíciles 
situaciones domésticas tendrían en adelante que recurrir a la única institución que quedaba: el 
divorcio vincular, contrario a su conciencia. 
 
“En 1940 se inicia una reacción en favor del robustecimiento de la familia. En ese 
año se suprimió el trámite sumarísimo para el divorcio por mutuo consentimiento, 
así como el llamado "divorcio tácito"; en cambio se estableció otro trámite sumario, 
que por lo menos da lugar a alguna pausa y garantiza que quede regulada la 
situación en que han de quedar los hijos de los divorciados. 
En 1958 se restableció el divorcio semipleno, con el nombre de "separación 
conyugal judicialmente autorizada"; se retocaron un poco las causales de divorcio, 
aunque sin suprimir ninguna y se corrigieron algunos defectos formales y 
contradicciones de la ley. 
En 1961 se dictó una ley que entró en vigencia en 1962 (RO 78 del 9-nov-1962), por 
la cual se regula el sistema de citación del cónyuge cuyo domicilio se desconoce, 
para evitar fraudes en el juicio de divorcio; se permite intentar la acción de nulidad 
de la sentencia de divorcio hasta dentro de un año de pronunciada y ejecutoriada; 
pero, por desgracia, en un artículo muy mal redactado, confuso y ambiguo, se 
desvirtúan el verdadero sentido de la separación conyugal judicialmente 
autorizada, aunque la jurisprudencia de la excelentísima Corte Suprema parece que 
intenta corregir este desatino. Esta misma reforma prohíbe a los divorciados 
contraer nuevo matrimonio antes de un año, modificando así tácitamente el artículo 
128. 
En junio de 1967 se introdujo una nueva causa de divorcio, la separación de más de 
10 años, que puede ser alegada aún por el culpable, lo que es el colmo del absurdo 
jurídico. Pronto se rebajó este plazo a sólo 4 años. 
Aunque la Ley 256 permite a cualquiera de los cónyuges pedir la terminación y la 
liquidación de la sociedad conyugal, se quiso poner en duda que pudieran hacer esa 
petición los dos conjuntamente, y para evitar cualquier dificultad, el  legislador  
declaró,  mediante la  Ley  73,  que  ambos pueden solicitar de consumo la 
terminación y la liquidación (de la sociedad conyugal. (RO 58 del 14-ago-1981). 
La Constitución de 1978 prescribió que la unión marital monogámica y estable, sin 
matrimonio (concubinato), debería producir efectos patrimoniales similares al 
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vínculo matrimonial, lo cual fue regulado por la Ley 115, promulgada en Registro 
Oficial 399 del 29 de diciembre de 1982. 
La Ley 43, promulgada en el Registro Oficial 256 del 18 de agosto de 1989, 
pretende perfeccionar la igualdad de los cónyuges, y en algunos puntos lo consigue, 
aunque en otros incurre en graves errores que deben muy pronto ser a su vez 
reformados por la Ley 88 publicada en el Registro Oficial 492 del 2 de agosto de 
1990. La primera de estas dos citadas leves, da nuevas facilidades para el divorcio, 
reduciendo hasta lo increíble el tiempo de separación o abandono ilegal como 
causa de ruptura del vínculo. Sin razón ni motivo alguno, comete el grave error de 
suprimir la separación conyugal judicialmente autorizada, regresando así a la 
situación que tuvimos en 1935, y dejando sin protección a los cónyuges y a los hijos 
de los cónyuges que no puedan mantener la vida común. Hay un contrasentido total 
en reconocer efectos jurídicos a las uniones de hecho y en cambio desconocer todo 
efecto jurídico a las separaciones, no regularlas, dejando a los cónyuges y a los 
hijos sin protección legal. La ley 88 corrigió algunos errores técnicos de la Ley 43, 
pero no enmendó lo más grave: lo relativo al divorcio ni la supresión injustificada 
de la Separación Conyugal judicialmente autorizada, de este modo, se ha 
consumado la máxima degradación de nuestra legislación matrimonial.”  (Derecho 
Civil del Ecuador, Tercera edición, la Familia, Contratos, Sociedad) 
 
Lo que hoy día se debate entre los tratadistas es si el matrimonio es solamente un contrato o si 
debe considerarse más bien una institución, o por lo menos, si después de celebrado el contrato, 
el matrimonio continúa produciendo sus efectos como una institución. 
 
El matrimonio se considera institución porque: a) Tiene un contenido fijo, que no depende de 
las partes contratantes; b) Produce unos efectos que la simple voluntad no puede por sí sola 
producir; y, c) Quienes lo contraen no pueden alterar sus normas o hacerlo terminar 
arbitrariamente. 
 
“Nuestro Código establece que los efectos del matrimonio se producen a partir de 
la inscripción del matrimonio en el Registro Civil. Pero por otra parte, la misma 
definición del artículo 81, nos habla de unión actual, luego, hay que reconocer que 
la misma Ley Civil tiene que admitir que una cosa es el vínculo matrimonial sobre 
el cual no tiene potestad la Ley Civil, y otra cosa son sus "efectos civiles", los 
cuales, bien pueden comenzar a producirse algo después de celebrado el 




Requisitos de existencia del matrimonio 
 
El matrimonio normalmente debe existir, ser válido y además lícito. Pero cabe la figura del 
matrimonio inexistente, que no es, que no existe; y se opone a la validez propiamente la 
nulidad; por fin, lo contrario de la licitud es naturalmente la ilicitud. Un matrimonio puede ser 
válido pero ilícito; y aun se concibe que sea nulo, aunque se considere que en alguna forma 
existe, que no es inexistente. 
 
La figura más discutida es la de la inexistencia del matrimonio. La mayor parte de las 
legislaciones solamente hablan de validez o nulidad, pero no de existencia o inexistencia. Para 
muchos tratadistas se identifica el ser válido al existir, y el ser nulo al no existir. 
 
Para que exista el matrimonio, señala Zachariae se requiere una situación de hecho (quaestio 
facti), es decir que se haya verificado o no un acontecimiento que las leyes tipifican con el 
nombre de matrimonio, los requisitos de validez atañen a una cuestión de derecho (quaestio 
iuris), es decir, si esa relación o acontecimiento ha surgido en tales circunstancias que se lo 
pueda calificar como jurídicamente eficaz o válido. 
 
Concretamente para que exista el matrimonio, deben reunirse tres condiciones: 1. La diferencia 
de sexo de los contrayentes; 2. El consentimiento de las partes; y, 3. La solemnidad, o sea la 
manifestación del consentimiento delante del funcionario correspondiente. 
 
Desde luego, para que simplemente exista el matrimonio basta que haya "un" consentimiento de 
ambos cónyuges: es decir que si tal consentimiento es real pero está viciado, dará lugar a 
nulidad y no a inexistencia del mismo; la solemnidad esencial basta para que el matrimonio 
exista, aunque luego la falta de determinadas solemnidades pueda causar su nulidad. 
 
Hablando de los requisitos para la validez del matrimonio, la regla más general sobre la validez 
y nulidad de los actos, es sin duda la del artículo 9. Los actos que la ley prohíbe son nulos y de 
ningún valor, salvo que se designe otro efecto que el de nulidad para el caso de contravención; 
así, pues, si no se determina expresamente otra sanción distinta, en lugar de la nulidad, la 
contravención de la ley produce ésta. 
 
Para los contratos, precisa el 1697 la necesidad de que se cumplan los requisitos exigidos por la 
ley a fin de que sean válidos,  en caso contrario serán nulos. "Es nulo todo acto o contrato al que 
falta alguno de los requisitos que la Ley prescribe para el valor del mismo acto o contrato, según su 
especie y la calidad o estado de las partes". (Parraguéz Ruiz) 
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Los requisitos para la validez del matrimonio v el pronunciamiento sobre su valor o su nulidad 
corresponde juzgar, en el matrimonio de personas católicas a la autoridad eclesiástica, por 
tratarse de un sacramento. Así lo reconocían nuestras leyes hasta 1902, así se obligó también en 
el campo internacional nuestro país a respetarlo, mediante el Concordato celebrado con la Santa 
Sede en 1862. Pero desgraciadamente, pasando por encima de lo solemnemente prometido, 
burlando la libertad de las conciencias, y sin causa alguna que lo justificara, el legislador de 
aquel año, impuso a la inmensa mayoría católica del país unas disposiciones que despojan 
arbitrariamente a la Iglesia de su competencia y la atribuyen al Estado. 
 
 
En su precipitado e injusto proceder, el legislador ecuatoriano tuvo que improvisar una 
legislación, en buena parte calcada de la Ley chilena del Matrimonio Civil de 1884, aunque 
aquella no reconocía ni reconoce ningún género de divorcio vincular y la nuestra parece que fue 
toda ella forjada con el fin de atacar la indisolubilidad de la familia legítima. La Ley chilena a 
su vez, pretende adaptar o reproducir en parte, la legislación canónica sobre el matrimonio. 
Nuestro legislador adoptó, pues, aquellas disposiciones a veces, manifiestamente, sin 
entenderlas, de donde se siguen numerosas incongruencias que desdicen de la majestad y 
corrección de la Ley. 
 
 
El artículo 109 de nuestro Código, introducido por la Ley de 1902, era copia senil del artículo 1 
de la Ley de Matrimonio Civil Chilena de 1884, Ley que surgió como producto de polémicas 
incidentales entre las autoridades civiles y eclesiásticas de aquel país, y tiene ese carácter 
polémico y transitorio: "Para que el matrimonio produzca efectos civiles, es necesario que se celebre 
con arreglo a las prescripciones de este Código". Este artículo se suprimió en 1970. 
 
La expresión demasiado absoluta de dicho artículo, podría conducir a que se creyera que 
cualquier violación de la Ley produce la nulidad del matrimonio. Pero no es así. Por el 
contrario, el viejo principio del Derecho Canónico de que "el matrimonio goza del favor del 
derecho", inspira sin duda también nuestra ley, y por tanto, solamente producen nulidad las 
causas expresamente señaladas por ella, y no cualquier contravención de la misma. 
 
La Ley 256 de 1970 derogó dicho artículo 109 y clasificó mejor las causas de nulidad. 
Siguiendo la doctrina canónica que es la fuente remota de nuestra desordenada Ley, podemos 
distinguir tres causas fundamentales de nulidad de los matrimonios, cada una de las cuales 
comprende varios casos particulares. Un matrimonio puede ser nulo: a) bien porque existe uno o 
más impedimentos dirimentes, o sea prohibiciones legales sancionadas precisamente con la 
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nulidad; b) o porque el consentimiento de uno o ambos contrayentes ha sido viciado; c) o 
finalmente porque no se han cumplido todas las solemnidades esenciales. 
 
Sin llamarlos así, el artículo 95 de nuestro Código Civil recoge casi todos los impedimentos 
dirimentes de nuestra legislación civil. 
 
 “Es nulo el matrimonio contraído por las siguientes personas: 
1. El cónyuge sobreviviente con el autor o cómplice del delito de homicidio o 
asesinato del marido o mujer; 
2. El hombre o mujer, con su correo en el delito de adulterio (derogado por la Ley 
43); 
3. Los impúberes; 
4. Los ligados por vínculo matrimonial no disuelto; 
5. Los impotentes; 
6. Los dementes; 
7. Los parientes por consanguinidad en línea recta; 
8. Los parientes colaterales y en el segundo grado civil de consanguinidad; y, 
9. Los parientes en primer grado civil de afinidad.”  (Codigo Civil, Registro Oficial 
Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al octubre del 2013) 
 
Según el artículo 89,  además resulta impedimento dirimente para el menor que no haya 
cumplido 16 años, la falta de licencia de sus padres, ascendientes o guardadores. Podemos, 
pues, decir que son diez los impedimentos dirimentes contenidos en nuestro Código. Los 
estudiaremos separadamente más adelante. 
 
Una nueva reforma ha introducido la Ley 43, de 1989, consistente en suprimir las palabras "o 
los tenientes políticos en las parroquias rurales". Considero muy inconveniente esta 
modificación, puesto que se hace más difícil la celebración del matrimonio y se restringe la 
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legítima libertad de escoger entre dos funcionarios. En lugares pequeños puede tener mucha 
importancia esta ilegítima restricción de la libertad, ya que suelen ser fre-cuentes las 
enemistades entre algunas personas y por lo menos el poder acudir tanto al Teniente Político 
como al funcionario de Registro Civil, significaba una razonable opción que ahora ya no existe. 
 
Para que el matrimonio además de válido sea también lícito, o plenamente lícito, es necesario: 
a) No debe contravenir ninguna prohibición, es decir, no debe haber ningún impedimento 
simplemente impediente; b) Se debe cumplir con todas las solemnidades legales, aún aquellas 
que no sean esenciales para la validez. 
 
El Art. 100, del Código Civil, dispone: 
 
 "El matrimonio civil en el Ecuador se celebrará ante el Jefe de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación en las ciudades cabeceras de cantón del domicilio de 
cualquiera de los contrayentes o ante los jefes de área de Registro Civil. En todo 
caso, el funcionario competente puede delegar sus funciones a cualquier otro 
funcionario administrativo. Siempre se requiere la presencia de dos testigos". ( Ley 
del Registro Civil Identificación y Cedulación 125, R.O. 479, 26-IV-1983 ) 
 
El Art. 101, prescribe: "Los contrayentes deben comparecer al acto de la celebración, sea 
personalmente, o por medio de apoderado con poder especial, otorgado ante Notario Público". ( Ley del 
Registro Civil Identificación y Cedulación 125, R.O. 479, 26-IV-1983 ) 
 
El Art. 102, dispone: "Son solemnidades esenciales para la validez del matrimonio: 
1. La comparecencia de las partes, por sí o por medio de apoderado especial, ante 
la autoridad competente; 
2. La constancia de carecer de impedimentos dirimentes; 
3. La expresión del libre y espontáneo consentimiento de los contrayentes; 
4. La presencia de dos testigos hábiles; y, 





El Art. 103, dispone: Podrán ser testigos de las diligencias previas al matrimonio, y 
del acto mismo, todos los que sean mayores de dieciocho años, varones o hembras, 
menos los siguientes: 
1. Los dementes; 
2. Los ciegos, los sordos y los mudos; 
3. Los mendigos; 
4. Los rufianes y las meretrices; 
5. Los condenados por delito que haya merecido más de cuatro años de prisión; y, 
6. Los que no entienden el idioma castellano, o el quichua, o el shuar u otro idioma 
ancestral, en su caso."  (De Coulanges, 1978, pág. 15) 
 
“Todos los demás detalles de la celebración del matrimonio quedan para la reglamentación. En cambio, 
sería conveniente que el Código tratara sobre la posible oposición al matrimonio.” (De Coulanges, 
1978, pág. 60). Si alguien conoce de la existencia de un impedimento, podría oponerse, pero no 
se indica en qué forma debe hacerlo, y qué procedimiento se debe seguir sea para desvirtuar la 
existencia del impedimento, sea para probarla e impedir realmente la celebración. El Código de 
Procedimiento Civil solamente hace referencia a la oposición de los padres u otros ascendientes 
o guardadores, cuando se trata del matrimonio de menores de edad, pero nada encontramos 
sobre la oposición al matrimonio de los mayores de edad, por la existencia de uno o más 
impedimentos. 
 
El artículo 91 del Código Civil, reza: "El matrimonio celebrado en nación 
extranjera, en conformidad a las leyes de la misma nación o a las leyes 
ecuatorianas, surtirá en el Ecuador los mismos efectos civiles que si se hubiere 
celebrado en territorio ecuatoriano. Pero sí la autoridad competente ha declarado 
la insubsistencia o nulidad de un matrimonio celebrado en nación extranjera, se 
respetarán los efectos de esa declaración. 
Sin embargo si un ecuatoriano o ecuatoriana contrajeren matrimonio en nación 
extranjera, contraviniendo de algún modo a las leyes ecuatorianas, la 
contravención surtirá en el Ecuador los mismos efectos que si se hubiere cometido 
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en el Ecuador". (Codigo Civil, Registro Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, 
actualizado al octubre del 2013) 
Este artículo está inspirado en la doctrina internacional del respeto a los derechos adquiridos: si 
se adquiere el estado civil de casado en el extranjero, ese derecho vale también en el Ecuador, si 
se declara nulo o insubsistente el matrimonio en el extranjero, también se considera como tal en 
el Ecuador. Pero los derechos adquiridos en el extranjero valen solamente si se cumplen dos 
condiciones: 1. Que tales derechos se hayan constituido de conformidad con la ley 
internacionalmente competente (es decir, que si no se ha aplicado la ley que había que aplicar, 
por ej. la ecuatoriana, no hay derecho adquirido), y 2. Que no se viole el orden público del país 
en el cual se pretende hacer valer los derechos adquiridos.  
 
Por esto último, el artículo 129 señala una importante excepción al principio formulado en el 
artículo 91 y consiste esa excepción en que no puede disolverse en el extranjero el matrimonio 
contraído en el Ecuador si uno o ambos cónyuges son ecuatorianos. 
 
La Ley 256 introdujo, con acierto, la aplicación del principio de reciprocidad: los extranjeros 
pueden hacer matrimonio diplomático en el Ecuador.  
 
Terminación Del Matrimonio 
 
Según  el artículo 105 del Código Civil: 
 
 "El matrimonio termina: 
1. Por la muerte de uno de los cónyuges; 
2. Por sentencia ejecutoriada qué declare la nulidad del matrimonio; 
3. Por sentencia ejecutoriada que conceda la posesión definitiva de los bienes del 
desaparecido; y, 
4. Por divorcio". (Codigo Civil, Registro Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, 




1.3. Definición de Divorcio, y Normativa Legal según la Legislación Ecuatoriana 
El Divorcio según la Historia de la Humanidad. 
En las diferentes épocas el divorcio ha tomado diversas connotaciones; es así, como citaremos 
algunos casos:  
 
a) Divorcio- Repudiación. Los Romanos conocieron el divorcio y lo practicaron de   manera 
abundante en sus dos formas: Por Mutuo Consentimiento (Buana gratia) y por la voluntad de 
uno solo (repudium). 
b) En el Antiguo Testamento se establecía el repudio como forma de anonadas al vínculo 
matrimonial, Es así como en el versículo 24,1 del “Deuteronomio se permite al hombre repudiar la 
mujer que le desagrada, En estos casos no se establecen causales sino la sola voluntad del hombre de 
deshacer el vínculo para contraer un nuevo, sin dar ninguna explicación por sus actos.”  ( Biblia de 
Jerusalén, 1975)   Esta forma de misoginia está en otros apartes de la biblia inclusive en el nuevo  
testamento donde, en la epístola de San Pablo, se le da relevancia a la mujer sólo integrando la 
unión con el hombre con el único propósito de procrear. 
 
c)  “El Divorcio Por Mutuo Consentimiento. Se fundamenta en la idea de que como 
el matrimonio es un contrato puede formarse y disolverse por mutua voluntad, como 
ocurre en Alemania, México,  Costa Rica los Países Socialistas inclusive en 
Colombia cuyo decreto 1900  de 1989 permitía el divorcio civil ante Notario por el 
Mutuo Consentimiento el cual fue derogado expresamente por la Ley 25 de 1992 
que abrogó además el Art 5 de la Ley 1ª de 1976, y los decretos 2458 de 1988 
(separación de cuerpos ante notario) y las disposiciones que le sean contrarias” 
(Parra, “Derecho de Familia”, 2008, pág. 5) 
d) Por "divorcio", en general, se entiende la separación de los cónyuges, la cesación temporal o 
definitiva de la vida en común. Este fenómeno puede producirse como un simple hecho, o acto 
antijurídico, al margen de la ley, o bien, estar regulado por ella en cuanto a sus causas, su modo 
de realizarse y sus consecuencias. 
 
Cuando la ley positiva regula el divorcio, suele hacerlo fundamentalmente de dos maneras: 
permitiendo la separación de los cónyuges pero respetando la permanencia del vínculo, de tal 
manera que continúan obligados a guardarse fidelidad y a veces también subsisten otras 
obligaciones; o por el contrario, la ley positiva, violando el Derecho Natural, pretende romper el 
vínculo indisoluble y dejar así en libertad a los cónyuges para que puedan incluso volver a 




La primera posición es la adoptada por la legislación canónica y la de algunos países. Dicha 
separación no vincular, adopta muchos nombres: divorcio imperfecto, divorcio semipleno, 
separación de cuerpos, separación conyugal, o simplemente "separación", "divortium quoad 
thorum et men-sam", etc. Naturalmente que las diversas legislaciones varían no sólo en las 
denominaciones sino también en el régimen mismo de la institución, pero en todo caso 
coinciden en el principio de respeto a la indisolubilidad del vínculo, y por consiguiente, a la 
prohibición de que los cónyuges vuelvan a casarse con otra persona mientras el matrimonio no 
se disuelve por su causa natural que es la muerte. Pero hoy, cuando se habla de divorcio, se 
entiende vincular. 
 
Un factor importante de difusión del divorcio fue la Revolución Francesa, que, inspirada en una 
ideología extremadamente individualista y sentimental o romántica, no tuvo en cuenta los 
intereses y derechos de la sociedad que muchas veces exigen auténticos y duros sacrificios a los 
ciudadanos. 
 
Toda una abundante literatura de muy diversos estilos y géneros, difundió a lo largo del siglo 
XIX las "excelencias del divorcio" tanto para convencer, contra la experiencia cotidiana, que en 
la ruptura del vínculo conyugal está poco menos que la puerta de la felicidad. 
 
Se ha ponderado los sufrimientos, las desgracias de un hogar mal avenido, y se ha pretendido 
que la salvación de la felicidad está en la facilidad de cambiar de cónyuge, como se puede 
cambiar un objeto de poca importancia. Se cierra los ojos ante el hecho fundamental de la 
naturaleza misma del vínculo que es indisoluble, y se procura presentar casos extremos -aislados 
siempre- que impresionan a la sensibilidad, a los sentimientos, para justificar lo injustificable. 
 
Por otra parte, no se tiene en cuenta la justicia. Se miran las cosas parcialmente, sólo desde el 
punto de vista del sufrimiento, de evitar el sufrimiento, como si ese fuera el fin de la vida. Y por 
encima de esas consideraciones morbosamente sentimentales está el sentido del deber, de la 
dignidad y de la justicia olvidada. 
 
No consideran los defensores del divorcio que la ruptura del vínculo es un premio para el 
delincuente, para el culpable de la disolución del hogar, a quien se deja en libertad de dar rienda 
suelta a sus pasiones o de formar un nuevo hogar que frente a la Ley Civil sería "legítimo". 
Tampoco tienen en cuenta que la mayor parte de las veces las personas que fracasan en el 
matrimonio, que se manifiestan incapaces de hacer la felicidad del otro cónyuge y la propia, 
adolecen de vicios morales o de defectos psicológicos que les incapacitan por igual para ser 
felices en otras circunstancias. Las estadísticas demuestran que entre los divorciados se 
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encuentra un alto porcentaje de suicidas: gentes que no sólo fracasan en el intento de formar un 
hogar, sino en la vida misma. Y quizá por esta razón, la mayor parte de las veces el segundo 
matrimonio contraído por tales personas fracasa tan rotundamente como el primero. 
 
"La sola idea del cambio, incita al cambio" (López Garcés, 2010)  , se ha dicho, y es una gran verdad. 
Quien se sabe ligado para toda la vida, incluso por exigencias de la Ley Civil, está dispuesto al 
sacrificio, a ceder ante los incentivos del amor propio, a tener a raya las pasiones, para 
resguardar una unidad que de todos modos debe conservarse. Por el contrario, abierta la puerta 
del divorcio, fácilmente se cede ante muchas tentaciones, sabiendo que queda la solución 
cómoda de divorciarse. Así se explica el crecimiento inmenso del divorcio en las sociedades en 




Nunca se podrá evitar, de todos modos, que ciertos individuos fracasen en el matrimonio, como 
no se podrá evitar que algunos fracasen en los negocios, otros tengan mala salud o se conviertan 
en criminales. Pero corresponde también al Derecho disponer medidas adecuadas que 
respetando el orden natural, pueden reparar, al menos en parte, las consecuencias perniciosas 
para los individuos y para la sociedad de los matrimonios mal avenidos. A veces, esas medidas 
serán relativas al régimen de bienes y tenderán a resguardar el patrimonio personal de los 
cónyuges, la subsistencia de los hijos, etc., otras veces, será preciso modificar la capacidad 
jurídica de los cónyuges, dar mayor libertad a la mujer, o someter al marido a interdicción, etc., 
en casos extremos se impone la separación temporal o definitiva de los cónyuges, manteniendo 
en todo caso el vínculo matrimonial. 
 
Clases de divorcio 
 
Ya hemos señalado la distinción entre divorcio vincular o propiamente dicho, y la separación 
ele cuerpos (que adopta diversas denominaciones). En adelante, al hablar de divorcio, nos 
referiremos exclusivamente al que disuelve el vínculo conyugal. 
 
Una división muy importante es la del divorcio por causales de ley o por mutuo consentimiento. 
Y podría agregarse una tercera clase, aunque muy rara: el divorcio por voluntad unilateral. Esta 
última es prácticamente desconocida en el mundo moderno 44.  
 




El Art. 110 del Código Civil, dispone: "Son causas de divorcio: 
1. El adulterio de uno de los cónyuges; 
2. Sevicia; 
3. Injurias graves y actitud hostil que manifiesten claramente un estado habitual de 
falta de armonía de las dos voluntades en la vida matrimonial; 
(La Ley 43 sustituyó el numeral 3 por el siguiente: 3. Injurias graves o actitud hostil 
que manifiesten claramente un estado habitual de falta de armonía de las dos 
voluntades en la vida matrimonial). 
4. Amenazas graves de un cónyuge contra la vida del otro; 
5. Tentativa de uno de los cónyuges contra la vida del otro, como autor o cómplice; 
6. El hecho de que dé a luz la mujer durante el matrimonio, un hijo concebido antes 
siempre que el marido hubiere reclamado contra la paternidad del hijo y obtenido 
sentencia ejecutoriada que declare que no es su hijo, conforme a lo dispuesto en 
este Código; 
7. Los actos ejecutados por uno de los cónyuges con el fin de corromper al otro, o 
por cualquiera de los cónyuges con el fin de corromper a los hijos; 
8. El hecho de adolecer uno de los cónyuges de enfermedad grave, considerada por 
tres médicos, designados por el Juez, como incurable y contagiosa o transmisible a 
la prole; 
9. El hecho de que uno de los cónyuges sea ebrio consuetudinario o, en general, 
toxicómano; 
10.  La condena ejecutoriada a reclusión mayor; 
11. La separación ilegal de los cónyuges con total abstención de las relaciones 
sexuales entre ellos por más de tres años consecutivos. 
Sin embargo, si la separación a que se refiere el inciso anterior, hubiere durado 
más de cuatro años, el divorcio podrá ser demandado por cualquiera de los 
cónyuges (la Ley 43 sustituyó la causal 11 por la siguiente: El abandono voluntario 
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e injustificado del otro cónyuge, por más de un año ininterrumpidamente.- Sin 
embargo, si el abandono al que se refiere el inciso anterior, hubiere durado más de 
tres años, el divorcio podrá ser demandado por cualquiera de los cónyuges); y, 
12.  La separación conyugal judicialmente autorizada, si han transcurrido quince 
años ininterrumpidos, contados desde la fecha de inscripción de la sentencia. (Esta 
causa fue suprimida por la Ley 43). 
En lo que fuere aplicable, las causas previstas en este artículo, serán apreciadas y 
calificadas por el Juez, teniendo en cuenta la educación, posición social y demás 
circunstancias que puedan presentarse. 
El divorcio por estas causas será declarado judicialmente por sentencia 
ejecutoriada, en virtud de demanda propuesta por el cónyuge que se creyere 
perjudicado por la existencia de una o más de dichas causas; con la salvedad 
establecida en el inciso segundo de la causal 11 y en la causal 12 de este artículo". 
(Codigo Civil, Registro Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al 
octubre del 2013) 
 
Sorprende desde el primer momento el número crecido de causales de divorcio existentes en 
nuestro Código. En realidad difícilmente se podría encontrar en ningún Derecho alguna causa 
que no esté contenida en uno u otro de los 12 numerales de nuestro artículo 110. Cierto es, por 
otra parte, que la tipificación minuciosa hecha por la ley respecto de algunas causales, impide la 
interpretación extensiva que se produce a veces en tribunales extranjeros; pero 
desgraciadamente, contrasta con dicha minuciosa descripción de unas causas (por ejemplo la 
tercera), con la vaguedad e indeterminación de otras (por ejemplo "sevicia"). 
 
“Algunas de las causales enumeradas son consideradas por los derechos de otras 
naciones como aptas para originar el divorcio semipleno o separación de cuerpos, y 
también el Derecho Canónico las admite (aunque no todas), para la separación no 
vincular. 
Es frecuente que solamente se reconozcan como causas de divorcio actos culpables, 
pero en nuestro Código encontramos algunos que pueden ser absolutamente 
inculpabas (como la toxicomanía en ciertos casos), y hasta algunos que no son 
actos sino simples hechos (como las enfermedades). 
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Una clasificación importante de las causas de divorcio se puede hacer conforme a  
algunos hechos o actos singulares mientras que otras implican repetición o un 
estado más o menos durable o permanente. Esta clasificación repercute 
principalmente en la disciplina de la prescripción de las causas de divorcio.”  
(Parraguéz Ruiz) 
Otra observación de carácter general consiste en que las causales deben servir de fundamento 
para obtener el  divorcio  solamente a aquél cónyuge en quien no se halle la causa y que no sea 
culpable de ella. De otro modo tendríamos el absurdo jurídico de que alguien podría 
beneficiarse de su propio dolo o culpa. Nuestra ley ha querido formular expresamente esta 
doctrina, y a través de las numerosas reformas ha empleado términos o expresiones más o 
menos acertadas, o a veces ambiguas, como cuando ha dicho "cónyuge perjudicado", "cónyuge 
abandonado", etc., hasta llegar a la actual redacción del artículo 110 que en el último inciso 
emplea una de las expresiones menos acertadas: "El divorcio por estas causas será declarado 
judicialmente por sentencia ejecutoriada, en virtud de demanda propuesta por el cónyuge que se creyere 
perjudicado por la existencia de una o más de dichas causas". Si se interpreta literalmente este 
inciso, se cae en el subjetivismo más absurdo: cualquiera puede creerse perjudicado, pero lo que 
la ley debe tomar en consideración es el perjuicio real, la culpabilidad o conducta dolosa que 
producen el perjuicio, y no la apreciación subjetiva de una parte litigante. 
 
Por otra parte, el Juez debe apreciar las causases del divorcio según su gravedad relativa, es 
decir teniendo en cuenta las circunstancias sociales, de cultura, etc. de los cónyuges. 
 
Las Uniones De Hecho en la Historia De La Humanidad 
Antiguamente, a las actuales Uniones de Hecho, se las conocía con el nombre de concubinato. 
El concubinato ha sido considerado como una de las formas de convivencias humana más 
antigua según lo demuestran los estudios sociológicos y la historia de la humanidad, 
considerando en su evolución desde la promiscuidad al matrimonio monogámico; desde las 
uniones múltiples como el patriarcado o el matriarcado, hasta las uniones libres de tipo 
monogámico. En el libro del Génesis, la Biblia nos confirma su existencia y aparece en las más 
variadas formas en Grecia, Egipto y Roma. 
(Quincho Álvarez), dice en su tesis doctoral preparada para la Universidad Católica de Cuenca, 
extensión Quito, que: 
 “A pesar de todas estas disposiciones, el concubinato subsistió como institución 
legal y fue tolerada por la iglesia mediante el Concilio de Toledo del año 400; y, 
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ratificado en el siglo VII por Isidoro de Servilla. La primera vez que se prohibió el 
Concubinato fue en el Oriente, por León el filósofo.”  
San Agustín, aceptó el bautizo de la concubina, teniendo como condición el que esta se obligue 
a no dejar nunca a su amante. Los cánones de San Hipólito, negaban el realizar un matrimonio a 
quienes lo solicitaban para abandonar a su concubina, con la excepción de que esta les hubiese 
engañado. El Concilio de Orleáns, declaro bígamo al hombre que tenía dos mujeres, sin 
distinguir entre la mujer legítima y la concubina. 
El Primer Concilio de Toronto dispuso que los concubinos que no se separen a la tercera 
advertencia serían excomulgados y en caso de persistir en este estado se les aplicaba las penas 
establecidas para la herejía y el adulterio. 
 
1.4. Definición De Divorcio por Mutuo Consentimiento  Y Normativa Legal Según 
La Legislación    Ecuatoriana. 
 
Definición de Divorcio en forma general.- Según Monseñor Juan Larrea Holguín:   
 
“Por divorcio en general, se entiende  la separación de los conyugues, la cesación 
temporal o definitiva de la vida en común. Este fenómeno puede producirse como un 
simple hecho, o acto antijurídico, al margen de la Ley o bien, está regulado por ella 
en cuanto a sus causas, su modo de realizarse y sus consecuencias. 
Cuando la ley positiva regula el divorcio, suele hacerlo fundamentalmente de dos 
maneras: la separación de los conyugues pero respetando la permanencia del 
vínculo, de tal manera que continúan obligados y se mantiene la sociedad de bienes; 
por el contrario la ley positiva pretende romper el vínculo indiscutible y dejar así en 
libertad  para que puedan así inclusive contraer un nuevo matrimonio.”  ( Análisis 
jurídico sobre la existencia de la unión de hecho y su terminación en la Legislación 
Ecuatoriana) 
 
Después de aclarar que es un divorcio, es necesario advertir que en la legislación canónica y la 
de algunos países, dicha separación no vincular, adopta muchos nombres: divorcio imperfecto, 
divorcio semipleno, separación de cuerpos, separación conyugal o simplemente separación, 
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divortium quoad thorum et mensan; además hay q aclarar que no solo varia en su acepción o 
nombre sino lógicamente en la institución.     
 
Divorcio por Mutuo Consentimiento.- No es tan frecuente como el divorcio por causales de ley 
el divorcio por mutuo consentimiento, en el mundo moderno. En el Ecuador se introdujo por la 
Ley del 26 de Septiembre de 1910, que permitía a los divorciados celebrar nuevo matrimonio  
dos años después del divorcio por mutuo consentimiento.  
El Decreto supremo del 3 de diciembre de 1935 facilitó extraordinariamente el divorcio por 
mutuo consentimiento: bastaba declarar la voluntad de terminar el vínculo, por parte de ambos 
conyugues, ante el Jefe o Teniente Político y sentar el acta correspondiente, y sin ninguna 
espera ni formalidad, quedaba perfeccionado el divorcio. Incluso los menores de edad podían 
divorciarse así, y solamente los menores de 18 años  necesitaban autorización de un curador 
especial;  esta forma inaudita se suprimió en 1940. 
La ley del 5 de octubre de 1940 estableció el trámite para el divorcio por mutuo consentimiento 
que con leyes modificatorias, introducidas en 1958,  nos da el texto (excesivamente largo   e 
informe) de los actuales artículos 107 y 108 del Código Civil: 
Art 107.- “Por mutuo consentimiento pueden los conyugues divorciarse;  para este 
efecto, el consentimiento se expresara  del siguiente modo: Los conyugues 
manifestarán por escrito por si o por medio de procuradores  especiales, ante el 
Juez provincial (Juez De lo Civil desde 1089) del domicilio de cualquiera de los 
conyugues:  
1. Su nombre, apellido, edad, nacionalidad, profesión y domicilio. 
2. El nombre y edad de los hijos habidos durante el matrimonio y, 
3. La voluntad de divorciarse, y la enumeración de los bienes matrimoniales y de la 
sociedad conyugal, con la comprobación del pago de todos los impuestos”.  
(Codigo Civil, Registro Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al 
octubre del 2013) 
Art 108.- (Procedimiento del divorcio por mutuo acuerdo) “Trascurrido el plazo de 
dos meses, a petición de los conyugues o de sus procuradores especiales, el juez de 
lo Civil les convocará a una audiencia de conciliación, en la que de no manifestar 
propósito contario, expresarán de consuno y de viva vos su resolución definitiva de 
dar por disuelto  el vínculo matrimonial. 
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En la misma audiencia, los cónyuges o sus procuradores judiciales acordarán la 
situación económica en que quedarán los hijos menores de edad después de la 
disolución del matrimonio. La forma como deben proveer a la protección personal, 
educación y sostenimiento de aquellos. 
Los hijos deberán estar representados por uno o más curadores ad-litem, según el 
caso, cuya designación la hará el juez prefiriendo, en lo posible, a los parientes 
cercanos de los hijos.  
Si no llegaren a un acuerdo sobre estos puntos, el Juez concederá el término  
probatorio de 6 días, fenecido el cual pronunciara sentencia, sujetándose en las 
reglas siguientes. 
1. A la madre divorciada o separada del marido toca el cuidado de los hijos 
impúberes sin distinción de sexo, y de las hijas de toda edad; 
2. Los hijos impúberes estarán al cuidado de aquel de los padres que ellos elijan; 
3.- No se confiera al padre o madre el cuidado de los hijos de cualquier edad o 
sexo, si se comprobare inhabilidad física o moral para cuidarlos,  inconveniencias 
para los hijos sean por la situación personal, sea por qué no esté en condiciones de 
educarlos satisfactoriamente o haya temor de que se perviertan;  
4. Tampoco que confiara el cuidado de los hijos al cónyuge que hubiere dado causa 
para el divorcio por cualquiera de los motivos señalados en el Art 110;  
5. El matrimonio del cónyuge divorciado dará derecho al cónyuge que no se hubiere 
vuelto a casar para pedir al Juez que se le encargue del cuidado de los hijos hasta 
que cumplan la mayor edad. 
6.- En caso de que ambos cónyuges se hallaren en inhabilidad para el cuidado de 
los hijos, el juez confiará ese cuidado a la persona a quien, a falta de los padres 
correspondería la guarda en su orden, según las reglas del Artículo 393, pudiendo 
el juez alterar ese orden, si la conveniencia de los hijos así lo exige. A falta de todas 
estas personas, cuando, a convicción del juez, el menor o menores se encuentran en 
estado de abandono, ordenará que sean entregados a un establecimiento de 
Asistencia Social, público o privado, o en colocación familiar a un hogar de 
reconocida honorabilidad y de suficiente capacidad económica, y fijará, al efecto, 
la pensión que deban pagar así el padre como la madre, o las personas que deban 
pagar alimentos, para atender a la crianza y educación de los hijos, todo lo cual se 
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resolverá a solicitud del Ministerio Público o de los parientes hasta el cuarto grado 
de consanguinidad o segundo de afinidad. Si tales personas carecen en absoluto de 
medios económicos para pagar una cuota mensual, deberá declararlo así en su 
providencia. 
El cobro de tal pensión se hará por apremio en la forma determinada por el juez. 
La sentencia, en cuanto resolviere sobre la educación de los hijos, será susceptible 
del recurso de apelación, pero solo en el efecto devolutivo. 
El juez podrá, en todo tiempo, modificar la providencia en lo referente al cuidado, 
educación y alimentos de los hijos, aun cuando hubiese sido confirmada o 
modificada por el superior, siempre que, previa  una tramitación igual a la que 
sirvió de base para la resolución primitiva, encontrare suficiente motivo para 
reformarla. Esta providencia será también susceptible del recurso de apelación, que 
se lo concederá igualmente solo en el efecto devolutivo. El juez, para tramitar el 
divorcio y mientras se ventilare definitivamente la situación económica de los hijos, 
deberá señalar la pensión provisional  con la que uno o ambos cónyuges han de 
contribuir al cuidado educación y subsistencia de la prole común. 
Podrá también el juez, en caso necesario, cambiar la representación de los hijos. 
El guardador tiene la obligación de rendir cuentas anuales documentadas del 
ejercicio de su guarda.” 
El contenido de este artículo, ha sido siempre criticado en la Academia, porque 
inconsultamente, introduce en el Código Civil que contiene normas de derecho sustantivo, 
aspectos de procedimiento, que deberían estar incluidas en el Código de Procedimiento Civil. 
Por otra parte, del análisis de este artículo, puede colegirse, el por qué el divorcio por mutuo 
consentimiento, en el caso de que existan hijos comunes menores de edad, debe necesariamente 
sustanciarse ante los jueces de lo civil o jueces de familia, según las nuevas disposiciones, en 
tanto los aspectos referidos a la tenencia y manutención de los hijos puede suscitar controversia 
y requiere resolución del juez, aplicando el principio del interés superior del niño. Por lo que, en 
este caso, el divorcio por mutuo consentimiento, no puede ser tramitado ante Notario Público.    
Las estadísticas evidencian, que el divorcio por mutuo consentimiento, es menos frecuente que 
el divorcio por causales, en el mundo moderno. En el Ecuador se introdujo el divorcio por 
mutuo consentimiento por la Ley del 26 de septiembre de 1910, que permitía además a los 
divorciados celebrar nuevo matrimonio a los  dos años después del divorcio por mutuo 
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consentimiento (mientras en el divorcio por causales, debían esperar diez años para contraer 
nuevo matrimonio). 
El Decreto Supremo del 4 de diciembre de 1935 facilitó extraordinariamente el divorcio por 
mutuo consentimiento: bastaba declarar la voluntad de terminar el vínculo, por parte de ambos 
cónyuges, ante el Jefe o Teniente Político y sentar el acta correspondiente, y sin ninguna espera 
ni formalidad, quedaba perfeccionado el divorcio. Incluso los menores de edad podían 
divorciarse así, y solamente los menores de 18 años necesitaban para ello "autorización" de un 
curador especial. Esta forma inaudita de divorcio se suprimió en 1940. 
La Ley del 5 de octubre de 1940 estableció el trámite para el divorcio por mutuo 
consentimiento, que con modificaciones introducidas en 1958, nos da el texto (excesivamente 
largo e informe) de los actuales artículos 107 y 108 del Código Civil, citados ya en líneas 
anteriores. 
Se ha discutido, si las disposiciones contenidas en el Art. 108 son equitativas para los cónyuges 
que se divorcian, pues, con la aparente intención de garantizar el mejor cuidado de los hijos, se 
asignan mayores responsabilidades o cargas a la mujer, asignándole obligatoriamente la 
tenencia de los hijos impúberes y de las mujeres menores hasta los 18 años y dejando a los 
varones púberes la posibilidad de escoger; en sentido se han formulado propuestas para que el 
cuidado de los varones púberes se asigne al padre, salvo convenio en contrario por parte de los 
padres y salvo incapacidad del padre; y que sea sólo facultativo v no obligatorio el llamamiento 
a cuidar de los meno-res respecto de aquellas personas que deben ejercer la guarda legítima, 
conforme al artículo 393. La primera sugerencia se fundaba en un sentido de equidad, ya que los 
impúberes v las mujeres de toda edad se confían a la madre, los demás (varones púberes) 
deberían corresponder al padre. La otra reforma que se pretendía se fundaba en que ni el 
ejercicio de las guardas es ya obligatorio, y mucho menos debería serlo este delicado oficio del 
cuidado personal de los menores que quedan en el desamparo por el divorcio de los padres; 
además, esos lejanos parientes obligados a cuidar de los menores, difícilmente cumplirán con 
cariño esa obligación que ante todo exige precisamente amor. Ya hemos examinado, a propósito 
del juicio de divorcio por causales, el problema de la comparecencia de los cónyuges: deben 
comparecer por sí o por medio de procuradores; si  ya han cumplido 18 años, tienen capacidad  
para estar en juicio por sí solos y sí aún no han llegado a los 18 años requieren para el divorcio 
por mutuo consentimiento "autorización" de su curador general o especial (Art. 109), mientras 
que en el juicio por causales deben ser "representados" por el curador. 
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El artículo 107 no exige expresamente que el poder especial sea conferido por medio de 
instrumento público, mientras que el artículo 101 sí pide que se confiera el poder especial para 
el matrimonio, por acto ante Notario, y parece lógico que también para el divorcio por mutuo 
consentimiento se exija igual formalidad. La ley, una vez más resulta incompleta y defectuosa. 
 Así como exige para el matrimonio la prueba de la identidad de los contrayentes y otros 
particulares, mediante la declaración de dos testigos, también sería prudente la misma 
solemnidad para su disolución por mutuo consentimiento, evitando así suplantaciones y 
procurándose de este modo garantizar por lo menos la apariencia de un "libre y espontáneo 
consentimiento", que la práctica demuestra que no existe nunca en el llamado divorcio "por 
mutuo consentimiento", ya que la realidad profunda es la que hay un cónyuge que impone al 
otro el divorcio en esta forma, usando de la presión económica, el chantaje, o abusando 
simplemente de la ignorancia c ingenuidad. 
b) El trámite es el verbal sumario, lo mismo que en el divorcio por causales, pero con algunas 
peculiaridades. Una sentencia ha declarado que no puede convertirse el divorcio planteado por 
causales, en un divorcio por mutuo consentimiento. 
Una de las diferencias en el  trámite consiste en que la audiencia de conciliación no puede 
reunirse antes de dos meses de presentada y calificada la demanda v requiere nueva petición de 
los cónyuges o sus procuradores. 
En la audiencia de conciliación el Juez debería procurar la reconciliación (Art. 115, etc.), pero 
ya sabemos que la comparecencia por medio de procuradores y la no asistencia personal del 
Juez, suelen frustrar este intento. En la misma audiencia se debe resolver necesariamente lo 
relativo a la situación en que quedarán los hijos, y si no se resuelve, el Juez debe abrir un 
término de prueba de seis días para establecer los hechos que conducirán a determinar a cargo 
de quien debe quedar la prole. 
Se discutió mucho sobre si este trámite judicial constituía un caso de jurisdicción contenciosa o 
de jurisdicción voluntaria, y en consecuencia (cuando se exigían tres instancias) si se podía 
pronunciar la sentencia disolviendo el matrimonio en el caso de que uno de los cónyuges 
retirara su consentimiento, o si por el contrario, la retractación del consentimiento ponía fin a la 
acción en cualquier estado de la causa. Hubo sentencias contradictorias en esta materia. hasta 
que la Corte Suprema en pleno resolvió el 17 de junio de 1931 que: "Si en cualquier estado del 
juicio de divorcio  hasta que se firme el fallo de tercera instancia, se manifiesta  por  parte  de  uno  de 
los cónyuges, en solicitud presentada en autos, la retractación de su consentimiento, se debe negar el 
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divorcio en este juicio". (Codigo Civil, Registro Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al 
octubre del 2013) 
En lo demás, el trámite es substancialmente igual al divorcio por causales. 
1.5. Definición de Unión de Hecho y normativa legal según la legislación 
ecuatoriana.  
Reseña histórica de la Ley que regula las Uniones de Hecho en el Ecuador. 
En el año de 1982 y bajo el Gobierno Constitucional del Dr. Osvaldo Hurtado Larrea, se 
promulga la Ley No. 115, ley que regula las Uniones de Hecho, misma  que contiene 11 
artículos, una disposición transitoria y un artículo final, en la que establece, que la Unión de 
Hecho será estable y monogámica de más de dos años entre un hombre y una mujer, que se 
encuentren libres de vínculo matrimonial con otra persona, con el fin de vivir juntos, procrear y 
auxiliarse mutuamente, dando origen de esta manera a una sociedad de bienes. 
Con esta disposición legal, se deja de lado la absurda creencia de que el concubinato llamado 
actualmente unión libre, es una institución ilegal que atenta contra la estabilidad de la sociedad, 
la moral y el matrimonio. El problema de regular las Uniones de Hecho tuvo como base un 
carácter social y moral antes que un carácter jurídico, debido a que en nuestro país existe un alto 
porcentaje de Uniones de Hecho. 
Al promulgar la Ley que Regula las Uniones de Hecho, se trató de proteger tanto a las 
convivientes como a sus hijos, por lo que se procura regular de alguna manera el aspecto de 
filiación, con el reconocimiento de los hijos nacidos dentro de esta unión; en cuando al aspecto 
económico se expresa que el régimen de sociedad de bienes deberá constar en escritura pública, 
así como la constitución del patrimonio familiar. Lo que no se determina claramente es el estado 
en que quedaría uno de los convivientes cuando el otro decida dar fin a esta unión. 
Régimen económico equivalente a la Sociedad Conyugal.- El Art. 38 de nuestra Constitución,  
muy acertadamente equiparó los derechos y obligaciones  que tienen  las familias constituidas 
mediante matrimonio, con las que se hayan formado mediante una Unión de Hecho, en cuanto a 
la presunción de paternidad y en lo relativo a la sociedad conyugal. 
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Conforme a lo establecido en la Ley que Regula las Uniones de Hecho, hoy Art. 222 del Código 
Civil, a esta especie de Sociedad Conyugal  que se origina en la unión de hecho se denomina 
Sociedad de Bienes. 
En la Constitución anterior reza que la sociedad de bienes que nace de la unión de hecho, se 
regirá por las normas establecidas para la sociedad conyugal; en cambio la Constitución actual 
menciona que esta sociedad derivada de tal unión, generará los mismos derechos y obligaciones 
de las familias constituidas mediante matrimonio, es decir, se equipara a las unión de hecho con 
el matrimonio. 
Otro de los aspectos principales es que la Constitución actual además de otorgar los mismos 
derechos y obligaciones a la unión de hecho que el matrimonio, en cuanto a los hijos nacidos 
dentro de esta relación, se presume la paternidad del conviviente, hecho que anteriormente se lo 
tenía que probar en el caso de que el conviviente no quisiera reconocerlo como tal. 
Además, el artículo 38 de la Constitución política actual, generaliza al equiparar a la unión de 
hecho en todos los derechos y obligaciones que tienen las familias constituidas mediante 
matrimonio, lo cual es un gran beneficio para la sociedad, al no dejar circunstancia suelta que 
pueda ser objeto de picardía de algunos de los convivientes, conforme señala el Dr. Lucio 
Cevallos. 
Otro aspecto a tomarse en cuenta es el hecho de que el legislador homologa la unión de hecho al 
matrimonio, al considerar que los miembros de esta unión deben ser tratados en forma similar a 
los cónyuges. Adicionalmente, se consideran los derechos de los herederos habidos en la unión 
de hecho,  así como respecto a los beneficios de la porción conyugal. 
Asimismo,  un beneficio importantísimo es aquel que  se relaciona con la igualdad de derechos 
de la mujer con respecto al hombre; y, la característica otorgada por el legislador al considerar 
que esta Ley es fundamentalmente social y económica para regular las situaciones venideras y 
las ya existentes. 
Bien lo establece el Dr. Cevallos Egas 
“Si la unión de hecho está fundamentada en el amor y la solidaridad de pareja y de familia, es lógico 
suponer que debe ser tratada en forma similar al matrimonio”  (Análisis Jurídico sobre la existencia de 
la Unión de Hecho, Manual Práctico en Materia Civil, 2013); más aún, si consideramos que el país al  
regular este tipo de uniones como cuasi contratos de comunidad, nuestra legislación descubre el 
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carácter patrimonial de la actual Ley; esto es la naturaleza de ésta, y se la somete al acuerdo o a 
la disputa de los bienes acumulados durante la unión de hecho en el momento en que los 
convivientes deciden terminar con la misma. 
En nuestro país, la Jurisprudencia,  antes de ser expedida la Ley 115 promulgada en el Registro 
Oficial No. 33 del 29 de diciembre de 1982, tuvo que proponer fórmulas más positivas para 
resolver los conflictos que llegaban a los tribunales y juzgados, para  poner un freno a las 
injusticias que se cometían contra la mujer y los hijos, en relación a los bienes adquiridos 
durante las uniones de hecho en que lo jueces simplemente se basaban en meras teorías y se 
dictaban fallos que en la mayoría de los casos eran injustos, por la inexistencia de la ley que 
regule  las uniones de hecho reconocidas ya por la Constitución aprobada en Referéndum en 
1978. 
Las teorías principales eran las siguientes: 
1. Teoría de la Sociedad de Hecho. 
2. Teoría de la Comunidad de Bienes. 
3. Teoría de la Relación Laboral 
4. Teoría del Enriquecimiento Injusto. 
 
Teoría de la Sociedad de Hecho. 
Según ella, entre los convivientes se da una común aportación patrimonial. Esta sociedad 
forzosamente es de hecho en cuanto no reúne los requisitos formales que la ley exige para las 
sociedades de derecho, como consecuencia, al término de la gestión común, ambos socios tienen 
derecho a una proporcional distribución del patrimonio resultante. 
Teoría de la Comunidad de Bienes. 
Esta teoría manifiesta que entre los unidos de hecho existe una comunidad patrimonial, que 
comprende todos los bienes adquiridos durante la unión de hecho, sin importar verdaderamente 
quien sea el adquiriente. 
Teoría de la Relación Laboral. 
54 
 
Frecuentemente, uno de los convivientes y en especial la mujer presentaba una demanda ante 
los tribunales de justicia por el pago de remuneraciones por parte de su conviviente, en razón de 
sus actividades laborales desarrolladas a favor del hogar común, siendo una tesis rechazada en 
base al principio de que la relación laboral se basa en la subordinación del trabajador hacia el 
patrono; cuando en la unión se parte de la igualdad de derechos entre los convivientes. 
Teoría del Enriquecimiento Injusto. 
Esta tendencia parte del hecho de que ninguno de los convivientes debe ser perjudicado por el 
enriquecimiento injusto del otro, que se aprovecha de su patrimonio propio o del que fuera 
adquirido en conjunto durante la unión marital de hecho, por lo que se consideraba que el 
legislador ecuatoriano deberá plantear el derecho de restitución de parte del patrimonio común 
para el conviviente que lo reclamaba, debiéndose además plantear sanciones de tipo civil y 
penal. 
“Presunción de la Paternidad.- La presunción de paternidad o también llamada 
presunción de filiación es aquella que establece, que: “Se presume legítima la 
paternidad y la filiación si el hijo nace después de 180 días de celebrado el 
matrimonio, y antes de los 300 que sigan a su disolución y o a la separación de los 
cónyuges. Contra esta presunción no se admite otra prueba que la de imposibilidad 
física del marido para tener acceso a su mujer en los primeros 120 días de los 300 
que hubiesen precedido al nacimiento del hijo…. El hijo se presume legítimo, 
aunque la madre hubiese declarado contra su legitimidad o hubiese sido condenada 
como adúltera.”  (Díaz de Guijarro, pág. 3) 
También se presume legítimo el hijo nacido dentro de los 180 días subsiguientes a la 
celebración del matrimonio, si concurriere alguna de estas circunstancias: 
“1a Haber sabido el marido, antes de casarse del embarazo de su mujer. 
“2a Haber consentido, estando presente, que se pusiera su apellido en la partida de 
nacimiento del hijo que su mujer hubiese dado a luz. 
“3a Haberlo reconocido como suyo expresa o tácitamente”  (Codigo Civil, Registro 
Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al octubre del 2013) 
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Con respecto a la filiación natural, cuando el reconocimiento se haga por uno solo de los padres 
se presume tal condición en el hijo si quien lo reconoce tenía la capacidad legal para casarse al 
tiempo de la concepción. 
Hace algún tiempo presenté un trabajo sobre el Juicio de Investigación de la Paternidad y / o 
Maternidad; y su impugnación; recordemos que toda relación sexual encuentra su razón de ser 
en el instinto de reproducción y de perpetuación de la especie, a objetos de generar vidas 
humanas. 
Concepto de unión de hecho 
El Código Civil no define expresamente a esta institución jurídica, pero el Art. 222, dice: 
 “la unión estable y monogámica de más de dos años entre un hombre y una mujer 
libres de vínculo matrimonial con el fin de vivir juntos, procrear y auxiliarse 
mutuamente, da origen a una sociedad conyugal de bienes”;  
y el Art. 223, señala: “Se presume que la unión es de este carácter cuando el 
hombre y la mujer así unidos se han tratado como marido y mujer en sus relaciones 
sociales y así han sido recibidos por sus parientes amigos y vecinos. El juez 
aplicará las reglas de la sana crítica en la apreciación de la prueba 
correspondiente” 
El tratadista Eduardo Fernando Fueyo lo ha definido de la siguiente manera:  
“Es la unión duradera y estable de dos personas de sexo opuesto, que hacen vida 
marital con todas las apariencias de un matrimonio legítimo”. (Análisis Jurídico 
sobre la existencia de la Unión de Hecho, Manual Práctico en Materia Civil, 2013) 
Eduardo Zannoni, argentino, en su obra: 
 “El Concubinato”, la define de la siguiente manera “Es aquella en que los 
convivientes hacen vida marital sin estar unidos por un matrimonio legítimo o 
válido, pero con las características de tal”. (Análisis Jurídico sobre la existencia de 
la Unión de Hecho, Manual Práctico en Materia Civil, 2013, pág. 40) 
“En el Derecho Romano se admitió el concubinato, que se lo distinguía del 
concubium por la ausencia del affectus maritales o “animo de contraer 
matrimonio”. Con la Lex Canuleia se admitió el connobivun entre patricios y 
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plebeyos y con la Lex Papia Popaea se legisló  sobre las relaciones entre ingenuos y 
manumitidos.”  (Análisis Jurídico sobre la existencia de la Unión de Hecho, Manual 
Práctico en Materia Civil, 2013, pág. 50) 
Fundamento para reconocer la existencia de la unión de hecho. 
En mi concepto, el legislador ecuatoriano ha sido realista al considerar que esta figura implica la 
existencia de una serie de derechos y obligaciones; parafraseando al Dr. Luis Moisset, 
podríamos decir “que el derecho como ordenamiento normativo que tiende a lograr la armonía entre 
los integrantes del cuerpo social, evitando conflictos o solucionando los que se plantean, no puede 
permanecer ajeno a los cambios que la vida, en su constante devenir, provoca en el organismo social” ; 
y así, a los apologistas de la moral, podemos decirles que lo inmoral es desconocer en forma 
absoluta la validez en las obligaciones y derechos que son efecto de las uniones de hecho. De 
este modo, si bien la unión de hecho no genera, como si ocurre en el matrimonio conyugal con 
expresas características que se encuentran debidamente reglamentadas, hoy en nuestro país, la 
sociedad de hecho con las características señaladas en el Código Civil, Arts. 222 al 232, genera 
una sociedad de bienes y esto es lógico, ya que en esta sociedad de hecho hay vida marital y una 
serie de cuestiones económicas entre los sujetos que antes buscaban una solución y que hoy se 
la tienen en el Código Civil, debidamente legislados, además del sustento del Art. 38 de la 
Constitución. 
Todos estamos conscientes de que la unión libre, es la práctica más común entre los habitantes 
especialmente de la costa en nuestro país; y así, este hecho jurídico, cobra una pujanza cada vez 
mayor en la vida jurídica y es menester evolucionar progresivamente para lograr su asimilación 
al matrimonio; ya que habrá oportunidad de presentar un proyecto de reforma en esta materia, 
especialmente para llenar determinados vacíos que la ley actual los tiene.  
Entre otras interrogantes, a la luz de las cuestiones que hoy se plantean con respecto al 
matrimonio, cabe preguntarse si es admisible  la unión de hecho entre personas del mismo sexo, 
tanto más que el Art. 23 numeral 25 de la Constitución garantiza  a las personas “el derecho a 
tomar decisiones libres y responsables sobre su vida sexual” 
Tanto el hombre como la mujer tienen igualdad de derechos y obligaciones en todos los campos 
y frente a todas las necesidades de la vida, y al derecho no le es dable desconocer, ignorar o 





1.6. Definición de notario público y normativa legal según la legislación 
ecuatoriana.  
 
“El Notario tiene necesariamente que ser un profesional del derecho, pues tiene a 
su cargo el redactar el instrumento notarial, vigilar la legalidad de los actos, 
leerlos y explicarlos a las partes, logrando así la seguridad y certeza jurídica, que 
evita litigios posteriores. 
El notario es un profesional del Derecho que ejerce simultáneamente una función 
pública para proporcionar a los ciudadanos la seguridad jurídica que promete la 
Constitución, en el ámbito del tráfico jurídico extrajudicial. Tiene una formación 
jurídica contrastada y es seleccionado mediante unas rigurosas oposiciones que 
garantizan su formación.”  ( http://www.monografias.com/trabajos16/notario-
publico/notario-publico.shtml) 
 
En el artículo  6 de la ( Ley Notarial, actualizada a mayo 2014 ), se establece: “Notarios son los 
funcionarios investidos de fe pública para autorizar, a requerimiento de parte, los actos, contratos y 
documentos determinados en las leyes.  Para juzgarlos penalmente por sus actos oficiales gozarán de 
fuero de Corte.” 
 
1.7. Definición de atribución notarial y normativa legal según la legislación 
Ecuatoriana.  
 
Al respecto el Doctor Luis Vargas Hinostroza, dice:  
 
 “La intervención del notario en la jurisdicción voluntaria, se la hace para cumplir 
con las formalidades y solemnidades exigidas por la Ley con el objeto de verificar 
la existencia de los actos y hechos jurídicos, respaldados objetiva y 
documentalmente, a más de establecer  las relaciones jurídicas, para que la 
voluntad de los ciudadanos que necesitan de la administración de justicia en 
asuntos de jurisdicción voluntaria, no sea como un grito sin sonido, sino que sea 
una justa petición, ágilmente atendida. 
Pero estas facultades implican hacer un análisis que vaya más allá de la 
conveniencia práctica, requieren un estudio profundo para saber si las mismas 
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están dentro del marco constitucional, pues a priori se estaría considerando que 
estas facultades implican administración de justicia o lo que se denomina “potestad 
judicial”, la misma que estaría reservada a los órganos de la Función Judicial, 
entre los cuales no están las Notarías, pues así lo dispone el Art. 191 de la 




El Art. 18 de la Ley Notarial, dispone: “Son atribuciones de los notarios, además de 
las constantes en otras leyes: 
1.- Autorizar los actos y contratos a que fueren llamados y redactar las 
correspondientes escrituras, salvo que tuvieren razón o excusa legítima para no 
hacerlo; 
2.- Protocolizar instrumentos públicos o privados por orden judicial o a solicitud de 
parte interesada patrocinada por abogado, salvo prohibición legal; 
3.- Autenticar las firmas puestas ante él,  en documentos que no sean escrituras 
públicas; 
 4.- Dar fe de la supervivencia de las personas naturales; 
5.- Dar fe de la exactitud, conformidad y corrección de fotocopias y de otras copias 
producidas por procedimientos o sistemas técnico - mecánicos, de documentos que 
se les hubieren exhibido, conservando una de ellas con la nota respectiva en el 
Libro de Diligencias que llevarán al efecto; 
6.- Levantar protestos por falta de aceptación o de pago de letras de cambio o 
pagarés a la orden particularizando el acto pertinente conforme a las disposiciones 
legales aplicables, actuación que no causará impuesto alguno; 
7.- Intervenir en remates y sorteos a petición de parte e incorporar al Libro de 
Diligencias las actas correspondientes, así como las de aquellos actos en los que 
hubieren intervenido a rogación de parte y que no requieran de las solemnidades de 
la escritura pública. 
 8.- Conferir extractos en los casos previstos en la Ley;  
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 9.- Practicar reconocimientos de firmas. 
10.- Receptar la declaración juramentada del titular de dominio, con la 
intervención de dos testigos idóneos que acrediten la necesidad de extinguir o 
subrogar, de acuerdo a las causales y según el procedimiento previsto por la Ley, el 
patrimonio familiar constituido sobre sus bienes raíces, en base a lo cual el Notario 
elaborará el acta que lo declarará extinguido o subrogado y dispondrá su anotación 
al margen de la inscripción respectiva en el Registro de la Propiedad 
correspondiente; En los casos en que el patrimonio familiar se constituye como 
mandato de la Ley, deberá adicionalmente contarse con la aceptación de las 
instituciones involucradas; 
11.- Receptar la declaración juramentada del titular de dominio con intervención de 
dos testigos idóneos que acrediten que la persona que va a donar un bien, tenga 
bienes suficientes adicionales que garanticen su subsistencia, lo cual constará en 
acta notarial, la que constituirá suficiente documento habilitante para realizar tal 
donación. 
12.- Receptar la declaración juramentada de quienes se creyeren con derecho a la 
sucesión de una persona difunta, presentando la partida de defunción del de cujus y 
las de nacimiento u otros documentos para quienes acrediten ser sus herederos, así 
como la de matrimonio o sentencia de reconocimiento de la unión de hecho del 
cónyuge sobreviviente si los hubiera. Tal declaración, con los referidos 
instrumentos, serán suficientes documentos habilitantes para que el Notario 
conceda la posesión efectiva de los bienes pro indiviso del causante a favor de los 
peticionarios, sin perjuicio de los derechos de terceros. Dicha declaración constará 
en acta notarial y su copia será inscrita en el Registro de la Propiedad 
correspondiente; 
13.- Tramitar la solicitud de disolución de la sociedad de gananciales de consuno 
de los cónyuges, previo reconocimiento de las firmas de los solicitantes ante el 
Notario, acompañando la partida de matrimonio o sentencia de reconocimiento de 
la unión de hecho. Transcurridos diez días de tal reconocimiento el Notario 
convocará a audiencia de conciliación en la cual los cónyuges, personalmente o por 
medio de apoderados ratificarán su voluntad de declarar disuelta la sociedad de 
gananciales formada por el matrimonio o unión de hecho.  
El acta respectiva se protocolizará en la Notaría y su copia se subinscribirá en el 




14.- Autorizar la venta en remate voluntario de bienes raíces de personas menores 
que tengan la libre administración de sus bienes cumpliendo las disposiciones 
pertinentes de la Sección Décima Octava del Título Segundo del Código de 
Procedimiento Civil; 
 15.- Receptar informaciones sumarias y de nudo hecho; 
16.- Sentar razón probatoria de la negativa de recepción de documentos o de pago 
de tributos por parte de los funcionarios públicos o agentes de recepción; 
17.- Protocolizar las capitulaciones matrimoniales, inventarios solemnes, poderes 
especiales, revocatorias de poder que los comerciantes otorgan a sus factores y 
dependientes para administrar negocios; y, 
18.- Practicar mediante diligencia notarial, requerimientos para el cumplimiento de 
la promesa de contrato como para la entrega de cosa debida y de la ejecución de 
obligaciones. 
De registrarse controversia en los casos antes mencionados, el notario se abstendrá 
de seguir tramitando la petición respectiva y enviará copia auténtica de todo lo 
actuado a la oficina de sorteos del cantón de su ejercicio, dentro del término de tres 
días contados a partir del momento en que tuvo conocimiento del particular, por 
escrito o de la oposición de la persona interesada, para que después del 
correspondiente sorteo se radique la competencia en uno de los jueces de lo Civil 
del Distrito. 
19.- Proceder a la apertura y publicación de testamentos cerrados. Para el efecto, 
el que tenga o crea tener interés en la sucesión de una persona, puede solicitar al 
notario, ante quien el causante otorgó el testamento y lo haya conservado en su 
poder, proceda a exhibirlo para su posterior apertura y publicación en la fecha y 
hora que para tal propósito señale. En su petición el interesado indicará 
adicionalmente, el nombre y dirección de otros herederos o interesados que 
conozca, y que se disponga de una publicación, en un medio de prensa escrito de 
amplia circulación local o nacional, para los presuntos beneficiarios. Trascurridos 
no menos de treinta días, en la fecha y hora señalados, previa notificación a los 
testigos instrumentales, el notario levantará un acta notarial en la que dejará 
constancia del hecho de haberlo exhibido a los peticionarios la cubierta del 
testamento, declarando si así corresponde, adicionalmente junto con los 
comparecientes, que en su concepto la cerradura, sellos, lacras o marcas no 
presentan alteración alguna. 
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En la diligencia notarial, a la que se permitirá el acceso a todo interesado que 
justifique un presunto interés en el contenido del testamento, de presentarse 
oposición a la práctica de esta diligencia, el notario oirá la exposición. En este 
evento, elaborará un acta con los fundamentos de la oposición y la enviará a 
conocimiento de juez competente, cumpliendo el procedimiento de ley, ante quien se 
deberá llevar a efecto el juicio de apertura y publicación de testamento cerrado de 
conformidad con las normas previstas en los Códigos Civil y de Procedimiento 
Civil. 
De no presentarse oposición, el notario procederá a efectuar el reconocimiento de 
firmas y rúbricas de los testigos instrumentales, así como de que la cubierta y el 
sobre que contiene el testamento cerrado del testador, es el mismo que se presentó 
para su otorgamiento al notario. De no presentarse todos los testigos 
instrumentales, el notario abonará las firmas de los testigos faltantes con una 
confrontación entre las que aparecen en la carátula con las que constan en la copia 
de la misma que debe reposar en los protocolos de la notaría, según lo dispone el 
artículo 25 de la Ley Notarial. El notario actuante confrontará la firma del notario 
que ejercía el cargo al momento de su otorgamiento con su firma constante entre 
instrumentos notariales incorporados en el protocolo. 
En el caso de que la cubierta del testamento presentare notorias alteraciones que 
haga presumir haberse abierto, el notario luego de proceder a la apertura y 
publicación del testamento, levantará el acta pertinente haciendo constar estos 
particulares y remitirá todo lo actuado al juez competente. En estos casos el 
testamento únicamente se ejecutará en virtud de sentencia ejecutoriada que así lo 
disponga. 
La diligencia concluye con la suscripción del acta de apertura y lectura del 
testamento, al cabo de lo cual todo lo actuado se incorporará al protocolo del 
notario, a fin de que otorgue las copias respectivas; 
20.- Será facultad del notario proceder al registro de firmas de funcionarios y 
representantes de personas jurídicas, siempre y cuando haya petición de parte y el 
notario tenga conocimiento pleno de quien registra su firma. El documento que 
contenga la certificación de firma en virtud de este procedimiento de registro, 
gozará de autenticidad, pero no tendrá los efectos probatorios de instrumento 
público, para cuyo efecto se procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 
194 del Código de Procedimiento Civil. (Nota: Numeral 7 reformado por Ley No. 
62, publicada en Registro Oficial 406 de 28 de Noviembre del 2006.   
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21.- Autorizar los actos de amojonamiento y deslinde en sectores rurales, que a 
petición de las partes, siempre que exista acuerdo, tengan por objeto el 
restablecimiento de los linderos que se hubieren oscurecido, desaparecido o 
experimentado cualquier cambio o alteración, o en que se deban fijar por primera 
vez la línea de separación entre dos o más inmuebles, con señalamiento de linderos. 
Al efecto, se señalará fecha y hora para la diligencia, a la que concurrirán las 
partes, que podrán designar perito o peritos, quienes presentarán sus títulos de 
propiedad y procederán a señalar e identificar lugares, establecer linderos y dar  
cualquier noticia para esclarecer los hechos. 
De esta diligencia se levantará un acta, siempre y cuando exista conformidad de 
todas las partes, la que se agregará al protocolo del notario y de la cual se 
entregará copias certificadas a las mismas para su catastro municipal e inscripción 
en el Registro de la Propiedad correspondiente. 
De presentarse oposición, el notario procederá a protocolizar todo lo actuado y 
entregará copias a los interesados, para que éstos, de considerarlo procedente, 
comparezcan a demandar sus pretensiones de derecho ante los jueces competentes; 
22.- Tramitar divorcios por mutuo consentimiento, únicamente en los casos en que 
los cónyuges no tengan hijos menores de edad o bajo su dependencia. Para el 
efecto, los cónyuges expresarán en el petitorio, bajo juramento, lo antes 
mencionado y su voluntad definitiva de disolver el vínculo matrimonial, mismo que 
deberá ser patrocinado por un abogado en libre ejercicio, cumpliendo 
adicionalmente en la petición, lo previsto en el artículo 107 del Código Civil. El 
notario mandará que los comparecientes reconozcan sus respectivas firmas y 
rúbricas y fijará fecha y hora para que tenga lugar la audiencia, dentro de un plazo 
no menor de sesenta días, en la cual los cónyuges deberán ratificar de consuno y de 
viva voz su voluntad de divorciarse. El notario levantará un acta de la diligencia en 
la que declarará disuelto el vínculo matrimonial, de la que debidamente 
protocolizada, se entregará copias certificadas a las partes y se oficiará al Registro 
Civil para su marginación respectiva; el Registro Civil a su vez, deberá sentar la 
razón correspondiente de la marginación en una copia certificada de la diligencia, 
que deberá ser devuelta al notario e incorporada en el protocolo respectivo. El 
sistema de correo electrónico podrá utilizarse para el trámite de marginación 
señalada en esta disposición. Los cónyuges podrán comparecer directamente o a 
través de procuradores especiales. De no realizarse la audiencia en la fecha 
designada por el notario, los cónyuges podrán solicitar nueva fecha y hora para que 
tenga lugar la misma, debiendo cumplirse dentro del término de 10 días posteriores 
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a la fecha en la cual debió celebrarse originalmente. De no darse la audiencia, el 
notario archivará la petición; 
23.- Proceder a la liquidación de sociedad de bienes o de la sociedad conyugal, 
para este efecto, sin perjuicio de la facultad jurisdiccional de los jueces de lo civil, 
los cónyuges o ex-cónyuges, o los convivientes vinculados bajo el régimen de la 
unión de hecho, según el caso, podrán convenir mediante escritura pública, una vez 
disuelta la sociedad conyugal o la sociedad de bienes que se haya formado como 
consecuencia de la unión de hecho, la liquidación de la sociedad de bienes. Este 
convenio se inscribirá en el Registro de la Propiedad correspondiente cuando la 
liquidación comprenda bienes inmuebles, y en el Registro Mercantil cuando 
existieren bienes sujetos a este Registro. Previamente a la inscripción, el notario 
mediante aviso que se publicará por una sola vez en uno de los periódicos de 
circulación nacional en la forma prevista en el artículo 82 del Código de 
Procedimiento Civil, hará conocer la liquidación de la sociedad conyugal o de la 
sociedad de bienes de la unión de hecho, para los efectos legales consiguientes.  
Transcurrido el término de veinte días desde la publicación y de no existir 
oposición, el notario sentará la respectiva razón notarial y dispondrá su inscripción 
en el registro o registros correspondientes de los lugares en los que se hallaren los 
inmuebles y bienes objeto de esta liquidación. De presentarse oposición, el notario 
procederá a protocolizar todo lo actuado y entregará copias a los interesados, para 
que éstos, de considerarlo procedente, comparezcan a demandar sus pretensiones 
de derecho ante los jueces competentes; 
24.- Autorizar la emancipación voluntaria del hijo adulto, conforme lo previsto en el 
artículo 309 del Código Civil. Para este efecto, los padres comparecerán ante el 
notario a dar fin a la patria potestad, mediante declaración de voluntad que 
manifieste esta decisión, la que constará en escritura pública, donde además se 
asentará la aceptación y consentimiento expreso del hijo a emanciparse. A esta 
escritura pública se agregará como habilitantes los documentos de filiación e 
identidad respectivos, y las declaraciones juramentadas de dos testigos conformes y 
sin tacha, que abonen sobre la conveniencia o utilidad que percibiría el menor  
adulto con esta emancipación. El notario dispondrá la publicación de la 
autorización, por una sola vez en la prensa, cuya constancia de haberse publicado 
se incorporará en el protocolo, con lo cual entregará las copias respectivas para su 
inscripción en los Registros de la Propiedad y Mercantil del cantón en el que se 
hubiere hecho la emancipación; 
25.- Tramitar la petición de declaratoria de interdicción para administrar los bienes 
de una persona declarada reo por sentencia ejecutoriada penal; para el  efecto se 
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adjuntará la sentencia ejecutoriada. En el acta que establezca la interdicción, se 
designará un curador; 
26.- Solemnizar la declaración de los convivientes sobre la existencia de la unión de 
hecho, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 222 del 
Código Civil. El Notario levantará el acta respectiva, de la que debidamente 
protocolizada, se conferirá copia certificada a las partes; y, 
27.- Declarar la extinción de usufructo, previa la justificación instrumental 
correspondiente y de acuerdo con las reglas del Código Civil, a petición del nudo 
propietario en los casos siguientes: 
a) Por muerte del usufructuario; 
b) Por llegada del día o cumplimiento de la condición prefijados para su 
terminación; y, 
 c) Por renuncia del usufructuario”  (Ley Notarial, Decreto Supremo 1404, 
publicada en Registro Oficial Suplemento 544 de 9 de Marzo del 2009) 
 
1.8. Definición de Acta Notarial y Declaración. 
Acta notarial  
 Para (Abella, pág. 411): “El acta notarial no existió desde siempre, se fue 
configurando a medida que fue evolucionando el notariado. Respecto de las actas 
hace referencia del notariado español y sostiene: 
 En los primeros tiempos del notariado español, las actas, en la forma que hoy se 
conocen, no existían, ya que era suficiente la palabra de honor para autenticar los 
hechos que exigían relaciones jurídicas. Pero la mala fe de algunos llevó a la 
práctica de este tipo de instrumentos; las actas constituyen un caso típico de usos y 
costumbres que terminaron siendo reconocidos por el legislador y encuadrados por 
el texto legal.  Examinada la petición y determinándose que cumple con todos los 
requisitos de ley, el notario realizará el acta que contendrá la expresión de la 
voluntad de los peticionarios. 
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El notario constata el hecho y lo registra en un acta, pero en otros casos expone su  juicio 
autorizando la realización del acto, situación que se produce en virtud de la evolución de la 
actividad notarial y de la confianza de la sociedad al fedatario. Por lo que el notario tendría 
cierta liberalidad para estructurar la redacción del acta; notarial.  
Pero otros autores, como Novoa Seaone, citado por Antonio Rodríguez sugiere cierta secuencia, 
al indicar: “Las actas, sólo tienen tres partes: comparecencia, exposición y autorización.  
La comparecencia en las actas no es lo mismo que en las escrituras…ni el Notario debe usar la 
fórmula ante mí, porque en realidad es el requerimiento el que suple la comparecencia en las 
actas.  
La Exposición.- En las actas notariales constituye la exposición su parte principal. Es la 
narración de los hechos como los presencie o le consten al Notario…  
Autorización.- No tiene otorgamiento, porque éste es el acto de consentir, en las actas no se 
presta consentimiento, porque no hay contrato, ni siquiera es necesario que el requirente esté 
conforme con los hechos consignados por el Notario, pues éste, después de requerido, consigna 
lo que presencie o le conste, bajo su responsabilidad, hasta el punto de que si luego el requirente 
no quiere firmar, basta que el Notario lo haga constar así, y tiene el acta validez.  (Rodríguez, 
pág. 19) 
La labor del notario no solo se limita a otorgar fe pública, la misma está estrechamente ligada a 
la conservación de la escritura pública o acta notarial, de su original en el archivo, teniendo 
como objetivo la garantía de existencia del acto o contrato a lo largo del tiempo, en el libro de 
diligencias se incorporan los asuntos de jurisdicción voluntaria y otros  actos que no constan en 
el protocolo. 
 Declaración: 
Las actas notariales, llamadas declaraciones juradas, a veces son necesarias. Un acta notarial 
puede reclamar la herencia de una propiedad, presentar hechos ante una corte o mostrar el 
derecho a un padre sin custodia para llevar a su hijo fuera del país.  
Declaración notariada (declaración jurada):  
“Definición.- Una declaración "notariada",  ocurre:  1) cuando se presenta una 
declaración jurada ante un notario público y el declarante (la persona que solicita 
la notarización) jura bajo juramento que los datos contenidos son verdaderos; 2) 
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cuando otros documentos, como formularios de verificación de identidad de empleo, 
están notariados. Los empleadores distantes geográficamente pueden solicitar 





























  TITULO II 
DEL DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO Y LA UNIÓN DE HECHO 
OTORGADA POR NOTARIO PÚBLICO EN EL ECUADOR.  
DEL DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO OTORGADA POR NOTARIO 
PÚBLICO. 
Divorcio: Concepto.- Según “Cabanellas” el divorcio proviene del latín divertían, del verbo 
divirtiere, separarse, irse cada uno por su lado; y, por antonomasia, referido a los cónyuges 
cuando así le ponen fin a la convivencia y al nexo de consorte. 
El Código Civil ecuatoriano, en  su Art. 106, expresa: 
 “El divorcio disuelve el vínculo matrimonial y deja a los cónyuges en aptitud para 
contraer nuevo matrimonio, salvo las limitaciones establecidas en este código. De 
igual manera, no podrá contraer matrimonio, dentro del año siguiente a la fecha en 
que se ejecutorió  la sentencia, quien fue actor en el juicio de divorcio, si el fallo se 
produjo en rebeldía del cónyuge demandado. 
En definitiva, el divorcio es la institución que permite, en las hipótesis establecidas en la ley, la 
disolución del vínculo matrimonial, con sus efectos respectivos en el estado civil de las 
personas, la de los hijos y el régimen jurídico de los bienes. Por lo que podemos afirmar que es 
el proceso requerido para obtener la decisión judicial que disuelve el vínculo matrimonial. 
El divorcio puede ser de dos clases: Por mutuo consentimiento (o mutuo acuerdo) o por causales 
(controvertido). 
(Textualmente se cita las leyes utilizadas para el estudio) 
CODIGO CIVIL 
“Art.107.- por mutuo consentimiento pueden los cónyuges divorciarse. Para este 
efecto, el consentimiento se expresara de siguiente modo: los cónyuges 
manifestaran, por escrito, por si o por medio de procuradores especiales, ant5e la 
jueza o juez de lo civil del domicilio de cualquiera de los cónyuges: 
1.- su nombre, apellido, edad, nacionalidad, profesión y domicilio; 
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2.-el nombre y edad de los hijos habidos durante el matrimonio y, 
3.- la voluntad de divorciarse, y la enumeración de los bienes patrimoniales y de los 
de la sociedad conyugal, con la comprobación del pago de todos los impuestos. 
CONCORDANCIAS: 
Art. 54.- La mera residencia hará las veces de domicilio civil respecto de las 
personas que no la tuvieren en otra parte. 
Art. 106.- el divorcio disuelve el vínculo matrimonial y deja a los cónyuges en 
aptitud para contraer nuevo matrimonio, salvo las limitaciones establecidas en este 
código. De igual manera, no podrá contraer matrimonio, dentro del año siguiente a 
la fecha en que se ejecutorió la sentencia, quien fue actor en el juicio de divorcio, si 
el fallo se produjo en rebeldía del cónyuge demandado. 
Estas prohibiciones no se extienden al caso en que el nuevo matrimonio se efectúa 
con el último cónyuge. 
Art. 113.- Cualesquiera de los cónyuges tendrán derecho a solicitar que en el mismo 
juicio de divorcio se liquide la sociedad conyugal y se fije la cantidad que se le ha 
de entregar en conformidad con el artículo anterior. 
Art. 115.- (Resolución de la situación económica de los hijos).- Para que se 
pronuncie la sentencia de divorcio, es requisito indispensable que los padres 
resuelvan sobre la situación económica de los hijos menores de edad, estableciendo 
la forma en que deba atenderse a la conservación, cuidado, alimento y educación de 
los mismos. Para este efecto, se procederá en la misma forma que cuando se trata 
de disolución del matrimonio por mutuo consentimiento. 
En la audiencia de conciliación en los juicios de divorcio, la juez o juez aparte de 
buscar el avenimiento de los litigantes, se empeñara en que se acuerde todo lo 
relacionado con la alimentación y educación de los hijos, fijando cantidades 
precisas y suficientes en armonía con las posibilidades de sus padres. Se acordará 
también el cónyuge que ha de tomar a su cargo el cuidado de los hijos; este acuerdo 
podrá modificarse en cualquier tiempo, por la juez o juez ante quien se hizo, cuando 




Art. 117.- La demanda de divorcio se propondrá ante la juez o juez del domicilio del 
demandado y si este se hallare en territorio extranjero la demanda se propondrá en 
el lugar de su último domicilio en el Ecuador. 
Para los efectos de este artículo se tendrá por domicilio de la mujer el lugar de su 
residencia actual, aun cuando el marido estuviere domiciliado en otro lugar. 
 
Art. 128.- La sentencia de divorcio no surtirá efecto mientras no se inscribiere en la 
oficina del registro civil correspondiente. 
La sentencia que admita el divorcio no se podrá inscribir ni surtirá efectos legales, 
mientras no se arregle satisfactoriamente lo relacionado con la educación, 
alimentación y cuidado de los hijos en caso de que estos particulares no se hubieran 
decidido en la audiencia de conciliación. 
Para el efecto, la jueza o juez convocará una junta en la que volverá a buscarse el 
acuerdo. 
De la sentencia que declare disuelta el vínculo matrimonial, una vez inscrita, se 
tomará razón al margen del acta de inscripción del matrimonio, dejando constancia 
en autos del cumplimiento de este requisito. 
Art. 139.- Por el hecho del matrimonio celebrado conforme a las leyes 
ecuatorianas, se contrae sociedad de bienes entre los cónyuges. 
Los que se hayan casado en nación extranjera, y pasaran a domiciliarse en el 
ecuador, se miraran como separados de bienes siempre que, en conformidad a las 
leyes bajo cuyo imperio se casaron, no haya habido entre ellos sociedad de bienes.  
Art, 157.- El haber de le sociedad conyugal, se compone: 
1. De los salarios y emolumentos de todo género de empleo y oficios, 
devengados durante el matrimonio; 
2. De todos los frutos, réditos, pensiones, y lucro de cualquiera naturaleza 
que provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de 
cada uno de los cónyuges, y que se devengan durante el matrimonio; 
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3. Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare a la sociedad, o 
durante ella adquiere; obligándose la sociedad a la restitución de igual 
suma. 
4. De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges 
aportare al matrimonio, o durante el adquiere quedando obligada  la 
sociedad a restituir su valor, según el que tuvieron al tiempo del aporte o 
de la adquisición; y; 
5. De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el 
matrimonio a título oneroso;”  (Codigo Civil, Registro Oficial Suplemento 
46 de 24-jun-2005, actualizado al octubre del 2013) 
Las reglas anteriores puedan modificarse mediante las capitalizaciones matrimoniales, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 152. 
CODIGO DE COMERCIO  
El Art. 30, de dicho cuerpo legal,  cuando se refiere a los actos y hechos objeto de registro, a 
cargo de los Registradores Mercantiles, establece: “El registro se llevará en un solo libro 
foliado, en el que se inscribirán:…. 
…“6.- Las demandas de separación conyugal o de separación de bienes, las 
sentencias ejecutoriadas que declaren una u otra, las escrituras públicas de 
exclusión de bienes y las liquidaciones practicadas para determinar lo que el 
cónyuge comerciante deba entregar al otro cónyuge. 
Las demandas de separación conyugal o de separación de bienes deben registrarse 
y fijarse en la oficina de inscripciones del cantón, con un mes por lo menos de 
anticipación a la sentencia de primera instancia, y, en caso contrario, los 
acreedores mercantiles tendrán derecho a impugnar, por lo que mira a sus 
intereses, los términos de la separación y las liquidaciones pendientes o practicadas 
para llevar a cabo.”  ( Código de Comercio, Codificación 28 Registro Oficial 





CODIGO DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 
En su Art. 52, este cuerpo legal, establece que: “El derecho a la separación de cuerpos y al 
divorcio, se regula por la ley del domicilio conyugal, pero no puede fundarse en causas anteriores a 
la adquisición de dicho domicilio si no las autoriza con iguales efectos la ley personal de ambos 
cónyuges”. ( Código de Derecho Internacional Privado (Código de Bustamante) Convención de 
Derecho Internacional Privado ) 
LEY DE REGIMEN TRIBUTARIO INTERNO  
En el ámbito tributario, se da el siguiente tratamiento a los ingresos de los cónyuges: 
 “Art. 5.- Ingresos de los cónyuges.- Los ingresos de la sociedad conyugal serán 
imputados a cada uno de los cónyuges en partes iguales, excepto los provenientes 
del trabajo en relación de dependencia o como resultado de su actividad 
profesional, arte u oficio, que será atribuidos al  cónyuge que los perciba. Así 
mismo serán atribuidos a cada cónyuge  los bienes o las rentas que ingresen al 
haber personal por efectos de convenios o acuerdos legalmente celebrados entre 
ellos  o con terceros. De igual manera, las rentas originales en las actividades 
empresariales serán atribuibles al cónyuge que ejerza la administración 
empresarial, si el otro obtiene rentas provenientes del trabajo, profesión u oficio o 
de otra fuente. A este mismo régimen se sujetaran las sociedades de bienes 
constituidas por las uniones de hecho según lo previsto en el art. 38 de la 
constitución política de la república. 
Art. 7.- Ejercicio impositivo.- El ejercicio impositivo es anual y  comprende el lapso 
que va del 01 de enero al 31 de diciembre. Cuando la actividad generadora de la 
renta se inicie en la fecha posterior al 01 de enero, el ejercicio impositivo se cerrará 
obligatoriamente al 31 de diciembre de cada año. 
Art. 54.- Transferencias que no son objetos del impuesto.- No se causará e IVA  en 
los siguientes casos:…. 
…” 2. adjudicaciones por herencia o por liquidación de sociedades, inclusive de la 
sociedad conyugal.”  (Ley de Régimen Tributario Interno, Ley 99-41, R.O. 321-S, 





Art.18  núm. 2. 
LEY DE REGISTRO 
El Art. 25 de la Ley de Registro, aplicable para el caso de las particiones o 
liquidaciones de la sociedad conyugal, en su literal f), dispone que están sujetos a 
registro: …” las sentencias o aprobaciones judiciales de partición de bienes, así 
como los actos de partición, judiciales o extrajudiciales”  
CONCORDANCIAS: 
Para el correcto ejercicio de las facultades acordadas a los Notarios y particularmente, respecto 
de las que son motivo de esta Tesis, es menester que dichos Funcionarios, conozcan y manejen 
acertadamente aquellas disposiciones legales, coexas con el ejercicio de tales facultades. Entre 
ellas, consideramos indispensable tener en cuenta, las siguientes concordancias: 
  
CON EL CODIGO  CIVIL. 
Art. 21.- Llámese infante o niño el que no ha cumplido siete años; impúber, el 
varón, que no ha cumplido doce; adulto, el que ha dejado de ser impúber, mayor de 
edad, o simplemente mayor, el que ha cumplido diez y ocho años; y menor de edad, 
o simplemente menor, el que ha llegado a cumplirlos. 
Art. 28.- Son representantes legales de una persona, el padre o la madre, bajo cuya 
patria potestad vive; su tutor o curador, y lo son de las personas jurídicas, los 
designados en el artículo 570. 
Art. 106.- el divorcio disuelve el vínculo matrimonial y deja a los cónyuges en 
aptitud para contraer nuevo matrimonio, salvo las limitaciones establecidas en este 
Código. De igual manera no podrá contraer matrimonio dentro del año siguiente a 
la fecha en que se ejecutorió la sentencia, quien fue actor en el juicio de divorcio, si 
el fallo se produjo en rebeldía del cónyuge demandado.  
Estas prohibiciones no se extienden al caso en que el nuevo matrimonio se efectúa 
con el último cónyuge. 
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Art. 121 (Prueba en los juicios de divorcio controvertido).- En los juicios de 
divorcio, a excepción de los de mutuo consentimiento, se abrirá la causa a prueba, 
no obstante el allanamiento de la parte demandada. 
Art. 307.- En el estado de divorcio y en el de separación de los padres, la patria 
potestad corresponderá a aquel de los padres a cuyo cuidado hubiera quedado el 
hijo. Los padres podrán, con todo apartarse de esta regla, por mutuo acuerdo y con 
autorización de la jueza o Juez, quien procederá con conocimiento de causa. 
Art. 355.- Mientras se ventila la obligación de prestar alimentos, podrá la Jueza o 
Juez ordenar que se den provisionalmente, desde que en la  secuela del juicio se le 
ofrezca fundamento razonable; sin perjuicio de la restitución, si la persona a quien 
se demanda obtiene sentencia absolutoria. 
Cesa este derecho a la restitución contra el que, de buena fe y con algún 
fundamento razonable, haya intentado la demanda.                    
Art. 367.- Las tutelas y las curadurías o curatelas son cargos impuestos a ciertas 
personas, a favor de aquellas que no pueden gobernarse por sí mismos, o 
administrar competentemente sus negocios, y que no se hallan bajo potestad del 
padre o madre, que puedan darles la protección debida. Las personas que ejercen 
este cargo se llaman tutores o curadores y generalmente guardadores. 
Art. 515.- Las curadurías especiales son dativas. Los curadores para pleito o Ad-
Litem son dados por la judicatura que conoce el pleito. 
 
LEY DE REGISTRO CIVIL, IDENTIFICACION Y CEDULACION 
Para efectos de determinar lo que deben tener en cuenta los Notarios al momento de declarar el 
divorcio por mutuo acuerdo, nos referiremos a lo que dispone la Ley de Registro Civil, 
Identificación y Cedulación: 
 
“Art. 24.- Exigencia de sentencia inscrita.- la autoridad ante  quien se presente una 
sentencia sobre estado civil que no haya sido inscrita, exigirá previamente el 
requisito de la inscripción. 
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Art. 61.- Reforma o nulidad de inscripción.- Salvo los casos expresamente señalados 
en esta ley, las inscripciones de los hechos o actos constitutivos o modificatorios del 
estado civil no podrán ser reformados ni anulados, sino en virtud de sentencia 
judicial. 
Art. 72.- Marginación de la partida de matrimonio.- Declarada la nulidad de un 
matrimonio, o el divorcio, o la separación conyugal judicialmente autorizada, la 
sentencia se subscribirá en la respectiva inscripción del matrimonio. 
Mientras la sentencia no estuviere subscrita no podrán reclamarse los derechos 
civiles provenientes de la nulidad del matrimonio, del divorcio o de la separación 
conyugal judicialmente autorizada. 
Art. 73.-Presentacion de dos copias.-Ejecutoriada alguna de las sentencias a que se 
refiere el artículo procedente, se presentara por duplicado copia certificada, ante el 
jefe del registro civil, identificación y cedulación del lugar donde estuviere inscrito 
el matrimonio, para su correspondiente su inscripción. 
Una copia de dicha sentencia se archivara en la jefatura del registro civil, 
identificación y cedulación correspondiente y la otra se rendirá al departamento  
del Registro Civil. 
 
2.1. ¿Qué es el Divorcio por Mutuo Consentimiento otorgado por Notario Público? 
De acuerdo a las últimas reformas introducidas al Art. 18 de la Ley Notarial, mediante Ley No 
2006-62, publicada en el Registro Oficial No 406 de 28 de noviembre del 2006, se agregaron 
los numerales 19 al 27, entre los que consta el numeral 22 que habla exclusivamente sobre la 
atribución de los Notarios para tramitar divorcios por mutuo consentimiento. 
De la primera parte del texto agregado al numeral 22, de la reforma del artículo 18 de la Ley 
Notarial, se desprenden las circunstancias específicas bajo las cuales se encuentra autorizado al 
notario tramitar el divorcio por mutuo consentimiento, el mismo que dada su importancia lo 
transcribo a continuación en su parte pertinente: 
“…Tramitar divorcios por mutuo consentimiento, únicamente en los casos en que 
los cónyuges no tengan hijos menores de edad bajo su dependencia…” ( Ley 
Notarial, actualizada a mayo 2014 ) 
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La atribución es específica, únicamente para los casos en que los cónyuges no tengan hijos 
menores de edad o bajo su dependencia, ello es por demás comprensible, dado que como hemos 
visto antes, cuando no existe acuerdo en la situación de los hijos, el divorcio consensual puede 
transformarse en controvertido. 
En definitiva se puede establecer como requisitos para el divorcio por mutuo consentimiento, 
ante notario, los establecidos por el numeral 22 del Art.18 de la Ley Notarial, que se les puede 
resumir en: 
a) Situación actual de existencia del vínculo conyugal, siendo obvio, por cuanto si no son 
casados, o ya no son cónyuges no hay razón para este procedimiento; 
b) Inexistencia entre los cónyuges de hijos menores de edad; 
c) Inexistencia entre los cónyuges de hijos bajo su dependencia económica, entendiéndose como 
tal a los hijos que aunque sean mayores de edad puedan encontrarse por discapacidad bajo se 
dependencia económica; y, 
d) Que el cónyuge no se encuentre en estado de gravidez.  
e) Petición de que se de trámite al divorcio por mutuo consentimiento. 
El trámite del divorcio por mutuo consentimiento notarial está determinado a continuación del 
texto anteriormente indicado, de la Ley Notarial, artículo 18, numeral 22, el mismo que dada su 
importancia lo transcribo a continuación en su parte pertinente, así: 
…“Para el efecto, los cónyuges expresarán en el petitorio, bajo juramento, lo antes 
mencionado y su voluntad definitiva de disolver el vínculo matrimonial, mismo que 
deberá ser patrocinado por un abogado en libre ejercicio, cumpliendo 
adicionalmente en la petición, lo previsto en el artículo 107 del Código Civil. El 
notario mandará que los comparecientes reconozcan sus respectivas firmas y 
rubricas y fijara fecha y hora para que  tenga lugar la audiencia, dentro de un plazo 
no menor de sesenta días, en la cual los cónyuges deberán ratificar lo consuno y 
viva voz su voluntad de divorciarse. El notario levantará un acta de la diligencia en 
la que declarará disuelto el vínculo matrimonial”… 
Como primer elemento en el proceso de divorcio notarial consensual o por mutuo 
consentimiento, tenemos que los cónyuges deben expresar en el petitorio, bajo juramento que no 
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tienen hijos menores de edad o bajo su dependencia, que la mujer no se encuentra en estado de 
gravidez, añadiendo a ello su voluntad definitiva de disolver el vínculo matrimonial; el petitorio 
debe estar patrocinado por un abogado en libre ejercicio profesional. 
Como segundo elemento tenemos que el petitorio debe cumplir con lo expresamente previsto en 
el artículo 107 del Código Civil, que se les puede resumir en: 
1. La petición debe ser por escrito; 
2. Los cónyuges pueden comparecer por sus propios derechos o mediante procuradores 
especiales; 
3. La petición debe contener: 
a) Nombres, apellidos, edad, nacionalidad, profesión y domicilio de los cónyuges; 
b) La voluntad expresa de divorciarse indicando los bienes patrimoniales y los de la sociedad 
conyugal, adjuntando comprobantes de pago de los impuestos. 
Una vez establecido lo anterior, le notario mandará que los comparecientes reconozcan sus 
respectivas firmas y rúbricas y fijará fecha y hora para que tenga lugar la audiencia, dentro de 
un plazo de no menor a sesenta días, en la cual los cónyuges deberán ratificar de consuno y viva 
voz su voluntad de divorciarse. De toda esta diligencia, el notario tiene la obligación de levantar 
un acta en la que declarará disuelto el vínculo matrimonial y dispondrá la marginación de la 
sentencia en el Registro Civil correspondiente. 
Limitaciones Del Divorcio Consensual Ante El Notario. 
“El numeral 22 agregado al artículo 18 de la actual Ley Notaria, empieza por 
determinar cuáles son las limitaciones del trámite del divorcio ante  Notario 
Público ecuatoriano; pues, no todos los cónyuges que de mutuo acuerdo decidan 
divorciarse, podrán comparecer ante un Notario Público y solicitar su divorcio, por 
el contrario, sólo podrán hacerlo quienes “no tengan hijos menores de edad o bajo 
su dependencia”. 
La limitación antes detallada encierra dos partes, la una se refiere a  no tener hijos menores de 
edad, entendiendo por aquello, que no debe tener la pareja tener hijos menores de 18 años. Y, la 
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otra hace relación a no tener hijos bajo su dependencia, se entiende, hijos mayores de edad 
discapacitados. 
Estas limitaciones son la diferencia principal con el divorcio consensual ante un Juez de lo 
Civil; ya que ante el Juez, la pareja que decide en común acuerdo divorciarse, puede o no tener 
hijos menores de edad o discapacitados, en cambio ante el Notario los cónyuges que se van a 
divorciar no podrán hacerlo si cuentan con dicha descendencia. 
La razón de esta limitación es plenamente justificable por motivo de la custodia de dichos 
menores y de las pensiones alimenticias que deben fijarse para los menores dentro del trámite 
del divorcio judicial, asunto que la ley señale puede ser controvertido, siendo estas pensiones 
alimenticias únicamente provisionales, por cuanto podrán ser aumentadas o disminuidas en lo 
posterior, conforme a las circunstancias económicas del menor o de su alimentante. 
Alza o disminución de la pensión alimenticia que se realiza como un incidente dentro del juicio 
principal de divorcio y que en la mayoría de los casos implica pleito entre las partes, siempre y 
cuando se trate de un divorcio seguido ante el Juez de lo Civil, no así el Notario Público que, al 
no tener potestad para conocer y tramitar actos litigiosos, mal podría resolver dichos incidentes.  
(Donayre, 2013) 
Requisitos Que Debe Reunir La Solicitud De Divorcio  Consensual Notarial 
Podemos considerar la existencia de dos clases de requisitos, estos son los intrínsecos y los 
extrínsecos. 
Requisitos intrínsecos: 
Hace relación a los elementos necesarios para que exista el derecho de solicitar el divorcio por 
mutuo consentimiento, en efecto debe previamente existir lo siguiente: 
a. Existencia actual del vínculo conyugal. Esto se demuestra con la copia del acta de 
matrimonio emitida por el Registro Civil correspondiente. 
b. Inexistencia de hijos menores de edad o bajo su dependencia. Esto se conocerá a través 
de una Declaración Juramentada a los cónyuges que van a divorciarse. 
c. Consentimiento y voluntad no viciados de los cónyuges, el Notario al estar investido de 
fe pública será quien constate la libre voluntad de los comparecientes. 
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Si bien es cierto el numeral 22 del artículo 18 de la Ley Notarial, nada dice en relación a la 
eventualidad que la cónyuge se encuentre embarazada, el Código Civil en el artículo 60, señala: 
“El nacimiento de una persona fija el principio de una existencia legal, desde que es separado 
completamente de su madre”. Por tanto se podría autorizar un divorcio por mutuo consentimiento 
si la cónyuge se encuentra en estado de gravidez pero de acuerdo al espíritu de la disposición de 
Ley Notarial es recomendable que adicionalmente se realice una declaración juramentada en el 
sentido de que la cónyuge que pide el divorcio no se encuentra embarazada. 
Requisitos extrínsecos: 
Los requisitos extrínsecos que debe contener una solicitud y sin los cuales no será admitida a 
trámite, son los establecidos en el artículo 107 del Código Civil que son los siguientes: 
1. Nombres, apellidos, edad, nacionalidad, profesión y domicilio de los comparecientes; 
2. El nombre y edad de los hijos habidos durante el matrimonio, siempre que sean 
mayores de edad, caso contrario el trámite será ante un Juez;  
3. La voluntad de divorciarse, y la enumeración de los bienes patrimoniales y los de la 
sociedad conyugal, con la comprobación del pago de todos los impuestos. 
4. Solicitud deberá ser patrocinada por un abogado en libre ejercicio. 
5. Si comparecen por medio de apoderados o procuradores, se exigirá el correspondiente 
poder especial o procuración judicial, ya sea individual de cada cónyuge por separado o 
en conjunto de los dos en un solo mandato. 
Por tratarse de un trámite en la vía notarial no se plantea en forma de demanda, sino de solicitud 
conjunta de los cónyuges, con el cumplimiento de los requisitos anteriores. 
Validez jurídica del acta de divorcio notarial. 
De acuerdo al artículo 164 del Código de Procedimiento Civil,  define lo que son los 
instrumentos públicos en el orden Administrativo, Jurisdiccional y Notarial; dentro de la 
clasificación de los instrumentos públicos notariales, tenemos: La escritura pública, 
protocolizaciones, copias-compulsas y diligencias extra protocolares. Sin duda el acta notarial 
de divorcio está dentro de los elementos públicos notariales, en calidad de escritura pública que 
contiene el trámite de divorcio debidamente protocolizada e incorporada al protocolo respectivo.  
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El mismo artículo 164 del citado cuerpo legal, señala: “Instrumento público o auténtico es el 
autorizado con las solemnidades legales por el competente empleado. Si fuere otorgado ante el Notario e    
incorporado en su protocolo o registro público se llama escritura pública”. 
El Art. 165, del Código de procedimiento Civil, en su parte inicial, establece: “Hacen fe y 
constituyen prueba  todos los instrumentos públicos, o sea todos los instrumentos autorizados en debida 
forma por las personas encargadas de los asuntos correspondientes a su cargo o empleo”….  
Como vemos, el acta de divorcio emitida por un Notario Público, tiene la validez  jurídica de un 
instrumento público, no sólo por prevenir del empleado correspondiente en este caso del 
Notario, sino porque éste actúa en cumplimiento de las potestades atribuidas por la Lay 
Notarial.  (González) 
Inscripción Del Divorcio Por Mutuo Consentimiento Notarial.- 
Para la inscripción del divorcio por mutuo consentimiento notarial, el notario debe protocolizar 
el acta de la diligencia de audiencia conjuntamente con la declaración de disuelto el vínculo 
matrimonial, de ello entregará a las partes copias legal y debidamente certificadas y oficiará al 
Registro Civil para su marginación respectiva, institución que deberá sentar la razón 
correspondiente de la marginación en una copia certificada de la diligencia, la misma que 
deberá ser devuelta al notario para que le incorpore al protocolo respectivo, indicándose 
además, que como alternativa para la marginación, se puede utilizar el sistema de correo 
electrónico, todo esto se desprende de la continuación del texto  citado anteriormente, de la Ley 
Notarial, articulo 18, numeral 22, así:  
…”de la que debidamente protocolizada, se entregará copias certificadas a las 
partes y se oficiará al Registro Civil para su marginación respectiva; El Registro 
Civil a su vez, deberá sentar la razón correspondiente de la marginación en una 
copia certificada de la diligencia, que deberá ser devuelta al notario e incorporada 
en el protocolo respectivo. El sistema de correo electrónico podrá utilizarse para el 
trámite de marginación señalada en esta disposición”…. 
 
 
Divorcio por mutuo consentimiento notarial mediante Procurador.- 
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Sabemos que la Procuraduría Judicial o especial, no es más que un contrato de mandato 
especial, mediante el cual se establece la facultad para que el Apoderado o Procurador  le 
represente al mandante en juicio, situación que para el divorcio por mutuo consentimiento se 
establece como posibilidad, en cuanto a que los cónyuges pueden comparecer para el divorcio 
por mutuo consentimiento, por sus propios derechos o mediante procurador especial, según lo 
establece tanto el artículo 107 del Código Civil y también a continuación del texto 
anteriormente citado de la Ley Notarial, articulo 18, numeral 22,  que dispone: 
… “Los cónyuges podrán comparecer directamente o a través de procuradores 
especiales”… 
Casos que pueden darse en el Divorcio por Mutuo Consentimiento Notarial.- 
Las circunstancias que se pueden presentar durante el proceso de divorcio por mutuo 
consentimiento notarial, tienen fundamentalmente que ver con el señalamiento de la audiencia 
en la fecha y hora señalada por el Notario, la misma que puede no darse, situación que la 
reforma a la Ley Notarial lo ha previsto en la parte final del artículo 18, numeral 22, el mismo 
que daba su importancia y trascendencia lo trascribo a continuación, así: 
…” De no realizarse la audiencia en la fecha designada por el notario, los 
cónyuges podrán solicitar nueva fecha y hora para que tenga lugar la misma, 
debiendo cumplirse dentro del término de 10 días posteriores a la fecha en la cual 
debió celebrarse originalmente. De no darse la audiencia, el notario archivara la 
petición”... 
En el proceso de divorcio por mutuo consentimiento judicial, cuando existe una audiencia 
fallida, se puede solicitar que se vuelva a señalar fecha y hora, de no darse no existe límite 
establecido para que se pueda seguirse solicitando se vuelva a señalar, esto no sucede en el 
trámite notarial, ya que está limitada la solicitud de nuevo señalamiento de fecha y hora para la 






2.2.  El Notario Ecuatoriano: Antecedentes  de Atribuciones para declarar el 
divorcio.  
“El Derecho Notarial surge de una manera tan rotunda, contribuyendo con el 
progreso del Derecho Privado, como una de las instituciones jurídicas más útiles de 
la vida social y económica de la mayoría de países. 
Al Notario le corresponde tradicionalmente dos cometidos desempeñados con un esmero que ha 
sido la razón de su prestigio: uno comprobar la realidad de los hechos, y el otro, legitimar el 
negocio jurídico, dejando todo ello acreditado en el documento notarial. 
El desarrollo histórico de la institución notarial ofrece, en todas las épocas, situaciones 
comparativas de sumo interés. 
En Cartago no era desconocida la institución notarial. Lo demuestra el texto transmitido por 
Polibio, del tratado celebrado con Roma en el año 509 antes de Cristo, con el acordado, quienes 
fueran a efectuar operaciones mercantiles en el territorio cartaginés, no podían concluir contrato 
alguno sin la intervención del escribano. 
La historia de Egipto atrae singularmente a los notarios en lo que concierne a los ancestrales 
orígenes que pudiere tener su profesión por la existencia de un personaje de muy marcados 
caracteres como de trascendente importancia dentro de la sociedad, al que, precisamente por 
valoración fonética se le tiene como antepasado del notario: el escriba. 
La organización social y religiosa de Egipto, hicieron de sus escribas personajes de verdadera 
importancia intelectual dentro de aquel engranaje administrativo.  Por otra parte, estaba el 
escriba unido a la divinidad de Thot, la fuerza creadora del pensamiento. 
En la historia antigua de Egipto se conocieron dos clases de documentos, el “casero” y el “del 
escriba y testigo”, el primero entre 3100 y 177 A. de C y el segundo entre 1573 y 712 A. de C. 
En el “Casero”, una persona contraía simplemente una obligación de hacer, como lo era casi 
siempre la transmisión de la propiedad de un objeto, lo que se hacía con tres testigos y la firma 
de un funcionario de jerarquía. 
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En el caso conocido como “Documento del escriba y testigo”, era una declaración de persona, 
la que firmaba el escriba, en forma tal que resultaba casi imposible el que pudiera ser alterado, 
sobre el cual los egipcios fueron verdaderos maestros al grabarlos. 
En Babilonia la actividad de tipo civil como las manifestaciones religiosas estaban íntimamente  
unidas, y la administración de justicia la impartían los jueces con la colaboración de los 
escribas. 
Es conocido el Código de Hammurabi; piedra grabada encontrada al realizar excavaciones en  la 
ciudad de Susa. 
Este código tiene un gran contenido de materias de índole jurídico Civil, Administrativo y 
Procesal. Pero, lo interesante en éste, es la importancia que le da al testigo. 
Pareciera que todo contrato o convenio debía hacerse en presencia de testigos. 
El Código de Hammurabi es referencia de interés en cuanto a las formas documentales que 
incipientemente comienzan a revelarse como textos escritos, pero en los que predomina la 
prueba testimonial, adicional a las influencias de las fuerzas naturales y a la intervención 
fortuita de factores externos al entendimiento humano. 
En los pueblos indios, la estrecha relación entre lo jurídico y lo religioso estaba consagrada por 
las célebres leyes de Manú, traducción popular de Manava-Dharma-Sastra. 
También en este conjunto de normas, el testigo aparece como una forma fundamental y clásica 
de prueba aunado al documento. 
Dentro de la organización social de los hebreos, habían varias clases de escribas: el escriba del 
Rey, que autenticaba todos los actos de importancia de la actividad monárquica; el escriba del 
pueblo, redactor de pactos y convenios entre los particulares; el escriba del Estado, que cumplía 
funciones judiciales y las de secretario de Consejo de Estado; y el más importante de todos, el 
escriba de ley y que, justamente, tenía mucha autoridad e influencia, dada su misión de 
interpretar la ley. Sólo ellos podían hacerlo, y no se admitían sino las explicaciones por ellos 
manifestadas.  (Díaz, 2013) 
Ellos se creían los depositarios de la verdad contenida en la ley. Este hecho “trae un nuevo 
elemento explicativo del choque que, indefectiblemente, habría de producirse entre los fariseos y Jesús, 
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en el plano ideológico, ya que la interpretación de la ley hecha por Jesucristo no coincidía con la 
interpretación clásica hecha por los fariseos”. 
En Roma hubo una serie de personas que redactaban documentos, y según Fernández Casado, 
fueron conocidos como: Notarii. Scribal, Tabelione, Tabularii. Chartularii, Actuari, Librari, 
Amanuenses, Logrographi, Refrandarii, Cancelarii, Diastoleos, Censuales Libelenses, 
Numerarii, Scriniarii, Comicularii, Exceptores, Epistolares, Consiliarii, Congnitores. 
De un análisis metodológico de la naturaleza de la actividad ejercida por tales funcionarios, se 
llega a la afirmación de que en Roma cuatro funcionarios son los que verdaderamente pueden 
citarse de genuina antelación del notario. Son el Escriba, el Notarii, el Tabularii, y el Tabelión. 
El Escriba tiene funciones de depositario de documentos, y redactaba decretos y mandatos del 
pretor. 
El Notario era aquel funcionario que trasladaba a la escritura las intervenciones orales de un 
tercero y debía hacerlo con exactitud y celeridad. 
El Tabulario era el funcionario encargado de hacer las listas de aquellos romanos sujetos al pago 
de impuestos. 
En la Edad Moderna, tanto en Francia con la Ley Veinticinco Ventoso, y en España con la Ley 
del 28 de mayo de 1906, se da un progreso muy sentido en el notariado latino, progreso que se 
vio afectado por la primera guerra mundial en 1918. 
En el Ecuador, en ese entonces, no se contaba con una Ley Notarial, sino que la actuación de los 
notarios se regía por la Ley Orgánica de la Fundación Judicial, hasta que en 1966 se dictó la 
Primera Ley Notarial, en la cual se establece la obligación de afiliarse al Colegio de Notarios 
del Distrito correspondiente. 
La institución notarial hoy, gracias al celo de su cultura, ofrece al hombre seguridad jurídica. En 
el escribano decía Andrés Bello descansa la fe pública, siendo un ministro constituido 
especialmente para dar testimonio de la verdad. 
Y le daba al escribano la alta misión de tutelar el bien público. Es el escribano, el depositario de 
la confianza pública. En sus protocolos, conserva cuanto puede considerarse preciso para hacer 
efectivo el complimiento de los actos, y de las otras disposiciones de los hombres; y en sus 
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archivos, los procesos, en que interesan nada menos que el honor, la vida, los bienes y la 
quietud de los particulares, y todo cuanto puede contribuir al bien del estado. 
En cuanto a la definición de Notario podemos señalar las siguientes: 
a)  I Congreso de Buenos Aires, 1945: 
El Notario es el profesional de Derecho encargado de una función pública, consiste en recibir, 
interpretar y dar forma legal a la voluntad de las partes, redactando los instrumentos adecuados 
a ese fin y confiriéndoles autenticidad, conservar los originales de éstos y expedir copias que 
den fe de su contenido. En su función está comprendida la autenticación de hechos. 
“Para Giménez Arnau, “Notario es el Profesional del Derecho que ejerce una 
función pública, para robustecer con una presunción de verdad los actos en que 
intervienen para colaborar en la formación correcta del negocio jurídico y para 
solemnizar y dar forma a los negocios jurídicos privados, y de cuya competencia 
solo por razones históricas, están sustraídos los actos de la llamada jurisdicción 
voluntaria”. 
Nuestra Ley Notarial en su Artículo 6, define a los Notarios, así: “Notarios son los funcionarios 
investidos de fe pública para, autorizar a requerimiento de parte, los actos contratos y documentos 
determinados en las leyes. Para juzgarlos penalmente por sus actos oficiales gozarán de fuero de Corte”. 
De las definiciones de notario que hemos expuesto y otras que no las transcribimos por sus 
coincidencias ideológicas, vemos que el Notario es el funcionario que recibe del Estado la 
potestad legal de otorgar fe pública ,para autorizar actos, contratos, trámites y diligencias, 
establecidos en la ley, en los que intervienen en razón de su cargo, para formalizar, autorizar, 
solemnizar, cuidar de la legalidad, veracidad e incluso asesorar a las partes como el moldeador 
legal, porque no es un simple documentador, recoge la voluntad de las partes encuadrándolas 
jurídicamente, penetrando en lo más profundo del documento notarial; para luego custodiar, 
conservar en depósito los protocolos y libros autorizados por él en el ejercicio de su cargo, a 
más de otorgar las copias y testimonios correspondientes. 
En efecto,  se ha discutido ampliamente si el Notario es un funcionario público o no, pero queda 
claro que se habla de función notarial dentro del poder del Estado. La función notarial nace de la 
Función Judicial, que a su vez deviene del Estado. Al respecto, el pleno de la Corte Superior de 
Justicia (hoy Corte Provincial de Justicia) acogiendo el informe de una comisión especial para 
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analizar si el Notario es o no un funcionario público, resolvió que no es empleado público, es un 
funcionario especial. 
El Notario, como funcionario especial, cumple un rol enmarcado en la ética del deber, 
complementando con la ética de la responsabilidad. El Notario es un hacedor de documentos 
jurídicos, como tal, es un guardián de la legalidad y el derecho y presta un servicio público de 
naturaleza oficial en el que otorga obligatoriamente a rogativa de parte, asesoramiento, mediante 
una auténtica pedagogía jurídica que concilia, orienta, aconseja, recoge las voluntades 
negociadoras para darle forma, sobre todo, el Notario de tipo latino.”  (Díaz Peñaherrera, 2013) 
De lo dicho surge la necesidad de que la figura moral del Notario sea monumental por la 
naturaleza jurídica de dar credibilidad a sus actuaciones, para ello no debe ser un empírico del 
Derecho, no debe ser un mero conocedor de la actividad notarial, debe ser obligatoriamente, 
como ya hemos dicho, un profesional del Derecho, para, a más de garantizar la seguridad de los 
hechos jurídicos, dotarlos de legalidad y moralidad. 
Los principios básicos de las respectivas legislaciones y reglamentos notariales de los países del 
Notariado Internacional son muy parecidos, las prácticas muy similares y las preocupaciones, 
experiencias y propósitos también participan del mismo objeto: el mejoramiento profesional del 
Notario. Todas cuentan con un denominador común, “cierta conducta ética que se le exige al 
Notario”. (Díaz, 2013, pág. 30) 
Al hablar de Ética Notarial entendemos que debemos seguir el patrón que han seguido nuestros 
cánones de Ética Profesional, toda vez que el Notario, como Abogado que es, tiene el deber 
ineludible de cumplir con el Código de Ética Profesional; además, el supuesto, de jerarquía que 
siguen, nos convence de que así deben ser las prioridades profesionales del Notario. Tomando 
en cuenta que en su gestión, puede intervenir en algunos trámites judiciales, tales como el 
reconocimiento de firmas en documentos legales, requerimientos, protocolizaciones de 
sentencias judiciales, y otros. 
Un factor muy importante que debemos considerar en este momento, es que algunos  de 
nuestros Notarios, lamentablemente, incumplen de una forma continua con los principios éticos; 
ésta es una triste realidad que se torna más evidente cada día, realidad a la que tenemos que 




El Notario que es excelente persona, y que por su desmoralización deja de serlo, no sólo está 
defraudando la confianza que le ha depositado el Estado, sino que también esta lesionando el 
derecho de los demás notarios a que su profesión se ejerza con excelencia ética y que su 
reputación se mantenga irreprochable. Ésta sería de por sí una razón de peso para promover la 
redacción del Código de Ética Notarial que tanta falta nos hace. 
 
2.3. Trámite del Divorcio Por Mutuo Consentimiento Otorgado Por Notario 
Público. 
El trámite cuenta con los siguientes pasos: 
1.- Presentación de la solicitud: los cónyuges presentarán la solicitud de divorcio que cumpla 
con todo los requisitos legales analizados, adjuntando el acta de matrimonio correspondiente. 
 2.- Notificación al Colegio de Notarios:  es un requisito que si bien no consta en la Ley 
Notarial, ha sido analizado y fijado por la Federación Ecuatoriana  de Notarios, a fin de evitar 
todo tipo de trámites  o muy acelerados o engorrosos; se trata de enviar la solicitud de divorcio 
vía fax o personalmente por parte del Notario requerido al Colegio de Notarios al que se 
encuentre afiliado, para que el Presidente o Secretario, del Colegio de Notarios respectivo 
coloque el sello, fecha y firma sin la cual dicha solicitud no será admitida a trámite. La misma 
que será registrada en dicho Colegio, con la fecha de registro, desde la cual se contarán los 
posteriores plazos del trámite del divorcio. 
3.-Reconocimiento de Firmas: una vez registrada la solicitud en el Colegio de Notarios 
respectivo, el Notario a cargo del divorcio el notario hará  reconocer las firmas y rúbricas de los 
comparecientes, fijando a continuación del reconocimiento el día y la hora para llevar a cabo la 
audiencia, fecha y hora con la que quedarán notificados los cónyuges. 
4.- Audiencia: esta será fijada en un plazo no menor de 60 días luego del reconocimiento de 
firmas, audiencia en la cual los cónyuges se ratificarán en su voluntad de divorciarse. Sólo 




5.- Acta de autorización del divorcio: Ratificada la voluntad de los cónyuges de divorciarse, el 
Notario levantará un acta en la que declare disuelto el vínculo matrimonial, de la que una vez 
protocolizada se entregará copias a las partes. 
6.- Marginación: Con las copias del acta de divorcio se oficiará al Registro Civil para su 
marginación. 
7.- Incorporación del acta marginada al protocolo: Marginada el acta en el Registro Civil, 
éste deberá sentar en una de las copias enviadas, la razón de su marginación, la misma que será 
devuelta al Notario e  incorporada al protocolo del Notario. 
Unión De Hecho Otorgada Por Notario Público 
Para empezar el estudio de este tema citaré lo que dice con respecto el Código Civil  
 “Art. 223.- Se presume que la unión es de este carácter cuando el hombre y la 
mujer así unidos se han tratado como marido y mujer en sus relaciones sociales y 
han sido recibidos por sus parientes, amigos y vecinos. 
El Juez aplicara las reglas de la sana crítica en la apreciación de la prueba 
correspondiente.2 
Art. 224.- La estipulación de otro régimen económico distinto al de la sociedad de 
bienes deberá constar en escritura pública. 
Art. 225.- Las personas unidas de hecho podrán constituir patrimonios familiar 
para sí y en beneficio de sus descendientes, el cual se regirá por las reglas 
correspondientes de este Código. 
La sociedad de bienes subsistirá respecto de los restantes. 
Art. 226.-  Esta unión termina: 
a) Por mutuo consentimiento expresado por instrumento público o ante un Juez de lo 
Civil. 
 
b) Por voluntad de cualquier de los convivientes expresado por escrito ante el Juez de lo 
Civil, la misma que será notificada al otro;  
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c) Por el matrimonio de uno de los convivientes con una tercera persona; y , 
 
d) Por muerte de uno de los convivientes. 
 
Sobre el contenido de este último artículo, debemos manifestar que, siendo el espíritu que llevó 
a otorgar reconocimiento legal a las uniones de hecho, el de proteger los intereses patrimoniales 
y morales de quienes así se han unido y velar también por la prole común, estableciendo para 
ello requisitos y formalidades legales, el fin de la unión de hecho, debe hacerse también con 
sujeción a formalidades legales, como las de hacer constar ante la autoridad correspondiente los 
bienes adquiridos en común y eventualmente, disponer la liquidación previa de esa sociedad de 
bienes de hecho antes de declararla extinguida; igualmente, debería exigirse, que previamente, 
se resuelva el tema de la custodia y alimentos para los hijos comunes; pues si a la unión de 
hecho se le reconocen iguales derechos y prerrogativas que al matrimonio y a la sociedad 
conyugal, es justo, imponerle similares cargas y obligaciones. 
Art. 227.- Por el hecho del matrimonio entre los convivientes, la sociedad de bienes 
continúa como sociedad conyugal. 
Art. 228.- Los convivientes deben suministrarse lo necesario y contribuir, según sus 
posibilidades, al mantenimiento del hogar común. (debería incluirse a los 
convivientes, entre los obligados a prestar y solicitar alimentos) 
Art. 229.- El haber de esta sociedad y sus cargas, la administración extraordinaria 
de sus bienes, la disolución y la liquidación  de la sociedad y la partición de 
gananciales se rigen por lo que este Código y el Código de Procedimiento Civil 
disponen para la sociedad conyugal. 
Art. 230.- La administración ordinaria de la sociedad de bienes corresponde al 
conviviente que hubiere sido autorizado mediante instrumento público. A falta de 
autorización la administración corresponde al hombre. (Esta última parte, va en 
contra de los derechos de género, siendo discriminatoria en contra de la mujer) 
Art. 231.- Las reglas contenidas en el Titulo II, Libro Tercero de este Código, 
referente a los diversos órdenes de la sucesión intestada en lo que concierne al 
cónyuge, se aplicaran al conviviente que sobreviviere, del mimo modo que los 
preceptos relacionados a la porción conyugal. 
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Art. 232.- Quienes hubieren establecido unión de hecho de conformidad con esta ley 
tendrán derecho. 
a) A los beneficios del Seguro Social; y, 
b) Al subsidio familiar, y demás los beneficios sociales establecidos para el cónyuge.”  
(Codigo Civil, Registro Oficial Suplemento 46 de 24-jun-2005, actualizado al octubre del 2013) 
Nota: La ley que regula las Uniones de Hecho fue incorporada al Título VI del Libro Primero 
del Código Civil. 
Por tanto en la actualidad, en el Ecuador la normativa legal en la cual se hace referencia a la 
legalización de la Unión de Hecho, y sus efectos jurídicos los encontramos entre los Arts. 222 y 
232 del Código Civil; en el artículo 38 de la Constitución Política de la República del Ecuador; 
en la Ley del Seguro Social Obligatorio, en su artículo 61; en la Ley de Régimen Tributario 
Interno, articulo 5; en el Reglamento de la Ley de Régimen Tributario Interno, articulo 4.  
Requisitos para la  Unión De Hecho otorgada por Notario Público:  
Cabe indicar, que le son aplicables a este acto notarial, todos aquellos requisitos que de manera 
general, son aplicables a toda clase de actos, contratos y negocios jurídicos para los que están 
autorizados los Notarios Públicos. 
Los más usuales, dependiendo del acto o contrato, son  los requisitos de fondo y de forma, que 
los encontramos mencionados desde el artículo 26 al 30 de la Ley Notarial, como son:  constatar 
los nombres y apellidos de los otorgantes, de los testigos, a fin de identificar a los contratantes y 
saber sobre su capacidad a través de sus documentos de identificación y constatar cualquier 
impedimento legal entre ellos; por ejemplo, en un contrato de compraventa que se celebre entre 
padres e hijos cuando éstos últimos sean menores de edad;  debe hacerse constar los nombres 
del Notario, el lugar donde se celebra, a fin de saber que el contrato se celebra ante funcionario 
competente; la libertad con la que actúan, esto es, sin coacción o fuerza; la cosa, cantidad o 
materia de la obligación, es decir, que las cosas estén dentro del comercio y que estén dentro de 
las atribuciones del funcionario ante quien se otorga;  así como de las obligaciones mutuas a que 
las partes se obligan; lugar y fecha de otorgamiento, a fin de que surtan los efectos legales en 
cuanto a futuras reclamaciones judiciales que den lugar por ejemplo a vencimiento de 
obligaciones, prescripciones, etcétera; así como la designación de intérpretes cuando el 
otorgante no conoce nuestro idioma oficial, a fin de que la parte contratante sepa el objeto y 
resultados del acto o contrato; en fin, otras formalidades prescritas en la Ley, como es el caso de 
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intervinientes mudos, sordos, ciegos, así como la suscripción de los contratantes en el 
documento en unidad de acto con el Notario, luego de haberlos leído e instruido, se cumplirá y 
exigirá  el pago de los tributos si causare el acto o contrato.  
 El contrato debe reunir los requisitos esenciales para su validez y existencia legal, como son el 
consentimiento, la voluntad, la causa y el objeto lícitos y posibles, para que surtan eficacia 
jurídica, por ejemplo, que  el consentimiento no esté viciado, siendo sus vicios el error, fuerza y 
dolo; que la voluntad sea libre y espontánea, caso contrario estarán sujetos a las sanciones de 
nulidad, revocación, rescisión, resolución, según el caso. Igual se hará con la escritura pública 
puesto que también debe reunir ciertas solemnidades y requisitos legales. 
  En cada uno de estos actos y contratos, se deberá cumplir con los demás requisitos y 
formalidades de fondo y de forma, como son los documentos habilitantes exigibles, como 
partidas de nacimiento, documentos de identificación, poderes y otros documentos  que 
justifiquen la representación legal, así  como las autorizaciones judiciales, nombramientos en 
caso de personas incapaces y jurídicas, en este último caso, que deberá estar  inscrito legalmente 
y estar vigente por el tiempo en ellos establecido, caso contrario no tendrán validez legal; así 
como otros requisitos que acrediten el estado de las cosas o de los bienes, pago de tributos, a 
más de la petición o minuta, patrocinada por un Abogado en libre ejercicio profesional, 
dependiendo del tipo de acto o contrato, por mandato de la Ley. Cabe aclarar que la petición 
antes referida, no es minuta, también cabe distinguir que determinados actos notariales, no 
siempre tienen el carácter de escritura o instrumento público, tales como reconocimientos de 
firmas, protocolizaciones, entre otros. Otro requisito indispensable, aunque no dicho 
expresamente en la Ley, es el certificado de hipotecas y gravámenes del Registro de la 
Propiedad correspondiente, para verificar que el bien objeto del negocio, esté libre de hipotecas, 
embargos y prohibiciones de enajenar judiciales y otras que limiten el dominio o que prohíban 
la venta o enajenación impuestas por personas particulares o por orden judicial, a fin de 
constatar que dicho bien esté dentro del comercio, y que la persona que vende sea la propietaria;  
su historial de dominio a través del estudio de los títulos adquisitivos de dominio y su correcta 
especificación y ubicación y singularización del bien inmueble, excepto en los casos de le venta 
de cosa ajena y la falta de título adquisitivo de dominio, que es capítulo aparte y con otros 
requisitos legales. Es importante aclarar que la prohibición voluntaria de enajenar, no impide su 
venta o nuevas hipotecas o garantías sobre dicho inmueble, ya que no surten efecto, sino 
únicamente las ordenadas por autoridad judicial.  
 Consideramos como valedero la exigencia de cada uno de los requisitos y formalidades que se 
debe cumplir tanto para la eficacia de los contratos, cuanto para los documentos o instrumentos 
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públicos o privados en general, para los que está facultado el Notario, puesto que son la esencia 
misma para su eficacia y seguridad de los contratantes. Mientras más exigente sea su 
cumplimiento, más seguridad jurídica tendremos.  
 Debemos reconocer que si existen normas claras y requisitos previos, pero no suficientes, no 
obstante en ocasiones no se cumplen, pues existe descuido en determinados funcionarios o 
profesionales en este aspecto; existentes limitantes y vacíos legales, inclusive en aquellos que 
no actúan con los principios de moralidad y buena fe, parecería que se ha hecho costumbre la 
búsqueda de obstáculos  y por lo contrario, quizá por la excesiva confianza de que todo saldrá 
bien, se pasan por alto determinados requisitos o solemnidades, confiados en la buena fe de las 
personas, que al final resulta lo contrario, dando como respuesta graves perjuicios y litigios 
judiciales.  
 Examinando todas y cada de estas normas legales  citadas, debemos  reafirmar las calidades de 
jurista, asesor, instrumentador, fedatario, etcétera, que debe reunir el Notario en el ejercicio de 
sus funciones. Todo aquello hace que la intervención del notario en los distintos actos o 
contratos, sean de suma importancia ya que implica una actividad de interés general, siendo 
menester que el Notario cada vez sea un profesional con profundo conocimiento legal y valores 
éticos y morales para el ejercicio de esta delicada función, ya que a través de su fe pública dada 
por el Estado, permite que los actos y contratos, satisfagan los intereses de los usuarios, dando 
seguridad jurídica y legalidad al documento, con equidad, justicia y evitando perjuicios y 
conflictos judiciales.  
Diferencias y Semejanzas entre el Matrimonio y la Unión de Hecho. 
El Sr. Rey Fabián Garrido Albán, en su Tesis Doctoral presentada en la Facultad de 
Jurisprudencia de la Universidad Central del Ecuador  anota en uno de los Títulos de su 
Trabajo: “SEMEJANZAS ENTRE EL MATRIMONIO Y LA UNIÓN DE HECHO” 
1. Tanto el matrimonio como  la unión de hecho constituyen la unión de un hombre y una 
mujer con el fin de vivir juntos, procrear y auxiliarse mutuamente. 
 
2. Las gananciales se reparten por igual, con independencia de los aportes hechos por cada 
cónyuge o conviviente. 




4. Tanto el matrimonio como la unión de hecho constituyen la célula fundamental de la 
sociedad; 
 
5. El matrimonio y la unión de hecho no son personas jurídicas y no implica copropiedad. 
 
6. Tanto en el matrimonio como en la unión de hecho, las parejas comparten un mismo 
techo a base de los mismos recursos. 
 
7. El haber en ambas sociedades y sus cargas, la administración extraordinaria de sus 
bienes, la liquidación y participación de gananciales se rigen por las disposiciones del 
Código Civil. 
 
8. Tanto en el matrimonio como en la unión de hecho los derechos y obligaciones de los 
padres hacia los hijos son los mismos. 
 
9. En ambos casos se procura día a día elevar el nivel de vida de la familia, especialmente 
en el aspecto económico y de educación. 
 
10. Tanto la unión de hecho como el matrimonio, terminan con la muerte de uno de los 
cónyuges o convivientes en el respectivo caso. 
 
11. En el matrimonio como en la unión de hecho, la dirección del hogar corresponde al 
padre a no ser de que haya acuerdo en otro sentido. 
 
12. Respecto a las diferentes órdenes de sucesión intestada en lo que concierne al cónyuge, 
se aplicará también al conviviente que sobreviviere, del mismo modo que lo relacionado 
a la porción conyugal, se aplicarán las reglas contenidas en el título II, del libro Tercero 
del Código Civil. 
 
13. En ambas sociedades existen solemnidades sustanciales para su terminación. 
 
14. Ambas sociedades pueden existir aunque no existan aportes. 
 
15. Tanto el matrimonio como la unión de hecho, terminan por las causales establecidas en 




16. Tanto los cónyuges como los convivientes de las uniones legalmente establecidas, 
podrán constituir patrimonio familiar para sí y en beneficio de sus descendientes, el cual 
se regirá por las reglas correspondientes señaladas en el Código Civil. 
 
17. En la unión de hecho como en el matrimonio, se cuenta con un activo y un pasivo, que 
se integran en la forma que determina la ley. 
 
18. Ambas constituyen, una igualdad de derechos y oportunidades, que consagra la 
Constitución Política de la República, ya que generaron efectos y situaciones de 
carácter jurídico, social, económico ante la ley. 
 
19. Ambas uniones tienen el mismo tratamiento sin distinción, ante la Constitución Política 
y la Ley. 
 
Diferencias entre el Matrimonio y la  Unión De Hecho 
Acudiendo a la misma fuente, la Tesis Doctoral de Rey Fabián Garrido, podemos 
establecer las siguientes diferencias entre las dos instituciones: 
1. El matrimonio se celebra mediante un acto solemne ante una autoridad competente, en 
este caso ante el Jefe de Registro Civil; en cambio la unión de hecho se conforma por la 
libre voluntad de las partes (Hombre y Mujer), con las condiciones exigidas en el Art. 
222 del Código Civil. 
 
2. En el matrimonio se pueden hacer Capitulaciones Matrimoniales, en la unión de hecho 
no se las puede hacer. 
 
3. El matrimonio conforma la sociedad conyugal, esto es un sistema comunitario de 
bienes; mientras que la unión de hecho en cambio es una sociedad de bienes. 
 
4. El matrimonio tiene una duración que no admite plazo o condición, mientras que la 
unión de hecho tiene una duración establecida por la Ley específica que lo regula, hoy 
consta  reglado entre  los Arts. 222 al 232 del Código Civil. 
 




6. El matrimonio nace a la vida jurídica por el ministerio de la Ley, en cambio la unión de 
hecho nace a la vida jurídica por la declaratoria voluntaria de los convivientes ante un 
Juez competente de lo Civil, o cuando se cumplen los requisitos señalados en el Código 
Civil, Arts.222 a 232.  (Código Civil , 2010 ) 
 
 
2.4. ¿Qué es la Unión de Hecho otorgada por Notario Público? 
El matrimonio civil es la forma tradicional y regular que asume ante el Derecho la convivencia 
de un hombre y una mujer, por ende, por norma general se establecía que solamente de aquel 
podían derivarse la suma de consecuencias jurídicas en el plano de las relaciones personales y 
patrimoniales entre cónyuges; en la actualidad, como se verá a lo largo del estudio e 
investigación con la unión de hecho reconocida y amparada por el Derecho Positivo, desde la 
Constitución de la República, Código Civil y Ley Notarial, se derivan consecuencias jurídicas, 
obligaciones, derechos, etc., en el referido plano de las relaciones personales y patrimoniales 
entre personas que viven en concubinato, en suma en unión de hecho.  
 
El Art. 68 de la Constitución de la República, menciona:  
¨La unión estable y monogámica entre dos personas libres de vínculo matrimonial 
que formen un hogar de hecho, por el lapso y bajo las condiciones y circunstancias 
que señala la ley, generará los mismos derechos y obligaciones que tienen las 
familias constituidas mediante matrimonio. 
 La adopción corresponderá solo a parejas de distinto sexo.¨ 
 Siendo ésta una disposición o norma constitucional, debe aplicarse obligatoriamente, debiendo 
sujetarse las de menor jerarquía a su texto, considerando que el Art. 424 de la Carta Magna, 
dice: ¨La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquiera otra del ordenamiento 
jurídico. Las normas y los actos del poder público  deberán mantener conformidad con las disposiciones 
constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica¨ 
De ahí que el Art. 222 del Código Civil debe sujetarse a la norma constitucional transcrita, en lo 
que tenga oposición, considerando que el mencionado Art. 222 dice:  
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¨La unión estable y monogámica de un hombre y de una mujer, libres de vínculo 
matrimonial con otra persona, que formen un hogar de hecho, por el lapso y bajo 
las condiciones y circunstancias que señala este Código, generará los mismos 
derechos y obligaciones que tienen las familias constituidas mediante matrimonio, 
inclusive en lo relativo a la presunción legal de paternidad, y a la sociedad 
conyugal.¨ 
 Salta a la vista que la diferencia entre la disposición constitucional y la legal, en cuanto  la 
norma constitucional  autoriza  la unión de dos personas (sin diferencias de sexo) y lo relativo a 
la paternidad, que solo consta en la ley secundaria, debiendo prevalecer la norma constitucional.   
 Procedimiento por Acto Notarial  
 Para que el notario pueda solemnizar la declaración de los convivientes sobre la existencia de la 
unión de hecho, deberán concurrir éstos personalmente o por intermedio de apoderado o 
procurador judicial con la petición correspondiente, firmada por ellos y un abogado en libre 
ejercicio profesional y en esta petición plasmar los requisitos determinados en el artículo 222 
del Código Civil, es decir, determinar bajo juramento que la unión suya es estable, que son 
libres de vínculo matrimonial con otra persona, que no tienen otra unión de esta índole, que han 
formado un hogar de hecho, por el lapso y bajo las condiciones y circunstancias que señala el 
Art. 223 del referido cuerpo de leyes, esto es, que la unión de hecho es estable por más de dos 
años, conformada con el fin de vivir juntos y auxiliarse mutuamente;  que así se han tratado 
como pareja en sus relaciones sociales y así han sido recibidos por sus parientes, amigos y 
vecinos.  
 El Notario una vez que examine a los comparecientes, levantará el acta respectiva, de la que 
una vez debidamente protocolizada se conferirá copias certificadas a los interesados, acto que se 
encuentra investido de fe pública. 
Así vemos que el Art. 18 numeral 26 de la Ley Notarial, reza como facultad conferida a los 
Notarios:  
¨Solemnizar la declaración de los convivientes sobre la existencia de la unión de 
hecho, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 222 del 
Código Civil. El Notario levantará el acta respectiva, de la que debidamente 
protocolizada, se conferirá copia certificada a las partes.¨ 
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 Analizados los efectos del instrumento público notarial, resulta pertinente ahora, el referirnos a 
clases de instrumento público, en materia notarial.  
 Resulta de especial interés dentro del presente trabajo, el realizar un análisis que aunque  breve, 
aporte en algo a este tema poco tratado en nuestra legislación notarial, y por ende menos aún en 
la escala bibliográfica que en materia notarial se ha publicado en el Ecuador.  
 La principal clasificación de los instrumentos públicos, es la que distingue entre la escritura 
pública y el acta.  
 Lo concerniente a la Escritura Pública se encuentra regulado en nuestra Ley Notarial en el 
Capítulo II, del Título II, y se la define en el artículo 26 en los siguientes términos: ¨escritura 
pública es el documento matriz que contiene los actos y los contratos o negocios jurídicos que las 
personas otorgan ante el notario y que este autoriza e incorpora a su protocolo¨. En el siguiente inciso 
del referido artículo, expresa aquello, que hemos ya analizado en este trabajo en cuanto a que 
puede ser objeto de ¨otorgamiento por escritura pública, y establece que   se otorgarán por escritura 
pública los actos y contratos o negocios jurídicos ordenados por la ley o acordados por voluntad de los 
interesados ¨ 
 El notario debe examinar antes del otorgamiento de la escritura, la capacidad de los otorgantes, 
para lo cual debe el notario exigir los documentos de identidad de los cuales se desprenda la 
capacidad y el estado civil de los comparecientes, y si lo hace a través de apoderado, 
constatando las facultades del mandato; si son interesados menores u otros incapaces, deberá 
contar su representación con el instrumento público correspondiente, verificando la identidad de 
dicho representante legal.  
Debe igualmente el notario verificar la libertad con que proceden y el conocimiento con que se 
obligan, para lo cual el notario debe examinar separadamente a las partes, si se han avenido a 
otorgar la escritura por coacción, amenaza, temor reverencial, promesa y seducción, y si están 
instruidas del objeto y resultados de la escritura pública.   
 Finalmente debe el notario verificar si se han pagado los derechos fiscales y municipales a que 
está sujeto el acto o contrato, pudiendo el notario recibir estos valores para ejecutar dichos 
pagos. Sin embargo, la omisión de este deber no genera otra consecuencia que la multa que se 




2.5. Características de la Unión de Hecho 
El Código Civil no define expresamente a esta institución jurídica, pero el Art. 222 dice: “la 
unión estable y monogámica de más de dos años entre un hombre y una mujer libre de vínculo 
matrimonial con el fin de vivir juntos, procrear y auxiliarse mutuamente, da origen a una sociedad 
conyugal de bienes”; y el Art. 223 señala: “Se presume que la unión es de este carácter cuando el 
hombre y la mujer así unidos se han tratado como marido y mujer en sus relaciones sociales y así han 
sido recibidos por sus parientes amigos y vecinos. El juez aplicará las reglas de la sana crítica en la 
apreciación de la prueba correspondiente” 
El tratadista Eduardo Fernando Fueyo lo ha definido de la siguiente manera: “Es la unión 
duradera y estable de dos personas de sexo opuesto, que hacen vida marital con todas las apariencias de 
un matrimonio legítimo”.  
Eduardo Zannoni, argentino en su obra el Concubinato, la define de la siguiente manera “Es 
aquella en que los convivientes hacen vida marital sin estar unidos por un matrimonio legítimo o válido, 
pero con las características de tal”. 
En el Derecho Romano se admitió el concubinato, que se lo distinguía del concubium por la 
ausencia del affectus maritales o “animo de contraer matrimonio”. Con la Lex Canuleia se 
admitió el connobivun entre patricios y plebeyos y con la Lex Papia Popaea se legisló sobre  las 
relaciones entre ingenuos y manumitidos. 
Fundamento para reconocer la existencia de la unión de hecho. 
En mi concepto, el legislador ecuatoriano ha sido realista al considerar que esta figura implica la 
existencia de una serie de derechos y obligaciones; parafraseando al Dr. Luis Moisset  
podríamos decir  “que el derecho como ordenamiento normativo que tiende a lograr la armonía entre 
los integrantes del cuerpo social, evitando conflictos o solucionando los que se plantean, no puede 
permanecer ajeno a los cambios que en la vida, en su constante devenir, se provocan en el organismo 
social” ; y así, a los apologistas de la moral, podemos decirlos que lo inmoral es desconocer en 
forma absoluta la validez en las obligaciones y derechos que son efecto de las uniones de hecho. 
De este modo, si bien la unión de hecho no genera una sociedad conyugal, como si ocurre en el 
matrimonio conyugal con las características que se encuentran debidamente legisladas,  la 
sociedad de hecho,  con las características señaladas en el Código Civil, Arts. 222 al 232, genera 
una sociedad de bienes y esto es lógico, ya que en esta sociedad de hecho hay vida marital y una 
serie de cuestiones económicas entre los sujetos que antes buscaban una solución y que hoy se 
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la tiene en el Código Civil debidamente legislado, además del Art. 38 de la Constitución 
Política. 
Todos estamos conscientes de que la unión libre, es la práctica más común entre los habitantes 
especialmente de la costa en nuestro país; y este hecho jurídico cobra una pujanza cada vez 
mayor en la vida real, por lo que es menester evolucionar progresivamente para lograr su 
asimilación al matrimonio; ello impone la necesidad de una reforma en esta materia,  para llenar 
determinados vacíos que la ley actual los tiene; uno de los aspectos a resolver es la falta de 
concordancia entre la norma constitucional y el Código Civil,  pues, mientras aquella permite la 
unión entre personas del mismo sexo, el Código Civil, establece que deberá ser entre hombre y 
mujer.  
Tanto el hombre como la mujer tienen igualdad de derechos y obligaciones en todos los campos 
y frente a todas las necesidades de la vida y al derecho no le es dable desconocer, ignorar o 
irrumpir tal situación de lo contrario se estaría violando el Art. 23 numeral 3° de la Constitución 
Política, por lo que del Código Civil habría que eliminar la disposición que en relación a la 
administración de la sociedad de bienes, a falta de acuerdo, la tendrá el hombre.  
La Sana Crítica para la Aplicación de la Prueba de la existencia de la Unión de Hecho. 
Al señalar el inciso 2° del Art. 223 del Código Civil “EL Juez aplicará las reglas de la sana critica 
en la apreciación de la prueba correspondiente”, o lo que los tratadistas llaman a conciencia, el 
juzgador no está obligado a someterse a las normas del Código Procesal para valorarlas, solo 
debe ceñirse a la recta inteligencia, al conocimiento exacto y su reflexión sobre los hechos, a la 
lógica y a la equidad para examinar los diferentes y diversos antecedentes acumulados en el 
proceso y de esta manera llegar con entera libertad a la decisión que más se ajuste a su íntima 
convicción. 
Así, la apreciación de la prueba, de si existe o no la Unión de Hecho, con aplicación de la  sana 
critica, faculta a los jueces, valorar las probanzas de autos y sacar de ellas las conclusiones con 
plena libertad, sin la cortapisa de las leyes reguladoras de la prueba contenida en los Códigos 
Procesales. 
He manifestado reiteradamente y hoy lo vuelvo a hacer en esta oportunidad, que las reglas de la 
sana crítica y de la equidad, no pueden resultar, sino del conjunto de normas éticas y 
psicológicas, que el juez puede haberse formado dentro de su propia mentalidad, no solamente 
por el examen de conciencia, sino también por la contemplación de los hechos del mundo 
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exterior producidos por sus semejantes y que le sirvan para comprobar si la forma en que los 
mismos se determinan, han podido motivar los seis requisitos señalados para que exista la unión 
de hecho que se trata de establecer. 
Al referirse a la sana critica, el Diccionario Jurídico de Cabanellas, dice: “Formula legal para 
entregar al ponderado arbitrio judicial la apreciación de las pruebas, ante los peligros de la prueba 
tasada y por imposibilidad de resolver en los textos legales la complejidad de las situaciones infinitas de 
la probanzas”. 
El (Quincho Álvarez), al tratar sobre la existencia de la institución que nos ocupa, dice lo 
siguiente: 
 “Sobre la constitución de la Unión de Hecho, al respeto, en la ley No. 115, no 
existe un procedimiento formal, establecido para determinar el inicio de la Unión 
de Hecho, simplemente existe por la decisión de la convivencia de un hombre y una 
mujer, sin otro requisito, más que, el de la voluntad, razón por la cual son muchos 
los procesos que se inician, en este sentido, es decir, para que, el juez de lo civil 
declare la Unión de Hecho en resolución, después de varios años de convivencia, e 
incluso cuando se han separado los convivientes para los efectos pertinentes con 
relación a la sociedad de bienes”. 
Al respecto del tema, el Dr. Ernesto Ruiz Arturo, en su obra “Lecciones de Derecho Civil”, 
expresa lo siguiente: 
“Estimamos que, en cambio, al legislador se le olvidó, no sabemos por qué razón, 
de la necesidad de que quede una constancia de la iniciación de la unión libre, que 
bien puede constituir  la inscripción en el Registro Civil, mediante la declaración 
conjunta de ambos concubinos, o de uno de ellos por lo menos, si lo hace con 
juramento, porque, de otro modo la fecha en que tiene su origen esa unión se vuelve 
imprecisa, incierta, dando origen a un cúmulo de dificultades que es fácil de 
imaginárselas”. 
Sobre la constitución de la Unión de Hecho, considero que debería ser el Juez de lo Civil o el 
Notario Público, el que legitime la Unión de Hecho entre los convivientes, desde el momento 
mismo de su inicio, o a posteriori, previa declaración juramentada de los convivientes sobre el 
tiempo de unión; dicho acto se lo realizará en unidad de acto y con la presencia de dichas 
personas, incluso mediante delegación con poder especial, como en el caso del matrimonio. 
Dicha constitución debería ser inscrita en el Registro Civil correspondiente, así como hacerse 
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constar en la cédula de ciudadanía de los convivientes, siendo por lo tanto constitutiva de estado 
civil. 
De esta manera, nos evitaríamos muchos problemas, y sobre todo se estaría en un procedimiento 
cierto para establecer cierta formalidad en las Uniones de Hecho”; más aún, se recalca, debería 
constar en la Cedula de Ciudadanía, como un estado civil, lo que impondría la necesidad de 
comparecencia conjunta de ambos convivientes en todo acto que implique disposición de 
patrimonio de la sociedad de bienes así constituida.  
Cuando nace la  Unión de Hecho. 
La Unión de Hecho tiene su iniciación en el momento mismo en que se inicia tal unión, 
cumpliendo los requisitos antes mencionados. 
Formas de Terminación de la Unión De Hecho 
El Art. 226 del Código Civil, señala lo siguiente: “Esta unión termina: 
 Por mutuo consentimiento expresado por instrumento público o ante un juez de lo 
Civil. 
 Por voluntad de cualquiera de los convivientes expresado por escrito ante el Juez de 
lo Civil, la misma que será notificada al otro, en persona o mediante tres boletas 
dejadas en distintos días en su domicilio. 
 Por el matrimonio de uno de los convivientes con una tercera persona; y, 
 Por muerte de uno de los convivientes”. 
 
2.6. ¿La Unión Hecho constituye o no Estado Civil en el Ecuador? 
Según la legislación actual, no constituye estado civil, debido a que una causal para que fenezca 
es que  uno de los que intervienen en la Unión de Hecho contraiga matrimonio  con otra 
persona, se colige que la ley no la reconoce como estado civil que actúa como impedimento 
para que cualquiera de los miembros de la unión contraiga matrimonio con otra persona, lo que 
creemos constituye un vació legal y algo que va contra la moral y los propósitos que se 
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buscaron al darle reconocimiento jurídico. Quienes estén comprometidos en una unión de hecho 
debería observar el régimen monogámico, respetarse y guardarse fidelidad y solo disuelta la 
unión conforme a derecho, cualquiera de sus integrantes debería poder contraer matrimonio con 
otra persona.    
De este modo podemos concluir, señalando, que desde que esta unión llena los requisitos 
legales ya señalados, cobra los caracteres de institución jurídica, tornándose así en centro de 
importantes vínculos jurídicos surgidos de la cohabitación y paterno filiares en lo personal, en lo 
asistencial y en lo económico. 
Primera Causal de Disolución de la Unión de Hecho: Por Mutuo Consentimiento 
De conformidad con lo que dispone el literal a) del Art. 226 del Código Civil, esta puede ser 
disuelta por mutuo consentimiento de la dos personas, al igual que acontece como habíamos 
manifestado en la Sociedad Conyugal, expresado ese consentimiento ante Notario Público o 
ante un Juez de lo Civil. 
Segunda Causal de Disolución de la Unión de Hecho: Por Voluntad de cualquiera de los 
Convivientes. 
La terminación de la unión de hecho, en este caso depende de la exclusiva voluntad de uno de 
los convivientes, en este caso no es preciso alegar una causa o razón, ni como veremos en 
páginas posteriores, observar un procedimiento específico, pues basta que esta voluntad sea 
manifestada por escrito ante un Juez de lo Civil, la misma que será notificada al otro, en 
persona, o mediante tres boletas en distintos días en su domicilio, así dispone la letra b) del Art. 
226 del Código Civil. 
Luego de lo cual dicho acto cobra toda su eficacia por la mera notificación así realizada. Sin 
embargo, por aquel principio de que en derecho las cosas se deshacen de la misma manera que 
se hacen, creemos, que si la constitución de la sociedad de hecho se dio por un acto bilateral, 
conjunto de ambos convivientes, la disolución de ella, debería suponer también la concurrencia 
de ambos convivientes para expresar su voluntad y acuerdo en tal sentido. 
Así cualquiera de los dos tiene derecho para pedir la disolución o término de la Unión de Hecho, 
la cual debe practicarse como queda anotado y luego podrá solicitar la liquidación y división de 
las cosas comunes,  con sujeción a las disposiciones que reglan la partición de la herencia, como 
ocurre en el caso de la Sociedad Conyugal.  
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Tercera Causal de Disolución de la Unión de Hecho: Por el Matrimonio de uno de los 
Convivientes con una Tercera Persona. 
Así lo señala el literal c) del Art. 226 del Código Civil, de tal modo que el matrimonio de uno 
de ellos con una tercera persona, disuelve la Sociedad de Hecho;  al respecto, en líneas 
anteriores hemos expresado nuestra opinión, en el sentido que la extinción legal de la unión de 
hecho debe preceder al matrimonio de cualquiera de sus integrantes con una tercera persona, en 
virtud del fundamento no solo jurídico o patrimonial, sino también moral en que debe 
sustentarse la Unión de Hecho. 
El Dr. Lucio Cevallos Egas en su tesis doctoral, dice: “Cabe mencionar que la Ley es clara al 
permitir que cualquiera de los convivientes contraiga matrimonio, demostrando que no hay impedimento 
alguno por el que los convivientes no pudieran contraer nupcias con una tercera persona, por lo mismo, 
el requisito de fidelidad de los convivientes no es tan absoluto como parecería”, pero agrega que “El 
Hecho del matrimonio de uno de los convivientes, no lo exime de las obligaciones y responsabilidades 
patrimoniales de la unión, ni personales con relación a los hijos. Por lo tanto, se entenderá que el 
conviviente que se casare con un tercero deberá dejar arreglado todas las cuentas de la sociedad de 
bienes en el caso de ser administrador. Y una vez disuelta y liquidada la sociedad de bienes habrá 
terminado la unión. Con ello se evitaran los eventuales conflictos que pudieron surgir si se confundieran 
los patrimonios de la sociedad de bienes con el nuevo de la sociedad conyugal formada a raíz del 
matrimonio posterior con una tercer persona”. Nuestro criterio fue ya fijado al respecto. 
Cuarta Causal de Disolución de la Unión De Hecho: La Muerte de uno de los 
Convivientes. 
El Art. 64 del Código Civil, dice: “La persona termina con la muerte”, en consecuencia, por este 
hecho natural como es obvio  suponer termina la Unión de Hecho, siendo menester insistir que 
por este hecho también termina, la sociedad de bienes, conforme se había expuesto; así señala el 
literal d) del Art. 226 del código Civil. 
Efectos de la Disolución de la Unión de Hecho. 
La disolución de la Unión de Hecho, trae consigo los mismos derechos y obligaciones ya 
estudiados y que originan la disolución de la Sociedad Conyugal. Los bienes adquiridos durante 
la Sociedad de Hecho, son o constituyen una de las cuestiones de mayor interés; esto es la 
condición y destino de los bienes adquiridos durante la vigencia de la Unión de hecho que 
puede ser más prolongada en muchas ocasiones que el propio matrimonio. 
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Cuando concluye la Unión de Hecho, es preciso desglosar los intereses pecuniarios acumulados 
durante los años de vida en común, así el Legislador ha reconocido la existencia de una 
Sociedad de Hecho entre los convivientes, de este modo existe una comparación con la 
comunidad matrimonial de bienes, pero solo cuando se refiere a aquellos casos en que sea 
posible comprobar que existen los seis requisitos anotados en páginas anteriores, que califican 
la existencia de un contrato de Unión de Hecho o de Sociedad de Hecho, recordando en cambio 
que la Sociedad Conyugal existe por el mero hecho del matrimonio civil. 
Personalmente pienso, que en la Liquidación de la Sociedad de Hecho, es obligación liquidarla 
como si desde el día de constitución de la unión de hecho hubiesen sido comunes los bienes 
aportados por cada parte. 
2.7. Casos para los cuales la Unión de Hecho tiene efectos jurídicos y  Legales. 
(Coello, 1988, pág. 72), dice: “El Estado Civil es un hecho jurídico complejo: vale la pena decir, uno 
formado, por varios hechos jurídicos, que constituye un atributo de la personalidad.” La inscripción 
del Estado Civil permite al Registro expedir el acta correspondiente que es la prueba del estado 
que los asientos registrales declaran. Pero es dable que no exista registro o sea imposible 
certificar el asiento, en cuyo hipótesis se admiten otros medios de prueba de dicho estado, 
siendo uno de los más relevantes la posesión del estado.  
¨……De manera que jamás puede considerarse como unión de hecho, la unión del hombre o la 
mujer que estén casados con otra persona, y por más que los llamados “convivientes” 
manifiesten que hayan vivido juntos más de dos años, nuestra ley no lo reconoce como tal, 
puesto que la unión de hecho se da, siempre y cuando los convivientes sean de estado civil 
libres es decir solteros o viudos, pero NO casados, ya que de ser así estamos hablando de un 
adulterio, más no de una unión de hecho. 
Esta situación es muy habitual en nuestra sociedad, pues, encontramos innumerables casos en 
que las madres que supuestamente “han convivido más de dos años incluso hasta por más de cinco 
años”, al momento de pretender reclamar el derecho de la partición de los bienes adquiridos en 
su supuesta “unión de hecho”, se tropiezan con la cruda realidad, cuando “su conviviente” ha 
tenido el estado civil de casado con otra persona,  y se dan cuenta que estaban viviendo un 
flagrante adulterio, por consiguiente, los bienes adquiridos por el hombre o la mujer en estado 
civil de casados, automáticamente por el hecho del matrimonio le corresponde el cincuenta por 
ciento de la propiedad al cónyuge con quien ha contraído matrimonio civil. 
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 Estas relaciones extra matrimoniales se complican, cuando el supuesto “conviviente” jamás 
dejó de hacer vida de hogar con su cónyuge, creándose conflictos intrafamiliares que 
actualmente convulsionan a nuestra sociedad. 
 En consecuencia, los convivientes que reclamen la unión de hecho, deben justificar en primer 
lugar que se encuentran libres de vínculo matrimonial, solo así, el juez podrá presumir la unión 
de hecho; al respecto el Código Civil en su ART. 223.- manifiesta: 
 “PRESUNCION DE LA UNION DE HECHO.- Se presume que la unión es de este 
carácter, cuando el hombre y la mujer así unidos se han tratado como marido y 
mujer en sus relaciones sociales y así han sido recibidos por sus parientes, amigos y 
vecinos. El Juez aplicará la sana crítica en la apreciación de la prueba 
correspondiente”.  
Es importante el conocimiento de estas normas jurídicas para que tanto el hombre como la 
mujer, puedan ejercer dignamente sus derechos y obligaciones ya sea dentro del matrimonio 
como en la unión de hecho, con la certeza de que la unión de hecho, es legalmente constituida,  
solo cuando el estado civil de los convivientes sea: libre de vínculo matrimonial con otra 
persona¨                          ( 
http://www.derechoecuador.com/articulos/detalle/archive/doctrinas/derechocivil/2009/05/28/uniones-de-
hecho) 
Esta sociedad no existe por el mero Hecho de la convivencia, sino que se precisa la 
concurrencia de los siguientes elementos esenciales y que son: 
Primer requisito.- unión de hecho estable y monogámica 
De esta forma la Constitución Política, deja al margen las llamadas uniones múltiples que se dan 
con frecuencia en el país; así se trata de las relaciones sexuales y maritales, que se mantienen 
fuera del matrimonio, pero que no  representan los caracteres de estabilidad y duración, 
diciéndose que en este caso el varón y la mujer deben hacer vida marital, vida en común, asidua 
y permanente, con una semejanza al matrimonio. 
Con mucha razón se dice que la Unión de Hecho es con relación al matrimonio, lo que el hecho 
respecto al derecho; y, es así como la Sociedad de Hecho no pudo pasar inadvertida al 
Legislador, pues esta es nuestra realidad nacional. 
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De tal manera, que es necesario que esta unión de hecho se  reconozca dentro de la comunidad 
de existencia o de los  alrededores del  lugar en el cual la pareja viva, tanto hacia adentro, como 
hacia fuera, siendo reconocidos como marido y mujer, por esta razón el primer inciso del Art. 
223 del Código Civil dispone: “Se presume que la unión es de este carácter cuando el hombre y la 
mujer así unidos han sido tratados como marido y mujer en sus relaciones sociales y así han sido 
recibidos por sus parientes, amigos y vecinos”, se trata pues de un matrimonio al cual le han faltado 
las normas de constitución formal según la ley. 
La cohabitación en comunidad de vida y lecho,  es una modalidad de las relaciones sexuales 
consumadas y mantenidas fuera del matrimonio, pero es una forma de matrimonio civil 
aparente, a la que  lo único que le  falta es la solemnidad matrimonial. 
La exigencia de estabilidad y monogamia, implica por  tanto comunidad de vida, tanto en 
habitación, como el hecho y techo, ya que las visitas esporádicas de uno de los convivientes al 
otro no se pueden considerar como tal. 
Segundo requisito.- de más de dos años, entre un hombre y una mujer 
El tiempo mínimo que se exige para considerar como Unión de Hecho es de DOS AÑOS, para 
que de esta manera la unión cobre virtualidad entitativa, es decir se exige cierta estabilidad, lo 
cual se complementa con el primer requisito ya anotado. 
El Código Civil  exige dos años de duración mínima de permanencia en el tiempo, sin embargo, 
el (Quincho Álvarez), dice: 
 “La presunción señalada en el  artículo precedente, resulta, en muchos casos 
inaplicable, para el computo del tiempo exigido, ya que los concubinos cuando se 
unen, lo hacen generalmente en forma oculta, con relaciones esporádicas, que a 
posterior son más frecuentes, principalmente porque los amantes rehúyen a la 
sociedad por razones obvias. Los parientes, los amigos  son los últimos en enterarse 
de esa relación, por lo que la prueba para su presunción legal se complica hasta 
cierto punto”. 
El anteproyecto del Código de la Familia señala un año de duración. 
El Dr. Lucio Geovanny Cevallos Egas en su Tesis Doctoral dice al respecto lo siguiente: 
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“Este requisito hace relación al tiempo mínimo que debe transcurrir para que este 
tipo de situaciones se pueda configurar como unión de hecho. Para ello se hacía 
necesario designar en el tiempo lo que debía entenderse por la unión libre.” 
“Este plazo fue uno de los más discutidos durante las deliberaciones previas a la 
promulgación de esta Ley, que regula la unión de hecho. Originariamente el 
proyecto establecía cinco años. No obstante, fue el criterio de varios legisladores 
que a mayor tiempo, serían más las relaciones que quedarían fuera de esta 
normativa, y por lo tanto más las injusticias en las realidades sociales de nuestro 
país. De otro lado, no era posible dejar sin reglamentación este aspecto ni señalar 
un periodo demasiado corto, precisamente porque el objeto de la norma no era 
avalar las relaciones pasajeras o accidentales, carentes de significación jurídica”. ( 
Las uniones de hecho y sus efectos patrimoniales parte II : ) 
Finalmente, el legislador ecuatoriano determinó que cumplen con este requisito las uniones de 
dos años en adelante, de duración mínima de permanencia en el tiempo. Dentro de este punto, 
me parece apropiado incluir en el contenido de la única Disposición Transitoria de la Ley que 
Regula las Uniones de hecho, la misma que designa el ámbito de su aplicación, y que establece 
la retroactividad en el tiempo de sus normas. 
Tercer requisito.- libres de vínculo matrimonial 
Por tal el Código Civil rige la situación de dos personas de diversos sexo, no casados, que viven 
como marido y mujer haciéndose pasar por tales; este requisito se refiere a que esas dos 
personas deben haber permanecido en todo ese tiempo, libres de matrimonio, ya que en caso 
contrario se trataría de una unión adulterina; ya veremos en líneas posteriores que esta unión 
termina, por el matrimonio de uno los convivientes con una tercera persona, lo cual parecería un 
injusto. 
Para terminar el comentario sobre este requisito, es menester recalcar que la Unión Hecho es el 
producto concreto de una realidad sociológica dada, cuyo tratamiento a cualquier nivel responde 
a un particular concepto de libertad, garantizado por nuestra Constitución. 
Cuarto requisito.- con el fin de vivir juntos, procrear y auxiliarse mutuamente 
No olvidemos que el Art. 81 del Código Civil al referirse al matrimonio señala también que el: 
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 “Matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen 
con el fin de vivir juntos, procrear y auxiliarse mutuamente”, por esta razón he 
recalcado que a la Unión de Hecho se la trata como a un matrimonio al cual han 
faltado las normas de constitución formal según La Ley. 
La Sociedad de Hecho de tal manera, según este requisito, implica la existencia de relaciones 
extra-matrimoniales entre personas no imposibilitadas para contraer matrimonio, que conllevan 
a un régimen de vida común y a una igualdad de tratamiento, y es así que el Art. 228 del Código 
Civil, señala: “Los convivientes deben suministrarte lo necesario y contribuir, según sus posibilidades, 
al mantenimiento del hogar común”.  
De todo lo expuesto se infiere, que si las dos personas unidas de hecho solo tienen de común 
aspectos afectivos, pero no con las condiciones antes anotadas, no se configura la unión de 
hecho legislada en el Código Civil entre  los Arts. 222 al 232. 
La Procreación.-  Igual que en el matrimonio, la procreación es uno de los fines de las Uniones 
de Hecho, esto es formar una familia, entendiéndose que para mediar esta actitud, deben existir 
relaciones de tipo sexual; y obviamente, esto da mayor estabilidad y confianza dentro de su 
entorno familiar, pues además de los requisitos legales nace una profunda vinculación 
emocional y la procreación se debe entender, que lleva implícita la obligación de los 
progenitores, en cuanto a las necesidades de la prole, en lo que respecta a la alimentación, salud, 
educación, vestuario y sano esparcimiento. 
Las disposiciones legales para establecer la filiación de los hijos nacidos de unión libre se regirá 
de acuerdo a las normas del derecho civil. 
La Filiación de los hijos concebidos en Unión de Hecho es un efecto o consecuencia de 
importancia socio-jurídica y siguen las mismas reglas de los hijos dentro de matrimonio. 
El Auxilio Mutuo.- De la misma forma que en el matrimonio, el auxilio mutuo se constituye en 
un requisito para la formación de un hogar, requisito que está presente en el caso de la unión de 
hecho, que por tratarse como marido y mujer en sus relaciones sociales,  además la 
circunstancia de vivir juntos, conlleva a una cooperación espontánea y desinteresada, que hace 
posible una prolongada y equilibrada existencia de los unidos, dice con acierto el Dr. Plutarco 
Quincho en su tesis doctoral. 
Además, el artículo 222 del Código Civil sienta el deber de auxilio mutuo de los convivientes. 
El auxilio mutuo según lo expresa el Dr. Juan Larrea Holguín consiste en la “compenetración 
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total de dos vidas (de los cónyuges) para hacer una sola, y afrontar todos los problemas de la 
existencia como si ambos fueran uno solo”. Así, los convivientes como los cónyuges tienen la 
obligación de afrontar su vida en común conjuntamente. 
El artículo 228 del Código Civil fija como carga de los convivientes, la de suministrarse lo 
necesario, y el de contribuir al mantenimiento del hogar común según sus posibilidades. Este 
deber seria equiparable al deber de socorro mutuo que según el mismo autor consiste en la 
presentación en especie o en dinero de las cosas necesarias para la vida. “Es decir, la 
presentación de alimentos que uno de los cónyuges debe al otro”, y esta obligación es la que 
consta en el artículo 138 del Código Civil. 
Hay que anotar que cuando la Unión de Hecho no trasciende el campo patrimonial, por no 
desbordar el afectivo y sentimental no se genera relación patrimonial alguna;  si solo existe 
relaciones sexuales y afectivas sin que ninguno se preocupe de la vida común no hay Unión de 
Hecho, esto porque no se cumple con el  requisito de vivir juntos, procrear y auxiliarse 
mutuamente. 
Quinto requisito.- publicidad de la unión 
El Art. 223 del Código Civil, dice: “Se presume que la unión es de este carácter 
cuando el hombre y la mujer así unidos se han tratado como marido y mujer en sus 
relaciones sociales y así han sido recibidos por sus parientes, amigos y vecinos. 
El Juez aplicara las reglas de la sana critica en la apreciación de la prueba 
correspondiente”. 
Puig Peña al respecto señala: “Es un pasar ante los vecinos como marido y mujer y no oponerse en 
publica y caprichosa desautorización a esa apreciación generosa de las gentes”,  de tal modo que las 
relaciones a las que se refiere el artículo mencionado son las: sociales, económicas, 
profesionales, etc. 
En el inc. 2° del Art. 223 se dispone: “El Juez aplicara las reglas de la sana critica en la apreciación 
de la prueba correspondiente”, de lo cual se infiere que la unión de hecho o sociedad de hecho 
debe probarse por quien alega su existencia conforme a los principios probatorios que rigen al 
respecto en el Código de Procedimiento Civil. 
El Dr. Ceballos Egas señala al respecto:  
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“Es el carácter público de la unión de hecho, que debe estar basado en sentimientos 
de honestidad, de fidelidad, de confianza y de solidaridad mutua, de mostrarse para 
sí y para el mundo exterior, como marido y mujer, como una familia; pues la 
relación entre los convivientes, como tales, debe ser pública y notoria, lo que 
implica:. 
1.- la necesidad de que la unión no debe ser oculta o clandestina, sino reflejar 
notoriedad de la vida en común”. 
 
2.- La publicidad o notoriedad, singularidad y permanencia de la unión, por esto se consagra la 
presunción de paternidad respecto de los hijos dados a luz por la mujer; obviamente que se 
puede controvertir la existencia misma de la Unión de Hecho, esto es que no existió los 
requisitos de singular, estable o permanente y publica;  el actor puede demostrar la paternidad 
con el examen del ADN y lo mismo podrá desvirtuar el demandado con la misma prueba. 
2 En todo caso y según el Art. 38 de la Constitución Política, la Unión de Hecho hará 
presumir la paternidad, salvo que el examen científico-técnico del ADN señale lo contrario. 
Sexto requisito.-vocación de legitimidad 
Este requisito se refiere, a que el Código Civil señala reiteradamente “cuando el hombre y la mujer 
así unidos se han tratado como marido y mujer…..”, esto es la denominada aptitud nupcial, así, si 
existe alguno de los impedimentos impedientes o dirimentes que trata el Código Civil para que 
se celebre un matrimonio valido, la unión de hecho no producirá efecto alguno “aunque sea 
estable y monogámica”. 
Este requisito que le he denominado Vocación de Legitimidad, se refiere pues a la capacidad 
legal de los convivientes para contraer matrimonio, esto a la posibilidad de que los dos lleguen a 
contraer matrimonio; y esto, como es conocido, exige la capacidad consiguiente que debe 
concurrir tanto en el varón como en la mujer. 
Los Arts. 95 y 96 del Código Civil tratan sobre esta clase de impedimentos. 
De todo lo anotado se colige, que un hombre y una mujer pueden unirse de hecho, sin que entre 
ellos exista vínculo matrimonial, pero siempre que se cumpla con estos requisitos, pues solo así 




ANÁLISIS DEL POR QUE SE DIO ESTAS ATRIBUCIONES A LOS NOTARIOS SI 
ANTES SOLO ERAN COMPETENCIAS DE LOS JUECES DE LAS SALAS DE  LO CIVIL 
DEL ECUADOR. 
3.1. Análisis de Jurisdicción Voluntaria 
La Constitución  aprobada en el Referéndum del año  1978 en su Art. 23  señalada: 
 “La Unión estable y monogámica de un hombre y una mujer, libres de vínculo 
matrimonial con otra persona, que formen un hogar de hecho, por el lapso y bajo 
las condiciones y circunstancias que señala la ley, dará lugar a una sociedad de 
bienes, que se sujetara a las aplicables, salvo que hubieren estipulado otro régimen 
económico o constituido en benefició de sus hijos comunes, patrimonio familiar”.  
La Unión de Hecho está en la actualidad legislada en el código Civil, desde el Art. 222 al 232. 
La Legislación secundaria ecuatoriana reguló, por primera vez positivamente las relaciones 
económicas-jurídicas nacidas de la UNIÓN DE HECHO, y es así como en el R.O. No. 399 del 
29 de diciembre de 1982, se promulga la ley que regula las uniones de hecho, que hoy 
corresponde a los Arts. 222 al 232 de la codificación del Código Civil, publicado en el R.O.S. 
No. 46 del 24 de junio del 2005. 
De este modo, el Legislador ecuatoriano, ha considerado que la Unión de Hecho, genera efectos 
jurídicos en cuanto a las relaciones extramatrimoniales duraderas y estables, así como 
debidamente consolidadas a través de la unión libre, las que determinan como se verá a 
continuación una situación casi igual a la del matrimonio y esto tiene su razón de ser, porque la 
vida familiar ha sufrido cambios en la concepción jurídica; pues como es de conocimiento 
general hoy existe igualdad de derechos entre hijos matrimoniales y extramatrimoniales 
reconocidos y de este modo aparece en nuestra Legislación la Unión de Hecho con iguales 
derechos y obligaciones respecto de quienes viven bajo el régimen de matrimonio civil. 
Con mucha razón el tratadista español Calixto Valverde en su obra “Tratado de Derecho Civil 
Español” dice lo siguiente: “ha quedado atrás el criterio de mirar al concubinato como una afrenta a 
las buenas costumbres, un ataque a la familia legitima y por ende contrario a la moral, para negarle 
toda eficacia jurídica a las consecuencias que de él se derivan. Lo inmoral, por el contrario, es 
desconocer en forma absoluta la validez a las obligaciones y los derechos derivados de la unión estable”, 
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de este modo, las Uniones de Hecho adquieren relevancia jurídica en la medida que aparecen 
hechos diferentes a la mera relación sexual, como la procreación de un hijo, la adquisición de 
bienes, los cuales rebasan el ámbito interno de las dos personas que conforman esta clase de 
sociedad. El mismo autor citado añade: “Con inhibirse ante un hecho tan frecuente no se impide su 
existencia ni se disminuye su uso y por otra parte se desampara y con ello se perjudican intereses 
legítimos de terceras personas” 
3.2. ¿El notario ejerce jurisdicción voluntaria o tiene competencia sobre actos de 
jurisdicción voluntaria? 
Es indiscutible que los actos de jurisdicción voluntaria son una función accidental del juez y que 
su esencia es administrativa, pero ejecutada por órganos judiciales. Sin embargo, por la 
dinámica con la que se desenvuelven las sociedades, se hace necesario consolidar la 
participación de un funcionario como el notario para que actúe en las relaciones jurídicas de los 
particulares, con la única finalidad de solemnizar, autorizar o garantizar cualquier derecho en 
estricto cumplimiento, en nuestro caso de la legislación ecuatoriana, en actos carentes de 
controversias y de esta manera dar la trascendencia para los posteriores efectos que surgen de 
los actos no contenciosos, denominación más adecuada para referirse a esta institución.  
 Respecto del ejercicio de la jurisdicción voluntaria Devis Echandía, destaca la falta de 
desacuerdo y la explica, así: La jurisdicción voluntaria se ejercita a solicitud de una persona que 
necesita darle legalidad a una actuación o certeza a un derecho, o por varias pero sin que exista 
desacuerdo entre ellas al hacer tal solicitud y sin que se pretenda vincular u obligar a otra persona con 
la declaración que haga la sentencia, […]” (Palacio, pág. 87) 
Otros autores como Calamandrei otorgan un carácter intermedio a la jurisdicción  voluntaria 
entre la función jurisdiccional y administrativa, al decir que: […]  entre la función jurisdiccional y 
la administrativa, está la llamada jurisdicción voluntaria; la cual, aun siendo, como veremos en seguida, 
función sustancialmente administrativa, es subjetivamente ejercida por órganos judiciales, y por eso se 
designa tradicionalmente con el nombre equívoco de jurisdicción, si bien acompañado con el atributo de 
voluntaria que tiene la finalidad de distinguirla de la verdadera y propia jurisdicción […]  (Echandía, 
1978, pág. 70) 
La jurisdicción voluntaria hasta hace poco era de conocimiento exclusivo de los jueces,  sin 
embargo diferentes legislaciones han delegado esta facultad a los notarios, así lo señala Alberto 
Gutiérrez, quien en la obra colectiva de Legislación Notarial, manifiesta: En cuanto a la esfera 
judicial, hemos señalado que la competencia del notario es inexistente. Sin embargo, ante la 
sobrecarga de trabajo en Juzgados y Tribunales existe una tendencia a trasvasar algunas 
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actuaciones judiciales sin contienda al notario, en materias que no sean estrictamente de derecho 
de personas o familia, dado su naturaleza pública, prestigio y credibilidad social, que lo 
convierten en un sujeto imparcial con -auctoritas-. (Academia Matritense y Sevillana del Notariado, 
2007, págs. 28,29) 
La preocupación de los legisladores de diferentes estados ante la acumulación de causas en sus 
judicaturas, hizo que se buscase una solución a este problema, siendo la delegación de ciertos 
actos de jurisdicción voluntaria a otros funcionarios, entre ellos el notario, una respuesta a este 
problema, pero teóricamente surge a la palestra la discusión de si realmente existe la 
jurisdicción voluntaria, por lo que en el desarrollo de este capítulo me permitiré esclarecer el 
tema, sin embargo, a continuación presento el comentario de un autor cuyo nombre no se revela 
en la fuente, quien respecto de este problema se pronuncia así “no constituye ninguna confesión 
atrevida ni desfachatada al decir que yo no sé con claridad lo que es jurisdicción voluntaria. Muchos de 
los que no lo confiesan, y hasta dan una definición en sus libros, lo hacen así porque no se han detenido 
a pensar el problema”  (Cabanellas, 1978, pág. 605) 
Necesidad jurídica de la jurisdicción voluntaria.-  La celeridad que demanda un mundo 
globalizado para poder realizar actividades comerciales ha permitido que los países que han 
optado sobre todo por el sistema notarial latino, hayan trasladado ciertas instituciones de la 
jurisdicción voluntaria, cuya decisión era exclusiva del juez, a la esfera notarial, cediendo esta 
facultad exclusiva del juez de decidir sobre asuntos no contenciosos, para que lo realice el 
notario.  
Es indispensable, para tener un conocimiento profundo de la jurisdicción voluntaria, realizar un 
repaso por el contenido teórico de las diferentes corrientes que se refieren a su naturaleza 
jurídica. Es un tema ineludible que nos permitirá según nuestra legislación y su propia 
ejecución, establecer la corriente en la cual se enmarca nuestra jurisdicción voluntaria. 
Si bien (Alsina), no presenta una posición a favor de esta escuela, sus expresiones así lo indican: 
De allí que la jurisdicción se distinga habitualmente en contenciosa o voluntaria, según que se 
ejerza en causa en que exenta de contradicción de partes o en que la intervención del juez sólo 
tenga por objeto dar autenticidad al acto o verificar el cumplimiento de una formalidad; pero 
aunque en realidad en este segundo caso no pueda hablarse con propiedad de función 




Esta posición excluye a los actos que se legalizan o autorizan ante los jueces y notarios, 
limitando la jurisdicción voluntaria sólo a los actos que provienen de la administración pública. 
Otros autores comentan que su objetivo no es garantizar la aplicación del derecho, sino más bien 
la de satisfacer intereses privados en contraposición a la facultad jurisdiccional de constituir o 
modificar un derecho. En contraposición a la actividad del juez quien siempre realiza una 
actividad imparcial, mientras que la actividad administrativa está siempre inspirada por la 
consideración unilateral del interés público. 
Existen algunos aspectos propios de la jurisdicción contenciosa que no están presentes en la 
jurisdicción voluntaria: 
a. Carece de partes en sentido estricto, elemento de forma de la jurisdicción, es decir, el 
peticionario no solicita nada contra alguien o algo.  
b. El juzgador solo conoce la “verdad” en parte, sobre todo de quien la presenta y no de una 
contraparte que puede oponerse; por ello no juzga, no prejuzga.  
c. La sentencia con la cual se pronuncia el juez sobre los asuntos de la jurisdicción voluntaria 
carece de los elementos fundamentales que tiene cuando opera sobre asuntos contenciosos. Así 
lo ilustra (Couture, 2002, pág. 42), quien al respecto manifiesta: “Por oposición a la sentencia 
jurisdiccional, cuyo contenido puede ser declarativo, constitutivo, de condena o cautelar, las decisiones 
que se profieren en la jurisdicción voluntaria son siempre de mera declaración. Ni conceden, ni 
constituyen nuevos derechos” 
Actos de jurisdicción voluntaria en el ámbito notarial Ley reformatoria a la Ley Notarial, 
publicada en el Registro Oficial, Suplemento No. 64, del 8 de noviembre de 1996 y Ley 
reformatoria a la Ley Notarial, publicada en el Registro Oficial No. 406, del 28 de 
noviembre del 2006. 
Los asuntos de jurisdicción voluntaria resueltos por los jueces se sustentan en el acuerdo de los 
solicitantes que cumpliendo un procedimiento: demanda, audiencia y sentencia, el juzgador en 
virtud de la autoridad que le ha dotado el estado en el ejercicio del poder de administrar justicia 
aprueba o solemniza el acto mediante sentencia. Vale indicar que en los asuntos de jurisdicción 
voluntaria no existe conflicto de intereses que resolver, pero como los solicitantes requieren la 
participación de una autoridad, acuden ante el juez, para que actos como: disolución de la 
sociedad conyugal, extinción del patrimonio familiar, posesión efectiva, los apruebe o 
solemnice. Esta situación cambiaría ya que mediante la reforma del 8 de noviembre de 1996, 
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pasaron de la exclusividad de los jueces a ser ejercidos en ciertos asuntos conjuntamente con los 
notarios. 
Una de las razones que  impulsaron a los legisladores a emprender la reforma de 1996, fue de 
orden práctico, como es la de descongestionar las actividades de las judicaturas civiles.  En 
consecuencia, estos actos también pueden realizar los notarios, en virtud de la fe pública que el 
estado les ha otorgado, concordando con la definición que se dio sobre el notario en el Primer 
Congreso Internacional del Notariado Latino, considerando además, que el notario al igual que 
el juez es una autoridad imparcial, pero en el caso del notario éste está dotado de fe pública que 
si bien no se puede equiparar a la facultad de administrar justicia, permite a los notarios ejercer 
actos de jurisdicción voluntaria a través de actas notariales, en la que el notario expresa la 
legalidad de la voluntad de las partes y la legitimidad del derecho que se ejerce, para finalmente 
satisfacer exigencias de orden público.  
 
En el Segundo Congreso de Madrid en 1950, ya se empezaba a discutir la participación de los 
notarios en las actas de notoriedad que se usaban para declarar actos de estado civil, declaratoria 
de herederos y otros; es decir las atribuciones del notario como funcionario legislador y de 
control de legitimación lo configuraban como el funcionario más apto para participar en asuntos 
carentes de litis pero que al mismo tiempo requerían la participación de una autoridad. 
Siguiendo un procedimiento totalmente distinto al que ejecutan los jueces, los notarios llegan al 
mismo objetivo otorgando solemnidad o autorizando el acto propuesto por los interesados, 
convirtiéndose en un importante impulsor de los actos no contenciosos en una autoridad distinta 
a la de los jueces. 
Transcurrió el tiempo y diez años después los legisladores otorgaron más actos de jurisdicción 
voluntaria para que sean autorizados o legalizados por los notarios, en cierta manera reforzando 
su confianza al trabajo desarrollado por los notarios, hasta ese momento sobre los asuntos de 
jurisdicción voluntaria. Uno de los postulados fundamentales para la reforma del 28 de 
noviembre del 2006, fue la costumbre internacional de descargar los actos llamados de 
jurisdicción voluntaria o no contenciosos, que siendo de conocimiento exclusivo de los jueces, 
pasen a conocimiento y resolución de otros funcionarios que no necesariamente son los 
juzgadores, en el caso ecuatoriano el funcionario cuyas características de trabajo se acoplan más 
a los asuntos de la jurisdicción voluntaria, sin duda es el notario 
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Como se puede apreciar, la sobrecarga de tareas no jurisdiccionales de los jueces no solo ocurre 
en nuestro país. La reforma, en consecuencia, entregó más asuntos de jurisdicción voluntaria, 
para que los notarios autoricen y solemnicen. A continuación nombro algunos de ellos: divorcio 
por mutuo consentimiento para quienes no hayan procreado hijos o adquirido bienes; 
autorización de actos de amojonamiento y deslinde en sectores rurales; liquidación de bienes de 
la sociedad conyugal; apertura y publicación de testamentos cerrados y la declaratoria de 
interdicción.  
En la revista Novedades Jurídicas, el notario Dr. Jorge Machado respecto a la facultad de los 
notarios para intervenir en asuntos no contenciosos, y la necesidad de consolidar esta atribución 
en un cuerpo de mayor jerarquía a la Ley Notarial, manifiesta: “(…) se necesitaba un fundamento 
legal que debió haber constado en la constitución, o al menos en el Código Orgánico de la Función 
Judicial.”  (Ediciones Legales, Revista Novedades Jurídicas, 2009, pág. 12) Posición a la cual me 
sumo plenamente en consideración de que la naturaleza de los asuntos de jurisdicción 
voluntaria, así lo ameritaba. 
¿El notario ejerce jurisdicción voluntaria o tiene competencia sobre actos de jurisdicción 
Voluntaria?. 
Si nos remitimos a lo que dice el Código de Procedimiento Civil, en el Art. 1 “La jurisdicción, 
esto es, el poder de administrar justicia, consiste en la potestad pública de juzgar y hace ejecutar lo 
juzgado en una materia determinada, potestad que corresponde a los tribunales y jueces establecidos en 
la ley”.  
 
La definición que trae nuestra Ley procesal coincide plenamente con la naturaleza de la 
jurisdicción, pero en cambio nada tiene que ver con el ejercicio de la jurisdicción voluntaria, ya 
que el acuerdo de los peticionarios busca autorización o solemnidad del juez o del notario. 
Conforme se aprecia en el referido artículo, la función exclusiva del juez es administrar justicia, 
en consecuencia otra actividad,  sería ajena a sus funciones. 
Dentro de los operadores judiciales quienes en mayor grado realizan las funciones de 
solemnizar y autorizar son los notarios. Entonces, es el notario, siendo funcionario judicial el 
competente para el ejercicio de las referidas atribuciones, por lo tanto el más idóneo en ejercer 
competencia sobre todos los actos de jurisdicción voluntaria, a fin de que con su participación 
exclusiva para estos asuntos, se deje a los jueces su función exclusiva de juzgar, logrando de 
esta forma la descongestión de causas en las judicaturas civiles. 
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En los asuntos de jurisdicción voluntaria la actividad del juez al igual que el notario se 
manifiesta autorizando o solemnizando el acto, si bien con el cumplimiento de distintas 
formalidades, el resultado final es el mismo. 
La Ley Notarial lo señala plenamente, el notario tiene competencia sobre asuntos específicos de 
la jurisdicción voluntaria, por lo que la forma de ejercerla no se la puede equiparar a la de los 
jueces, para quienes por cierto la ley no ha establecido discrimen respecto de los actos de 
jurisdicción voluntaria en los que puede intervenir.  
 
Recordemos que en nuestra legislación procesal civil, la jurisdicción voluntaria está regulada 
por el Código de Procedimiento Civil, es a partir de la reforma de la Ley s/n, publicada en el 
Registro Oficial, Suplemento 64, del 8 de noviembre de 1996, que ciertos actos de jurisdicción 
voluntaria pasaron a ser atribuciones de los notarios. 
Al respecto el tema adquiere connotación si consideramos que los notarios sólo tienen 
competencia, para ciertos actos de jurisdicción voluntaria, no de forma general como la tienen 
los jueces, pues de tenerla significaría que cualquier ciudadano podría someter cualquier asunto 
que tenga esta naturaleza ante el notario, quien por cierto no juzga, fundamentalmente autoriza o 
solemniza en virtud de la fe pública.  
Personalmente, considero, que las dos reformas a la Ley Notarial precisan que los notarios solo 
tengan competencia para ciertos actos de los mal llamados de jurisdicción voluntaria, por lo cual 
se debería emprender en una reforma que se  encamine a darle otra denominación más 
apropiada a esa facultad, como: actos no contenciosos. 
Petición 
Si bien la Ley Notarial no establece expresamente la estructura que debe tener la petición, la 
práctica hace que los abogados la redacten con una estructura similar a la de la demanda, sobre 
todo señalando el fundamento de hecho y derecho, para la realización del acto.  Por lo tanto, si 
hablamos sobre el Art. 67 del Código de Procedimiento Civil, que se refiere a los requisitos y 
contenido de la demanda, al homologarlo a los requisitos que debe reunir la petición se pueden 




 Respecto de la autoridad ante quien se propone la petición, en este caso es el notario, este 
señalamiento es importante ya que determina la competencia del fedatario, sin embargo de que 
no se agrega la expresión del cantón donde el notario ejerce sus funciones. A manera de 
aclaración, los actos de jurisdicción voluntaria deben tramitarse ante el notario del domicilio 
delos peticionarios.  
 Los generales de ley del demandante y demandado, de igual forma son señalados por el 
abogado que redacta la petición, como es el caso de los nombres completos, estado civil, edad y 
profesión de los peticionarios, respecto de los cuales por cierto no existe controversia y de los 
cuales no se puede hablar de actor y demandado. 
 
3.3. Ejemplo de Actas de Trámites de Divorcio por Mutuo Consentimiento 
MODELOS DE TRÁMITE DE DIVORCIO EN LA VÍA  NOTARIAL. 
Recordemos, los pasos a seguir: 
1. Presentación de la solicitud: los cónyuges presentarán la solicitud de divorcio que 
cumpla con todo los requisitos legales analizados, adjuntando el acta de matrimonio 
correspondiente. 
2. Notificación al Colegio de Notarios:  es un requisito que si bien no consta en la Ley 
Notarial, ha sido analizado y fijado por la Federación Ecuatoriana  de Notarios, a fin de 
evitar todo tipo de trámites acelerados y engorrosos; se trata de enviar la solicitud de 
divorcio vía fax o personalmente por parte del Notario requerido al Colegio de Notarios 
al que se encuentre afiliado, para que el Presidente o Secretario, del Colegio de Notarios 
respectivo coloque el sello, fecha y firma sin la cual dicha solicitud no será admitida a 
trámite. La misma que será registrada en dicho Colegio, con la fecha de registro, desde 
la cual se contarán los posteriores plazos del trámite del divorcio. 
3. Reconocimiento de Firmas: una vez registrada la solicitud en el Colegio de Notarios 
respectivo, el Notario a cargo del divorcio el notario procederá a reconocer las firmas y 
rúbricas de los comparecientes, fijando a continuación del reconocimiento el día y la 





4. Audiencia: esta será fijada en un plazo no menor de 60 días luego del reconocimiento 
de firmas, audiencia en la cual los cónyuges se ratificarán en su voluntad de divorciarse. 
Sólo podrá prorrogarse esta audiencia por una sola vez y para 10 días posteriores a la 
fecha en la que debió realizarse. 
5. Acta de autorización del divorcio: Ratificada la voluntad de los cónyuges de 
divorciarse, el Notario levantará un acta en la que declare disuelto el vínculo 
matrimonial, de la que una vez protocolizada se entregará copias a las partes. 
6. Marginación: Con las copias del acta de divorcio se oficiará al Registro Civil para su 
marginación. 
7. Incorporación del acta marginada al protocolo: Marginada el acta en el Registro 
Civil, éste deberá sentar en una de las copas enviadas, la razón de su marginación, la 
misma que será incorporada al protocolo del Notario. 
SOLICITUD. 
SEÑORA NOTARIO: 
NOSOTROS, A.A. y B.B, ecuatorianos, cónyuges entre sí, mayores de edad, domiciliados en la 
ciudad de Cuenca, ante ustedes comparecemos y decimos: 
De la partida de matrimonio adjunta, apreciará señora Notario, que nos encontramos legalmente 
casados desde el trece de noviembre del dos mil tres, matrimonio celebrado en el 
Cantón…………………….., Provincia del………………; el mismo que se halla inscrito en el 
tomo cinco, página trescientos cuarenta y uno, acta mil novecientos cuarenta y uno del Registro 
Civil. Debemos manifestar que no tenemos en la actualidad hijos menores de edad o bajo 
nuestra dependencia y que tampoco, durante nuestra vida matrimonial, hemos adquirido bienes 
en común. 
Los comparecientes, amparados en lo que se dispone el numeral 22 del artículo dieciocho de la 
Ley Notarial, solicitamos, se sirva tramitar el divorcio por mutuo consentimiento. En este 
sentido, concurrimos ante usted por ser ese nuestro deseo y voluntad, a fin de que declare 
mediante  el acta respectiva, disuelto el vínculo matrimonial que nos une y disponga la 
marginación del divorcio en la Partida de matrimonio del Registro Civil correspondiente, para 
lo cual se remitirán dos copias certificadas, una de las cuales será devuelta a la Notaría para su 
incorporación en el respectivo Protocolo a su cargo. 
Renunciamos a nuestros domicilios y nos sujetamos a los Notarios de la Provincia del Azuay. 
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En caso de ser necesario se nos notificará en la casilla judicial 61, de la Corte Provincial del 
Azuay. 
Será la doctora………………..XXX.,  quien nos patrocinará en esta causa a ambos 
comparecientes. 
La cuantía es indeterminada. 
Rogamos disponer que reconozcamos nuestras respectivas firmas y rúbricas y luego señalar día 
y hora para la audiencia respectiva. 
Adjuntamos: Partida de matrimonio. 




…………………………….    ……………………………… 
Cónyuges           Abogada 
RAZÓN 
En la Notaría Pública Primera del Cantón………………………., a cargo de la suscrita Doctora 
Olivia Torres Cabrera, ha sido presentado el petitorio de divorcio por mutuo acuerdo que 
antecede, el día de hoy quince de enero del dos mil………, 






La solicitud con la razón sentada por el Notario será enviada al Colegio de Notarios para que el 
Presidente del Colegio o su secretario pongan una constancia de la fecha de su presentación. 
RECONOCIMIENTO DE FIRMAS 
En el Cantón…………………., Provincia del………………..República del Ecuador, ante mí, 
Doctora Olivia Torres Cabrera, Notaria Pública Primera del Cantón, el día de hoy dieciséis de 
enero del dos mil………………, a las once horas, comparecen los cónyuges, 
señores……………………………..y………………………..portadores de las cédulas de 
ciudadanía números……………………..….y………..………………. respectivamente, con el 
propósito de que se dé trámite a su petición de divorciarse por mutuo acuerdo, quienes declaran 
ser de nacionalidad ecuatoriana, mayores de edad, domiciliados en éste Cantón 
de……..xxx………, por sus propios y personales derechos con el objeto de proceder a 
reconocer sus firmas y rúbricas puestas al pie del petitorio que antecede, el mismo que reúne los 
requisitos del Artículo ciento siete del Código Civil. Al efecto juramentados que fueron en 
debida y legal forma así como advertidos que fueron de la responsabilidad que tiene de decir la 
verdad con claridad y exactitud y de las penas del perjurio, con juramento de ley, declaran 
encontrarse unidos por vínculo conyugal, no tener hijos menores de edad, ni tener bajo su 
cuidado a hijo discapacitado alguno, ni encontrarse en estado de gravidez la 
señora………………………………..,procediendo a reconocer como suyas propias las firmas y 
rúbricas puestas al pie del petitorio de divorcio que antecede, donde se lee 
“……..…………….…….xxx……..……………………..” y 
“……………….xx………………..”, respectivamente. En consecuencia en aplicación a lo 
dispuesto en el numeral veinte y dos agregado al Art. Dieciocho por la ley reformatoria a la Ley 
Notarial publicada en el Reg. Of. N° 406 de veintiocho de Noviembre del dos mil seis, señalado 
por el día martes veinte de marzo del presente año, a las nueve horas, para que tenga lugar la 
audiencia de divorcio, declarando los comparecientes haberse dado por notificados con esta 
disposición por lo tanto encontrarse enterados del contenido de la misma. Concluida que fue la 
presente diligencia de la cual dejo constancia en esta escritura pública, la misma que leída que 
fue a los comparecientes por mí, la Notaria, y a la que se incorpora el petitorio y partida de 
matrimonio presentados, se ratifican en ella y firman conmigo en unidad de acto de todo lo cual 
doy fe. 




MODELO DE ACTA DE DIVORCIO 
En el Cantón………………………, el día de hoy veinte de……………. Del dos 
mil………….., a las nueve horas, ante mí, doctora Olivia Torres Cabrera, Notaria Primera del 
Cantón, comparecen los cónyuges 
señores……………………............Y……………………………..portadores de la cédula de 
ciudadanía número…………………y…………………..,respectivamente por sus propios y 
personales derechosa quienes de conocer doy fe, quienes declaran ser de nacionalidad 
ecuatoriana, mayores de edad, domiciliados en la ciudad de……………Al efecto de los 
comparecientes, en forma libre y voluntaria, de consumo y viva voz ratifican su voluntad de dar 
por terminado el vínculo matrimonial que les une. En consecuencia, en ni calidad de Notaría 
Primera del Cantón………………y en virtud de la fe pública de la que me hallo investida y en 
aplicación a la facultad otorgada por el numeral veinte y dos del artículo dieciocho de la Ley 
Notarial, DECLARO DISUELTO EL VÍNCULO MATRIMONIAL EXISTTENTE 
ENTRE LOS SEÑORES………………………….. Y ……………………………., que consta 
inscrito en el Registro Civil del Cantón…………, el trece de noviembre del dos mil tres, en el 
tomo cinco página trescientos cuarenta y uno acta mil novecientos cuarenta y uno, del Libro de 
Matrimonios. Concluida la presente diligencia procedo a levantar el  acta respectiva, la misma 
que fue leída a los comparecientes por mí la Notaria, se ratifican en ella y firman conmigo en 
unidad de acto de todo lo cual doy fe, procediendo a protocolizarla en el archivo de la Notaría 
Primera a mi cargo, de la que se expenderá las copias necesarias para su correspondiente 
marginación en el Registro Civil de este Cantón, la misma que  con la razón de la marginación 
deberá presentarse en esta Notaria Primera para su nueva Protocolización. Se agrega copia de 
oficio remitido por esta Notaría y a la Jefatura del Registro Civil de este Cantón para los 
mismos efectos de marginación del divorcio. 
 








CERTIFICO: Que en seis fojas útiles y a petición de parte se protocoliza el documento 
anterior que se incorpora al correspondiente registro. 
Guachapala, 20 de marzo del dos mil…………… 
Dr. (a). ……………………….. 
Notaria……………… del Cantón……………….. 
 
MARGINACIÓN 
De esta acta se envían tres copias al Registro Civil para su marginación, una de ellas será 
devuelta a la Notaría con la razón de la marginación para que sea incorporada al protocolo 
pertinente. 
 
REVISADO HASTA AQUÍ………………… 
 
3.4. Ejemplo de Acta de Declaración de Unión de Hecho    
Declaración de Unión de Hecho 
Para que proceda la declaración notarial de la unión de hecho, es necesario que haya 
transcurrido el tiempo de dos años previsto en la ley, en que los convivientes hayan mantenido 
este régimen de hecho. 
Debe otorgarse por escritura pública con la comparecencia de los dos convivientes que hayan 
tenido unión monogámica y estable por dos años, y que tengan la finalidad de vivir juntos, 
procrear y auxiliarse mutuamente; formando un hogar de hacho y generar así el régimen 
patrimonial de la sociedad de bienes. 
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MODELO DE ESCRITURA PÚBLICA DE DECLARATORIA DE UNIÓN DE HECHO 
En el Cantón……………………….., Provincia del……………………………, República del 
Ecuador, el día de hoy lunes veinte y nueve de marzo del año dos mil……, ante mí, 
DOCTORA OLIVIA TORRES CABRERA, NOTARIA PÚBLICA PRIMERA DEL 
CANTÓN, comparecen los señores:…………………….., portadores de las cédulas de 
ciudadanía números………………y………………respectivamente por sus propios y personales 
derechos; los comparecientes son de nacionalidad ecuatoriana, mayores de edad, de estado civil 
solteros los dos, domiciliados en este Cantón, a quienes de conocer doy fe en virtud de haberme 
exhibido sus respectivas cédulas de ciudadanía, cuyas copias debidamente certificadas por mí, 
se agrega a esta escritura. 
Bien instruidos por mí, en el objeto y resultados legales de esta escritura pública, los 
comparecientes libre y   voluntariamente y en la aplicación a lo dispuesto en al artículo 
doscientos veinte y dos del Código Civil ecuatoriano, declaran bajo juramento, en forma 
expresa, que es su voluntad constituir formalmente la unión de hecho que la vienen 
manteniendo desde hace aproximadamente……………años, en forma estable y monogámica, 
habiendo de esta manera formado de hecho un hogar, con el fin de vivir juntos, procrear y 
auxiliarse mutuamente, dando origen a una sociedad de bienes,  que estará sujeta al régimen 
previsto en la ley para la sociedad conyugal, por lo que declaran reconocerse mutuamente los 
derechos y obligaciones, similares a los que genera el matrimonio. 
f) Integrante    f) Integrante     f) Notario 
MODELO DE ACTA DE UNIÓN DE HECHO 
Por lo expuesto y de conformidad al numeral veintiséis del artículo dieciocho de la Ley 
Notarial, con todo el valor legal solemnizo la declaración de los convivientes…………….           
Y -------------------. En virtud de la fe pública de la que me hallo investida. 
Leída que les fue a los comparecientes la presente escritura, por mí, la Notaria, se ratifican en su 
contenido y firman conmigo en unidad de acto, de todo lo cual doy fe. 
 




3. INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
Investigación de Campo: Resultados  de los Divorcios por Mutuo Consentimiento 
Otorgado por Notario Público, que se han realizado en las Notarías 1, 2 y 3 del Cantón 
Latacunga en el año 2012. 
3.1. Revisión de datos 
Resultados, Gráficos, cuadros, porcentajes.   
¿Dónde se realizó la investigación? 
Resultados de la investigación de campo. Esta investigación se realizó con el objeto de medir la 
frecuencia con que los usuarios han utilizado los servicios notariales, para tramitar divorcios por 
mutuo consentimiento o para legalizar uniones de hecho, a fin de determinar si dichos 
resultados, evidencian el acierto de haber otorgado esta facultad a los Notarios y si el número de 
casos tramitados en esa vía, pudo, efectivamente, haberse traducido en una descongestión del 
sistema judicial y haber producido, en consecuencia, una aceleración en el trámite de los demás 
procesos, haciendo que la administración de justicia sea más ágil y oportuna.  
La presente  investigación se desarrolló en de la Ciudad de Latacunga, en la Provincia de 
Cotopaxi. Por la temática fue dirigida en especialmente, a Público en General Abogados, 
Estudiantes Universitarios  ya que estas personas y debido a que es un problema social todos 
conocemos que es una unión de hecho o un divorcio. 
Por cuestiones de inmediación domiciliaria y por limitaciones de tiempo y recursos económicos, 
la investigación se centró en lo ocurrido en las tres Notarías que funcionan en el cantón 
Latacunga, provincia de Cotopaxi, en el año 2012. Con la investigación de campo el 






Técnicas de Investigación: La Encuesta 
¿Cómo se realizó la encuesta? 
 
En el operativo de recolección de información se encuestaron, a personas mayores de edad, 
orientándola hacia Abogados,  Notarios, Estudiantes Universitarios, por ser personas que podían 
aportar con mejor criterio.  
 
Se brindó seguridad a los informantes, previa explicación del uso  de la información. Es 
importante indicar que la información individual se manejó con absoluta confidencialidad y 
privacidad, siendo dicha información utilizada con estricta rigurosidad con fines académicos. 
 
Se aplicó la encuesta a  un total de 100 personas de  forma directa, es decir personalmente, en la 




La encuesta estuvo orientada a establecer  el grado de conocimiento de los entrevistados, 
respecto a la potestad que  ejercen los notarios en los actos de jurisdicción voluntaria y en 
particular, para el trámite del divorcio por mutuo consentimiento y  la declaración de la Unión 
de Hecho.  
 
Finalidad.- La idea de utilizar la encuesta como método para obtener información fue  conocer 
la intensidad de uso de los servicios notariales para los fines indicados y obtener conclusiones 
sobre el impacto de ese mecanismo en la descongestión del sistema judicial. 
 
 Se implementó mediante la instrumentación de un único Formulario que contenía diez 
preguntas.      
 
DISEÑO DE LOS INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
 






3.2. Formulario Estadístico: 
Encuesta: 
 
 Marque con una “X”, la respuesta que usted considere, si su respuesta no encaja en las 
opciones que le presento, por favor indique su razón en la opción “otros” 
1 ¿Conoce usted que es la de Unión de Hecho? 
Si……………..      No    …………..           Otras--------------------- 
 
2¿Conoce usted que es el Divorcio por mutuo consentimiento?  
Si……………..        No    …………..           Otras……… 
 
3¿Conoce usted que es la declaración de Unión de Hecho  ante Notario Público? 
Si……………..        No    …………..           Otras……… 
 
4¿Conoce usted que es el Divorcio por Mutuo Consentimiento mediante Acta Notarial? 
Si……………..        No    …………..           Otras……… 
 
5¿Considera  usted que el trámite consensual  (Unión de Hecho o Divorcio) ante Notario 
Público es mejor y más rápido que en un Juzgado? 
Si……………..        No    …………..          Otras……… 
6 ¿Piensa usted que  los requisitos exigidos según la Ley Notarial, para la Declaratoria  de la 
Unión de Hecho y  para el trámite del Divorcio por Mutuo Consentimiento son fáciles de 
cumplir?  
 Si……………..      No    …………..          Otras……… 
7 ¿Considera usted que existen dificultades respecto de la filiación de los hijos concebidos en 
Unión de Hecho?  
Si……………..    No    …………..          Otras……… 
8 ¿Considera que nuestro país tiene un sistema judicial que genera confianza  para ejercer actos 
de acción voluntaria? 
Si……………..       No    …………..          Otras……… 
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9 ¿Ha utilizado Usted, los servicios notariales, para el trámite de divorcio por mutuo 
consentimiento o para la Declaratoria de la Unión de Hecho?  
Si……………..        No    …………..         Otras……… 
10. ¿Cree usted que esta facultad otorgada a los Notarios, contribuye a descongestionar la 
administración de justicia?  



















3.3. Resultados, Gráficos, Cuadros, Porcentajes.   
3.3.1. Elaboración De Grafico y Cuadros Estadísticos 
 






Del 100 por ciento de encuestados el 90 por ciento  conoce a que se refiere la Unión de 





















NO SI OTRAS TOTAL
129 
 
2¿Conoce usted que es el Divorcio por mutuo consentimiento?  

































NO SI OTRAS TOTAL
130 
 
3¿Conoce usted que es la declaración de Unión de Hecho  ante Notario Público ? 






Del 100 por ciento de encuestados el 25 por ciento no conoce, el 70 por ciento conoce y el 5 por 





















NO SI OTRAS TOTAL
131 
 
4¿Conoce usted que es el Divorcio por Mutuo Consentimiento mediante Acta Notarial? 




100 por ciento de encuestados el 70 por ciento no conoce, el 20 por ciento si conoce y el 





















NO SI OTRAS TOTAL
132 
 
5¿Cree usted que este trámite consensual  (Unión de Hecho o Divorcio) ante Notario Público es 






100 por ciento de encuestados el 55 por ciento manifiesta que no es más rápido,  el 45 



















NO SI OTRAS TOTAL
133 
 
6 ¿Piensa usted que  los requisitos según la Ley Notarial en el caso de la Unión de Hecho y 
Divorcio por Mutuo Consentimiento son fácil de cumplir?  






De 100 personas encuestadas considera que los requisitos para realizar tramite consensual en 
una Notaria más fáciles de cumplir el 40 por ciento dice que no mientras que el 60 por ciento 


















7 ¿Considera usted que existen dificultades respecto de la filiación de los hijos concebidos en 
Unión de Hecho?  





De 100 personas encuestadas considera el 95 por ciento si existe dificultad al momento de la 
filiación ya que en el Registro Civil al ser solteros necesita la comparecencia de ambos, y el 5 


















8 ¿Considera que nuestro país tiene un sistema judicial que genera confianza a nivel nacional e 
internacional en materia Notarial para ejercer actos de acción voluntaria? 
 






Del 100 personas encuestadas consideran que el 60 por ciento si confía en nuestro Sistema 

















9 ¿Piensa usted que la Unión de Hecho produce los mismos efectos legales que el matrimonio?  







Del 100 personas encuestadas en esta consideran que el 80 por ciento no surte los mismos 



















10. ¿Cree usted que el reconocimiento de la Unión de Hecho como Estado Civil, debe 
incorporarse dentro de la legislación Ecuatoriana?  
 






De las 100 encuestas realizadas se considera que el 55 por ciento no cree que se debe 
incorporar como estado civil, y el 40 por ciento considera que si y un 5 por ciento no 
















Población Encuestada  
Esta encuesta se realizó en porcentaje a un grupo de 100 personas divididas en la 




















PUBLICO EN GENERAL ABOGADOS




Esta Investigación de Campo, estuvo orientada a obtener información directa y calificada, 
sobre la  Legalización de Uniones  de Hecho, ante la Notarías Públicas Notaria 1, 2 y 3 del 
Cantón Latacunga en el año 2012. 
ENTREVISTAS 
Entrevista Numero 1.- Realizada el día 31 de Julio del 2014  
Entrevista realizada a la Notario Primera del Cantón Latacunga Doctora  MARÍA FERNANDA 
SUBÍA LOAIZA, quien nos proporciona información  sobre cuantas legalizaciones de Uniones 
de Hecho y Cuántos Divorcios por mutuo consentimiento constan  en el Repertorio de Libros 
que reposan en los Archivos a su cargo.  
Entrevistador, Engred Geesel Arguello Piedra, Estudiante de Derecho de la Universidad Central.  
Entrevistadora.- ¿Cuántas Legalizaciones de Uniones de Hecho reposan en el protocolo a su 
cargo del año  2012? 
 
Dra. María Fernanda Subía.- Aclaro, en ese tiempo aún no ejercía las funciones, pero 
revisando los archivos  y en el protocolo de los índices tengo que en el año 2012,  se realizaron 
mediante  ESCRITURA PÚBLICA DE DECLARATORIA DE UNIÓN DE HECHO, en todo el 
año, 120 en total. 
Entrevistadora.- ¿Doctora,  dentro del Archivo,  ayúdeme precisando cuántos divorcios 
por mutuo consentimiento se concedieron  en el año 2012? 
Dra. María Fernanda Subía.- En ese tema tengo que aclarar que por lo general tenemos casos en 
los cuales se inicia con el trámite y se queda sin culminar, pero de los que realmente se han 
culminado con el otorgamiento del divorcio consensual, según consta como usted mismo está 
verificando tenemos 11 dentro de todo el año. 
Entrevista Numero 2.- Realizada el día 29 de Julio del 2014  
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Entrevista realizada a la Notario Segunda del Cantón Latacunga Doctora  DIANA MERCEDES 
PALMA PACHECO, quien  habla sobre cuantas legalizaciones de Unión de Hecho y Cuantos 
Divorcios constan en el Repertorio de Libros que reposan en los Archivos a su cargo.  
Entrevistadora: Engred Geesel Arguello Piedra, Estudiante de Derecho de la Universidad 
Central.  
Reportero.- ¿Doctora Cuantas Legalizaciones de Uniones de Hecho reposan en el 
protocolo a su cargo del año  2012. ? 
Dra. Diana Palma Pacheco.- Aquí en el repertorio del protocolo a mi cargo tenemos 
correspondientes al año 2012, 80 casos de Declaratoria de Uniones de Hecho: Desde que la 
Notaría está a mi cargo, venimos tramitando un promedio de 30 Declaratorias mensuales, 
observo que esta atribución ahora es más utilizada con alguna frecuencia por los convivientes, 
para  cumplir los requisitos establecidos en la ley. 
Entrevistadora.- ¿Doctora y dentro del Archivo a su cargo, cuántos divorcios por mutuo 
consentimiento se otorgaron  en el año 2012? 
Dra. Diana Palma Pacheco.- Revisados los archivos tengo que en su totalidad en el año 2012 
correspondientes a divorcios consensuales tengo 8, con los expedientes debidamente concluidos 
y marginados debidamente en el Registro Civil.   
Entrevista Numero 3.- Realizada el día 29 de Julio del 2014  
Entrevista realizada al Notario Segundo del Cantón Latacunga Doctor JOSÉ GABRIEL LEÓN 
RAMÍREZ, quien  nos proporciona información  sobre cuantas legalizaciones de Unión de 
Hecho y Cuantos Divorcios  por mutuo consentimiento se han otorgado en la Notaría a su cargo 
en el año 2012.  
Entrevistador  Engred Geesel Arguello Piedra, Estudiante de Derecho de la Universidad Central.  
Entrevistadora: ¿Cuántas Legalizaciones de Uniones de Hecho reposan en el protocolo a 
su cargo del año  2012. ? 
Dr. Dr. José Gabriel León Ramírez.- Como es de su conocimiento al momento de revisar los 
archivos encontramos que las escrituras públicas de declaratoria de Unión de Hecho 
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correspondientes al año 2012 están en total de 100, pero yo si considero que en la actualidad si 
existen más personas que se acercan hasta esta Notaria a realizar  esta declaración voluntaria.   
Entrevistadora.- ¿Doctor y dentro del Archivo a su cargo,  cuantos divorcios por mutuo 
consentimiento se otorgaron en el año 2012? 
 Dr. José Gabriel León Ramírez.-  Bueno con respecto a los divorcios si son en menos 
proporción ya que generalmente las parejas realizan o inician el tramite pero muchas veces no lo 
finalizan y en este año los divorcios  disueltos por ACTA DE DIVORCIO tenemos 12 en el año 
2012.  
3.5. Interpretación de Resultados y Presentación de Propuestas 
Interpretación de  datos   
Se puede concluir que los usuarios si se acercan a realizar la declaración de unión de hecho en 
las diferentes Notarias,  en un  índice significativo, pero con respecto a los divorcios, durante el 
año  investigado, son relativamente  pocos los casos tramitados en la Notaría, lo que supondría 
que la mayoría de usuarios  todavía acuden a los juzgados para realizar el trámite sea 
contencioso o voluntario. 
 
En lo referente a las Uniones de Hecho, los casos tramitados vía notarial, sin lugar a dudas, son 
significativos y es incuestionable su incidencia en el objetivo de descongestionar los juzgados, 
que en caso de no haber esta opción, habrían tenido que tramitar trescientos casos en los 
Juzgados, solo de la ciudad de Latacunga en el año 2012.  
Por otro lado, llama la atención, la preferencia de muchas parejas por la opción de la Unión 
Libre, lo cual puede interpretarse tanto como resultado de una baja en la religiosidad de las 
personas, que antes concebía al matrimonio como una institución trascendental, para constituir 
una familia; y, la gente se casaba por lo civil y luego por lo eclesiástico. El matrimonio, civil y 
eclesiástico, se constituía en un acontecimiento familiar y social relevante, con los consiguientes 
gastos. Hoy, la gente se ha vuelto más pragmática, evita esos gastos y se ahorra preparativos, 
simplemente se une y forman una familia, pero estas uniones, generalmente, se descomponen 
también con facilidad. 
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3.6. Análisis de datos 
 Sobre la base de los resultados obtenidos de la investigación de campo y después del proceso 
de la tabulación, análisis e interpretación, hemos llegado a las siguientes conclusiones: 
Que las Uniones de Hecho son parte de una realidad social que merece la atención prioritaria del 
Estado, la Sociedad y La Familia. 
Que esta institución familiar, amparada en la Constitución, es sin embargo, más vulnerable que 
las familias constituidas mediante el Matrimonio, por cuanto las condiciones que la rodean no le 
ofrecen seguridad y condiciones de estabilidad en la sociedad. 
Que los datos obtenidos, en relación al número de Uniones de Hecho, tramitadas en las 














CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
CONCLUSIONES 
Luego de haber culminado el proceso de investigación, orientado a la comprobación de las  
hipótesis que se formularon, hemos arribado a las siguientes conclusiones: 
 De la investigación realizada, la primera conclusión y quizás la de mayor importancia 
que hemos podido llegar, luego del análisis de los capítulos precedentes, dejando a 
salvo el juicio de cada uno, y sin haber agotado el campo de investigación en el tema 
estudiado, es que la jurisdicción voluntaria constituye una de las importantes 
actividades del Estado, a través de los notarios, a quienes se le ha encomendado esta 
noble labor, ya que el notario es garantía de legalidad tanto para los particulares como 
para el Estado. 
 
 El notario solemniza y autoriza las relaciones no conflictivas de las cuales se 
desprenden consecuencias jurídicas y que se encuentran separadas de las actuaciones 
judiciales, aprovechando de esta manera la eficacia y seguridad que concede el 
instrumento y protocolo notarial, además, descongestiona del inmenso cúmulo de tareas 
y labores que desempeñan los tribunales de justicia. 
 
 Con esta  investigación, se puede concluir  que La Unión de Hecho, está reconocida  por 
la Constitución de la República del Ecuador, normada  por el Código Civil, la Ley 
Notarial y la Ley del Registro Civil,  y que las personas que viven en esta modalidad, es 
decir no legalizadas, no tienen los benéficos que les otorga la Ley y están propensos a 
quedar indefensos y en una inseguridad jurídica, brindada por el Estado a quienes 
acertadamente han optado por buscar el reconocimiento legal. 
 
 El efectivo resultado obtenido en las naciones cuyas legislaciones admiten y regulan, 
constituyen un excelente argumento para que la actividad notarial pueda impulsar la 
mayor intervención del notario en procesos no contenciosos (jurisdicción voluntaria) 
como medio para lograr una mejor y más ágil administración de justicia. Tal 
circunstancia alivia a los tribunales de la tarea administrativa que implica la atención de 






 Desde el 8 de noviembre de 1996, con la publicación del Registro Oficial 64, se 
introdujeron importantes reformas a la Ley Notarial, facultando al notario los asuntos de 
jurisdicción voluntaria entre ellos la disolución de la sociedad conyugal, la posesión 
efectiva, extinción del patrimonio familiar e insinuación para donar; posteriormente, el 
28 de Noviembre del 2006, por las reformas a la Ley Notarial publicadas en el Registro 
Oficial No 406, se ha otorgado acertadamente nuevas atribuciones como el divorcio por 
mutuo consentimiento, siempre y cuando no existan hijos menores de edad, ni bajo su 
dependencia, y la aprobación de la liquidación de la sociedad conyugal, atribuciones 
que contribuyen a la simplificación, eficacia, celeridad y economía procesal garantizada 
por la Constitución, y al descongestionamiento del sistema de justicia. 
 
 Las parejas que viven en Unión de Hechos poco a poco, van legalizando su Unión para  
precautelar sus intereses.  
 
 El estudio de la unión de hecho debe tomarse en cuenta, ya que la actual Constitución, 
equipara a la unión de hecho entre dos personas con el matrimonio. Así, el Art. 68 
señala lo siguiente: “La unión estable y monogámica entre dos personas libres de vínculo 
matrimonial, que formen un hogar de hecho, por el lapso y bajo las condiciones y circunstancias 
que señale la ley, generará los mismos derechos y obligaciones que tienen las familias 
constituidas mediante matrimonio. La adopción corresponderá solo a parejas de distinto sexo”. 
Es decir, que la unión de hecho en el Art. 222 del Código Civil se encuentra en 
contradicción con la Constitución, en lo relativo a que podrá conformarse entre dos 
personas, sin contemplación del sexo. Pero con relación a la sociedad de bienes no hay 
















Al finalizar la Investigación, es necesario formular ciertas recomendaciones específicas, 
las mismas que detallo a continuación: 
 
El divorcio por mutuo consentimiento ante el notario, se lo puede realizar siempre y 
cuando los cónyuges no tengan hijos menores de edad o bajo su dependencia, para lo 
cual se exige una declaración de los cónyuges en tal sentido, tal declaración puede ser 
falsa,  para obtener el divorcio, y sorprender al notario, que solemniza y aprueba el acto; 
considero que para mayor seguridad,  debería reformarse la ley notarial para  que en la 
declaración juramentada expresamente se mencione que en caso de falsedad serán 
sujetos de responsabilidad penal, la misma que será sancionada por el juez competente, 
con la finalidad de que se proteja los derechos fundamentales de la familia y de los 
menores de edad. 
 
 Se debe dictar una cátedra de Ley Notarial a los estudiantes derechos en todo el país,  ya 
que es una rama muy importante del derecho  y  de gran aplicación en la vida diaria...  
 
 Comprometer a que el Estado ecuatoriano a través de los órganos competentes, regule 
todas las instituciones jurídicas, y en especial  el caso de la terminación de las Uniones 
de Hecho en el Ecuador, para de esta manera, garantizar el derecho a la legítima defensa 
y seguridad jurídica al que tenemos derecho todas las personas. 
 
 Se debe regular en la Ley de Registro Civil, para  que cuando se vaya a inscribir un hijo, 
así exista legalizada la unión de hecho, por no ser estado civil se exija la comparecencia 
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Alrededores de la Notaría Segunda del Cantón Latacunga, previo a la realización de la entrevista a la Doctora 
Diana Palma Notaria Segunda.  
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